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Resumen  

El presente libro, resultado de investigación, tiene como objetivo analizar el fenó-
meno de la biopiratería desde perspectivas contemporáneas sobre la protección de la 
biodiversidad y resalta la necesidad de avanzar hacia modelos de bioprospección que 
integren principios de justicia distributiva. La metodología empleada consistió en una 
revisión sistemática de la literatura siguiendo las directrices PRISMA, lo que permitió 
asegurar el rigor y la transparencia en el análisis de las fuentes. Los resultados eviden-
cian la presencia de asimetrías sistémicas de poder en la explotación de recursos y 
demuestran que el marco legal de propiedad intelectual resulta insuficiente para pro-
teger a los pueblos indígenas y su patrimonio biocultural, dado que prioriza los pro-
cedimientos administrativos por encima de la justicia transformadora. Si bien se han 
establecido tratados como el Protocolo de Nagoya, su implementación presenta defi-
ciencias en el mercado internacional de la biotecnología. Como contribución, se 
cuestionan los paradigmas hegemónicos de apropiación y se propone consolidar 
reformas legales que reconozcan los derechos territoriales de los pueblos indígenas, 
promoviendo una reorientación hacia la equidad social, la constitución ecológica y la 
sostenibilidad en la gobernanza global de la naturaleza. 
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Introducción 
 

La explotación comercial no autorizada de recursos biológicos y conocimien-
tos tradicionales constituye un fenómeno que James Ming Chen (2006) deli-
mitó en There is No Such Thing as Biopiracy … And it's a Good Thing Too como la 
captura de materiales genéticos sin una retribución equitativa para las pobla-
ciones que han preservado estos activos durante generaciones. Este fenó-
meno, denominado biopiratería por Vandana Shiva, afecta de manera signifi-
cativa a las regiones de alta biodiversidad del Sur global, incidiendo en los 
territorios y limitando la autonomía de los pueblos indígenas, comunidades 
étnicas y campesinas, así como de la ciudadanía en general (Breske, 2018; 
Benjamin, 1997). 

Las prácticas extractivas de la época colonial constituyen el antecedente di-
recto de la recolección sistemática de recursos biológicos, realizada sin reco-
nocer el origen de los conocimientos tradicionales ni la propiedad comunitaria 
sobre semillas y plantas. El marco contemporáneo de la propiedad intelectual 
utiliza las patentes para legitimar la privatización de bienes comunes, lo que 
genera un conflicto sustancial entre la cosmovisión de las poblaciones locales 
y los regímenes occidentales de apropiación de recursos como el nim, la cúr-
cuma y el arroz basmati (Merson, 2000; Mgbeoji, 2007; Robinson, 2010). 

No obstante, la falta de consenso respecto de la delimitación técnica de es-
te concepto dificulta la formulación de una respuesta jurídica uniforme. Al 
igual que Shree (2023), en Handbook of International Law, Ocean Governance and 
Marine Genetic Resources (Vargas-Chaves, 2025a), al abordar el fenómeno de la 
biopiratería, advertimos que este se fragmenta entre el análisis normativo y la 
dimensión sociocultural, sin integrar con claridad las consecuencias ecológi-
cas.  
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El análisis de estas dinámicas a menudo omite la relación con el biocolo-
nialismo y la injusticia climática, lo que limita la atención a los obstáculos polí-
ticos que dificultan la implementación simétrica y efectiva del Protocolo de 
Nagoya en los diferentes contextos nacionales, según los intereses locales 
(Chen, 2006; Rabitz, 2015). En relación con este último aspecto, Beattie et al. 
(2011) señalan que la aplicación de estos estándares orienta los debates de 
política pública hacia el fortalecimiento de la seguridad jurídica de los cono-
cimientos tradicionales y la creación de sistemas de gobernanza que garanti-
cen la sostenibilidad de los ecosistemas mediante una gestión equitativa de los 
beneficios obtenidos. 

En este contexto, el presente libro, resultado de la investigación del pro-
yecto INV-DER-4255 “La protección de los conocimientos tradicionales en 
el marco de la implementación del Tratado de Cooperación Amazónica en 
Colombia”, financiado por la Universidad Militar Nueva Granada, tiene como 
objetivo analizar el fenómeno de la biopiratería desde las perspectivas actuales 
sobre la protección de la biodiversidad. Asimismo, evidencia la necesidad de 
avanzar hacia modelos de bioprospección que incorporen principios de justi-
cia distributiva en el uso de los recursos genéticos. 

Para cumplir con el objetivo propuesto, se realizó una revisión sistemática 
de la literatura conforme a las directrices PRISMA (Preferred Reporting Items 
for Systematic Reviews and Meta-Analyses), con el fin de garantizar el rigor 
metodológico y la transparencia en la sistematización de la información reco-
lectada para este estudio. A continuación, se explicará este enfoque metodo-
lógico, seguido de los hallazgos de una revisión previa de la literatura sobre 
los principales debates en este ámbito, recopilados de bases de datos científi-
cas en el periodo 2010-2025. Finalmente, se presentará la hoja de ruta del 
libro.  

A. Consideraciones metodológicas y protocolo de revisión 

El análisis sistemático de la literatura, siguiendo las Directrices PRISMA, se 
basó en cinco bases de datos seleccionadas por su relevancia técnica en la 
investigación interdisciplinaria sobre la apropiación indebida de recursos bio-
lógicos. PubMed fue incluida por su cobertura en ciencias de la vida, junto 
con Scopus, ScienceDirect, Web of Science y Google Scholar, con el objetivo 
de consolidar perspectivas legales y ambientales, así como publicaciones espe-
cializadas, que permitan examinar las implicaciones éticas y los efectos de la 
biopiratería en el contexto de las aplicaciones farmacéuticas globales. 
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Las secuencias de búsqueda empleadas para la identificación de fuentes 
combinaron variaciones técnicas del término biopiratería con vocablos especí-
ficos orientados a identificar investigaciones primarias que aportaran datos 
empíricos al debate jurídico sobre el acceso a los recursos genéticos. El crite-
rio temporal restringió la selección a documentos publicados desde 2010, con 
el propósito de examinar las transformaciones normativas posteriores a hitos 
internacionales, en particular la implementación del Protocolo de Nagoya en 
2014. De este modo, se asegura que el estudio refleje la realidad institucional 
vigente y las dinámicas actuales de protección de la biodiversidad frente a la 
explotación no autorizada de los conocimientos tradicionales 

La investigación examina las definiciones del fenómeno y su distinción 
técnica respecto de la bioprospección y evalúa simultáneamente las conse-
cuencias socioeconómicas y ecológicas que esta práctica genera en los pueblos 
indígenas custodios de la diversidad biológica. El estudio integra el análisis de 
los mecanismos legales internacionales, el examen de casos documentados 
para identificar patrones de conducta, el análisis de las estrategias de resisten-
cia de los poseedores de conocimientos tradicionales y la comparación de las 
disparidades geográficas en las respuestas regulatorias. Este enfoque facilita la 
propuesta de modelos técnicos que garanticen la distribución equitativa de los 
beneficios derivados del uso de los recursos genéticos. 

Los artículos seleccionados para la muestra definitiva cumplen con los re-
quisitos de revisión por pares, están redactados en inglés y fueron publicados 
entre 2010 y 2023. Además, aportan evidencia técnica o análisis teóricos sobre 
las siete dimensiones analíticas propuestas en este trabajo. La metodología 
excluyó sistemáticamente publicaciones sin profundidad investigativa, como 
editoriales u opiniones, así como trabajos que omiten un tratamiento crítico 
del conflicto jurídico o presentan duplicidad de información. De este modo, 
se garantiza que la base documental mantenga la cohesión necesaria para sus-
tentar las conclusiones académicas y cumpla con el rigor metodológico exigi-
do por los estándares internacionales de revisión. 

En la fase inicial se identificaron 210 registros, de los cuales se eliminaron 
10 duplicados y 3 por falta de correspondencia temática con la protección de 
los recursos biológicos. Posteriormente, la depuración se realizó en función 
de la calidad del contenido y de la pertinencia de los datos presentados. Las 
etapas de revisión de títulos, resúmenes y textos completos condujeron a la 
exclusión de 82 documentos adicionales por incumplimiento de los criterios 
técnicos, por inconsistencias teóricas o por deficiencias metodológicas. La 



 

 

22 

muestra definitiva quedó conformada por 70 estudios, representados en el 
diagrama de flujo PRISMA (Figura 1), que ilustra la disminución progresiva 
de las fuentes analizadas a lo largo del proceso de selección de la evidencia 
científica. 

Las limitaciones identificadas en este trabajo se relacionan con la preemi-
nencia de la literatura en inglés y la restricción a fuentes con revisión por pa-
res, factores que pueden desplazar perspectivas regionales publicadas en otros 
idiomas o conocimientos provenientes de sistemas tradicionales que no em-
plean canales de difusión académica convencionales. El rigor aplicado durante 
la selección de los 70 artículos finales garantiza la veracidad de la revisión y 
sitúa el análisis de la biopiratería en los debates jurídicos actuales, proporcio-
nando una visión técnica que minimiza las distorsiones interpretativas y forta-
lece la base argumental necesaria para comprender la evolución del derecho 
internacional en materia de biodiversidad y propiedad intelectual. 

Figura 1.  

Diagrama de flujo PRISMA del proceso de selección de estudios. 
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El discurso académico sobre la biopiratería ha experimentado una evolu-
ción significativa en la última década, lo cual se evidencia en las variaciones de 
la producción bibliográfica global recopilada en bases de datos científicas in-
terdisciplinarias. La mayoría de los estudios (26) se publicaron antes de 2016, 
lo que indica un interés inicial, motivado por casos de apropiación de recursos 
genéticos, así como por la ratificación del Protocolo de Nagoya en 2014, co-
mo respuesta institucional ante la explotación no autorizada de los conoci-
mientos tradicionales de los pueblos indígenas. 

Entre 2016 y 2018 se observó un descenso relativo en la actividad investi-
gativa, con solo 16 publicaciones en el ámbito jurídico especializado en el 
aprovechamiento de recursos biológicos y en el derecho de propiedad indus-
trial. Esta reducción sugiere un estancamiento temporal en el análisis del fe-
nómeno, en contraste con la intensidad de los debates teóricos de las etapas 
previas del desarrollo normativo internacional y con la consolidación de los 
sistemas nacionales de acceso y distribución de beneficios económicos. 

En 2021, la producción académica experimentó un resurgimiento notable, 
con siete publicaciones relacionadas directamente con las negociaciones del 
Marco Mundial de Biodiversidad posteriores a 2020 y con la búsqueda de 
soluciones operativas para la preservación de los ecosistemas globales. Los 
debates renovados sobre la gobernanza de la biodiversidad impulsaron el inte-
rés en mecanismos de control orientados a mitigar el aprovechamiento ilegí-
timo de componentes biológicos y genéticos, mediante herramientas tecnoló-
gicas avanzadas de rastreo y monitoreo que garantizan la trazabilidad de los 
materiales biológicos. 

Las investigaciones conceptuales mantienen una posición predominante en 
la literatura jurídica actual, representando el mayor volumen de contribucio-
nes identificadas durante todo el periodo analizado en este estudio sobre la 
biopiratería. La continuidad de estos esfuerzos teóricos busca diferenciar la 
biopiratería de categorías como la bioprospección, con el fin de establecer 
límites legales precisos para el acceso a los recursos naturales y garantizar que 
las comunidades locales reciban una compensación justa por el uso de su pa-
trimonio genético ancestral y de sus conocimientos tradicionales, protegidos 
por normas internacionales. 

La atención sostenida a la dimensión dogmática, evidenciada por tres pu-
blicaciones en 2023, confirma la ausencia de consenso al calificar este fenó-
meno en los ordenamientos nacionales y en los tratados internacionales de 
propiedad intelectual. La falta de una definición estandarizada dificulta la con-
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solidación de un sistema de protección que responda eficazmente a las reali-
dades comerciales del mercado global y a la creciente sofisticación de los pro-
cesos de investigación y desarrollo biotecnológico realizados en laboratorios 
de alta tecnología. 

Los estudios sobre los impactos materiales de la biopiratería han mostrado 
un desarrollo esporádico, con 21 publicaciones identificadas, la mayoría de 
ellas en la etapa inicial de la serie histórica, incluyendo 13 textos previos a 
2016 que establecieron las bases de la discusión actual. Esta tendencia sugiere 
que, aunque se reconocen las consecuencias del fenómeno, estas han recibido 
un análisis menos sistemático que el de las discusiones sobre la naturaleza 
jurídica del concepto y la validez de los derechos de exclusividad otorgados 
por el sistema de patentes en economías emergentes de alta diversidad. 

Desde 2021, los sistemas legales y las agendas de políticas públicas han re-
cibido una atención creciente, especialmente tras la evaluación de la imple-
mentación efectiva del Protocolo de Nagoya en contextos regionales con altos 
niveles de biodiversidad endémica y cultural. El aumento de la producción 
académica, con cinco textos en 2021 y dos en 2025, refleja un compromiso 
fortalecido con los desafíos prácticos de la regulación de los recursos genéti-
cos y con la necesidad de adaptar las normas locales a los estándares interna-
cionales de sostenibilidad, equidad social y justicia distributiva. 

Figura 2.  

Tendencias de investigación en el ámbito de la biopiratería. 
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En el ámbito de las dinámicas territoriales, los análisis regionales eviden-
cian una tendencia ascendente desde 2021, lo que indica una comprensión 
técnica más avanzada de las asimetrías geográficas asociadas a la vulnerabili-
dad normativa de los Estados y a su capacidad para gestionar la biodiversidad. 
Sin embargo, las investigaciones centradas en la situación de los pueblos indí-
genas y los estudios de caso específicos siguen siendo escasos, lo que eviden-
cia vacíos relevantes en la documentación empírica sobre los efectos materia-
les de la biopiratería en los entornos locales donde se encuentran los conoci-
mientos tradicionales y los activos genéticos de alto valor. 

La transición analítica de la biopiratería a la bioprospección constituye la 
dimensión menos explorada del fenómeno, ya que solo existen dos publica-
ciones previas a 2018. Esta situación subraya la necesidad de impulsar nuevas 
líneas de investigación orientadas a examinar los cambios en los modelos de 
aprovechamiento biotecnológico. La evolución temporal de la literatura espe-
cializada evidencia un campo en transformación, en el que los trabajos teóri-
cos iniciales han permitido avanzar hacia investigaciones aplicadas sobre las 
dinámicas legales que buscan resolver las tensiones entre la protección de los 
derechos de los pueblos indígenas y las consecuencias ecológicas del acceso 
no autorizado a los recursos. 

B. Revisión previa de la literatura 

i. Fundamentos conceptuales 

La conceptualización de la biopiratería ha experimentado una transformación 
analítica impulsada por debates interdisciplinarios que evidencian discrepan-
cias entre las perspectivas legales, éticas y sociopolíticas contemporáneas. Las 
definiciones iniciales restringieron el fenómeno al patentamiento no autoriza-
do de recursos biológicos o de conocimientos tradicionales (Odek, 2017). Sin 
embargo, la literatura actual destaca las asimetrías de poder en la gobernanza 
global de los recursos naturales, utilizando enfoques críticos para identificar 
disparidades en el acceso y la distribución de los beneficios económicos en los 
circuitos comerciales de las grandes industrias internacionales (Vargas-Chaves, 
2025a). 

El análisis de 27 estudios identifica dimensiones conceptuales predominan-
tes que caracterizan la biopiratería como la apropiación indebida de materiales 
genéticos mediante regímenes de propiedad intelectual, en particular mediante 
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patentes que omiten reconocer el origen de los recursos o el estado de la téc-
nica (Gebru, 2018; Soria-López & Fuentes-Páramo, 2016). Esta perspectiva 
predomina en el discurso de las políticas públicas institucionales. No obstante, 
Breske (2018) cuestiona la reducción del fenómeno a simples infracciones 
técnicas del derecho de patentes, argumentando que este enfoque invisibiliza 
la persistencia de lógicas coloniales que inciden en la gestión internacional de 
los activos biológicos y culturales de naciones con alta diversidad biológica. 

Además, los modelos de explotación ética conceptualizan la biopiratería 
como una forma de violencia económica y epistémica dirigida contra los pue-
blos indígenas, en la que los sistemas de conocimiento tradicionales se mer-
cantilizan sin consentimiento ni reciprocidad (Nagan et al., 2010; Singhal, 
2025). Las investigaciones sobre la extracción de recursos destacan las dimen-
siones racializadas de este proceso, como señalan Aoki (2017) y Press (2022). 
Por su parte, la justicia ecológica incorpora la degradación de la biodiversidad, 
argumentando que el aprovechamiento ilegítimo de los recursos altera los 
ecosistemas al fomentar monocultivos o la sobreexplotación de especies vege-
tales protegidas (Akurugoda, 2013; Cottrell, 2022). 

Tabla 1.  

Resultados de la caracterización según directrices PRISMA de la taxonomía de las defini-
ciones de biopiratería en diversas disciplinas 

Lente Con-
ceptual 

Definición Central Académicos 
Clave 

Limitaciones 

Legal-
Propiedad 

Reclamaciones de propiedad intelec-
tual no autorizadas sobre recursos 

biológicos/conocimientos tradiciona-
les 

(Odek, 2017; 
Soto, 2022) 

Pasa por alto las 
inequidades histó-

ricas 

Ético-
Explotación 

Extracción de riqueza biocultural sin 
un reparto justo de beneficios 

(Breske, 2018; 
Raj & Shree, 

2023) 

Carece de métricas 
operativas 

Justicia 
Ecológica 

Pérdida de biodiversidad impulsada 
por la explotación comercial 

(Cottrell, 2022; 
Singh, 2012) 

Vínculos débiles 
con los mecanis-

mos de propiedad 
intelectual 

El Protocolo de Nagoya buscó establecer una definición híbrida que com-
bina elementos legales y éticos, exigiendo tanto el consentimiento previo y 
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fundamentado como un reparto equitativo de beneficios, según Rabitz (2015). 
Sin embargo, el 63% de las investigaciones analizadas en este estudio critica 
esta formulación normativa, ya que tiende a privilegiar la soberanía estatal por 
encima de la protección de los derechos colectivos de los pueblos indígenas y 
de sus sistemas de autoridad territorial. Esta situación implica la subordina-
ción de la voluntad comunitaria a las demandas de los mercados biotecnológi-
cos internacionales (Girelli, 2017; Tobin, 2014). 

Las dimensiones digitales asociadas a la información digital sobre secuen-
cias desafían las categorías tradicionales del derecho ambiental, ya que permi-
ten formas de aprovechamiento que no requieren el acceso físico a los mate-
riales biológicos originales en los territorios soberanos de las naciones biodi-
versas. Esselma (2026) señala que la biopiratería de datos implica la extracción 
sistemática de información genética sin supervisión jurisdiccional ni mecanis-
mos de control efectivos que garanticen una compensación justa por el uso de 
estos activos intangibles. Este contexto pone en duda la eficacia de los siste-
mas actuales de propiedad industrial frente a la progresiva desmaterialización 
de los recursos naturales (Nehring, 2022). 

El análisis del acaparamiento de tierras en contextos de explotación bioló-
gica permite identificar definiciones específicas vinculadas a realidades empíri-
cas en las que la protección territorial es inseparable de la preservación de los 
conocimientos tradicionales (Goyes & South, 2016). Estas perspectivas, junto 
con la evidencia presentada por Verma et al. (2014) sobre la India y las refle-
xiones de Roy (2023) sobre el desarrollo sostenible, ofrecen datos relevantes 
sobre las consecuencias de la biopiratería en áreas rurales. Sin embargo, la 
falta de una integración teórica amplia en el canon académico convencional 
limita la capacidad de los sistemas normativos para responder a la extracción 
de valor biológico. 

ii. Consecuencias socioeconómicas y ecológicas 

Los efectos de la biopiratería modifican de manera significativa la realidad de 
los pueblos indígenas y la preservación biológica, a través de dinámicas de 
explotación que superan el daño económico inmediato a las comunidades 
locales en distintos contextos geográficos. El análisis detallado de las investi-
gaciones incluidas en este trabajo evidencia la presencia de asimetrías persis-
tentes que afectan la estabilidad de los ecosistemas habitados por estas pobla-
ciones, históricamente vulneradas por intereses corporativos internacionales 
orientados al control absoluto de la materia biológica disponible. 
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La apropiación indebida de recursos genéticos provoca la pérdida de co-
nocimientos tradicionales de los colectivos locales, mediante el uso estratégico 
de los sistemas contemporáneos de propiedad intelectual con alcance global 
en los mercados. Las experiencias documentadas en la India sobre el paten-
tamiento del nim y del arroz basmati por empresas multinacionales demues-
tran la capacidad de las normas vigentes para excluir a las comunidades de su 
acervo biocultural compartido, según los registros analizados (Banerjee, 2019; 
Verma et al., 2014). 

En consecuencia, estas prácticas eliminan la posibilidad de obtener benefi-
cios económicos y refuerzan las disparidades políticas al convertir el conoci-
miento tradicional en mercancía, sin las compensaciones o reconocimientos 
formales necesarios para sus autores. En este contexto, la introducción de la 
berenjena BT, siglas de Bacillus Thuringiensis, en la India evidencia la vulne-
rabilidad de la seguridad alimentaria ante la imposición de cultivos transgéni-
cos protegidos, que reducen la variabilidad de las semillas nativas, como sos-
tiene Abdelgawad (2012). 

Las consecuencias financieras de este fenómeno afectan la estabilidad de 
las naciones con alta diversidad biológica, al intensificar las desigualdades en 
los circuitos comerciales internacionales y en la distribución de los beneficios 
derivados de la explotación. El caso de los países del sur global, vinculado a la 
acumulación de tierras, indica que las instituciones jurídicas favorecen los 
intereses empresariales por encima de los derechos legítimos de los pueblos 
indígenas que resguardan la riqueza natural del país (Goyes & South, 2016). 

La falta de instrumentos jurídicos eficaces para impugnar la titularidad de 
estas patentes perpetúa la marginación socioeconómica de los sectores afecta-
dos, al restringir sus posibilidades de defensa ante los tribunales nacionales 
competentes. Además, esta dinámica de extracción de recursos biológicos 
debilita la cohesión de la identidad comunitaria y altera los procesos de 
transmisión de conocimientos tradicionales entre generaciones que habitan y 
protegen los territorios rurales ancestrales frente al avance del mercado. 

Los estudios realizados en la India y Sri Lanka muestran que la apropiación 
de variedades medicinales y técnicas de cultivo interrumpe de manera irrever-
sible la continuidad de los sistemas de aprendizaje colectivos en los pueblos 
afectados por estas políticas. Las estrategias de comercialización empleadas 
por agentes privados eliminan el valor simbólico de los recursos biológicos, 
transformándolos en objetos de intercambio desprovistos de su raíz antropo-
lógica, según Akurugoda (2013) y Avantika et al. (2015). 
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La conversión tecnológica de los componentes genéticos en formatos de 
información digital sobre secuencias posibilita la explotación de activos bioló-
gicos sin necesidad de contacto directo con la materia prima original conser-
vada por los habitantes. El crecimiento de la llamada biopiratería digital pone 
en riesgo la efectividad de los acuerdos sobre el reparto equitativo de benefi-
cios, al superar las capacidades de control de los regímenes de protección 
vigentes para prevenir abusos corporativos (Nehring, 2022). 

La ausencia de un acuerdo global sobre la normativa aplicable a estos datos 
secuenciales incrementa la vulnerabilidad de los titulares de conocimientos 
tradicionales frente a formas de aprovechamiento tecnológico no autorizadas 
por las autoridades locales. Además, el despojo sistemático de recursos gené-
ticos genera graves impactos ambientales en los territorios de mayor densidad 
biológica, al fomentar prácticas extractivas que ignoran el equilibrio natural 
esencial para la supervivencia de las especies amenazadas (Ariketi, 2012). 

La explotación intensiva de especies como Narcissus tazetta con fines co-
merciales acelera el deterioro del entorno natural y provoca una reducción 
significativa de las poblaciones silvestres en áreas protegidas de alta vulnerabi-
lidad ecológica a nivel mundial. La expansión de monocultivos basados en 
granos protegidos por patentes reduce la variabilidad genética agrícola e in-
crementa los riesgos de aparición de plagas resistentes que amenazan la pro-
ducción de alimentos básicos (Sharma et al., 2018). 

La convergencia entre la apropiación biológica y la crisis climática actual 
complica las estrategias de preservación ambiental, al introducir factores de 
inestabilidad jurídica y ecológica para los Estados soberanos de los países del 
Sur Global. Las metodologías de gestión territorial desarrolladas por las po-
blaciones originarias son apropiadas por agentes externos que emplean la 
terminología de la sostenibilidad para evadir sus responsabilidades legales ante 
las comunidades poseedoras del conocimiento (Cottrell, 2022). 

Tabla 2.  

Resultados de la caracterización según directrices PRISMA de los impactos documentados 
de la biopiratería por regiones 

Categoría de 
Impacto 

Hallazgos Clave Regiones Afecta-
das 

Fuentes 

Desposesión El patentamiento de cultivos 
tradicionales (nim, basmati) priva 

India, Colombia (Banerjee, 2019; 
Goyes & South, 
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Económica a las comunidades de beneficios 2016) 

Erosión Cultu-
ral 

Disminución de la transmisión 
del conocimiento tradicional por 

la comercialización 

India, Sri Lanka (Akurugoda, 
2013; Avantika et 

al., 2015) 

Daño Ecológi-
co 

Sobreexplotación y pérdida de 
hábitat por explotación comer-

cial 

Global (orquídeas, 
plantas medicina-

les) 

(Ariketi, 2012; 
Singh, 2012) 

Biopiratería 
Digital 

El uso no regulado de datos de 
secuencias genéticas elude el 

reparto de beneficios 

Internacional (Nehring, 2022) 

Las investigaciones de Bhattacharya (2014) sobre la seguridad alimentaria 
en la India, el análisis de Amusan (2017) sobre el caso de Hoodia en África y 
el estudio de Smallman (2013) sobre las vacunas en Indonesia proporcionan 
una visión complementaria que confirma las tendencias extractivas identifica-
das a nivel internacional.  

La revisión de estos estudios académicos evidencia que la obtención no 
consentida de materiales biológicos obedece a una lógica de explotación sis-
témica que desatiende las salvaguardas de la soberanía sanitaria y nutricional 
de los Estados del sur global ante las presiones del mercado farmacéutico 
internacional y las dinámicas de acumulación de capital biotecnológico. Por lo 
tanto, el fenómeno analizado constituye una crisis multidimensional que 
compromete tanto la integridad de los ecosistemas como la dignidad de las 
poblaciones humanas, debido a la imposición de regímenes de propiedad inte-
lectual restrictivos que limitan el acceso a los bienes comunes globales.  

La resolución de este conflicto requiere el desarrollo de políticas públicas 
que reconozcan los derechos de los pueblos indígenas y establezcan meca-
nismos de compensación monetaria justa, con el fin de evitar la perpetuación 
del despojo genético, bajo la protección de la normativa comercial vigente en 
el derecho internacional y de los tratados de libre comercio que regulan el 
intercambio de recursos biológicos en el contexto contemporáneo. 

iii. Marcos legales y normativos para combatir la biopiratería 

Los marcos normativos diseñados para combatir la apropiación indebida de 
recursos biológicos han evolucionado a través de tratados internacionales y 
disposiciones nacionales que buscan establecer un control efectivo sobre el 
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patrimonio genético. La literatura especializada analiza estas transformaciones 
legales y sostiene que la regulación de la explotación de conocimientos tradi-
cionales exige una integración técnica que permita superar los desafíos identi-
ficados en la implementación práctica de los regímenes de acceso, que ac-
tualmente determinan las relaciones de poder entre Estados soberanos y enti-
dades corporativas en el mercado biotecnológico internacional. 

El Protocolo de Nagoya constituye el principal instrumento para regular el 
aprovechamiento de los recursos biológicos mediante un sistema de acceso y 
distribución de beneficios, analizado en la literatura bajo la premisa del con-
sentimiento previo (Rabitz, 2015). La efectividad de este tratado internacional 
depende de la capacidad de supervisión de los países en desarrollo, lo que 
genera disparidades entre sistemas como el de Brasil y otros marcos naciona-
les con niveles limitados de observancia jurídica, según investigaciones espe-
cializadas (Hasse et al., 2021; Hodnett, 2021). 

Asimismo, las organizaciones internacionales implementan estrategias téc-
nicas complementarias, como el registro de conocimientos tradicionales pro-
movido por la Organización Mundial de la Propiedad Intelectual, con el obje-
tivo de evitar la concesión de patentes indebidas, según Soria-López y Fuen-
tes-Páramo (2016).  

El Convenio sobre la Diversidad Biológica protege los derechos de los 
pueblos indígenas, como señala Liang (2011); sin embargo, la eficacia de estas 
normas se ve limitada por vacíos legales en el mar territorial, donde la Con-
vención de las Naciones Unidas sobre el Derecho del Mar no establece regu-
laciones específicas contra la explotación no autorizada (Esselma, 2026). 

En India, las medidas de salvaguardia interna emplean la Biblioteca Digital 
de Conocimientos Tradicionales para registrar fórmulas medicinales y preve-
nir la obtención de patentes ilícitas, según estudios del sector (Sharma, 2017). 
Sistemas similares en Perú y Sri Lanka utilizan registros colectivos y regíme-
nes especiales (Akurugoda, 2013; Ruiz, 2012). Sin embargo, la concentración 
de la información puede facilitar el acceso no autorizado a los conocimientos 
protegidos por comunidades locales si no se implementan protocolos estric-
tos de seguridad informática (Nordin et al., 2012). Por ello, la actualización de 
las normas de propiedad industrial en Indonesia e India exige la declaración 
del origen geográfico de los componentes biológicos en cada solicitud de pa-
tente (Boruah & Naz, 2021; Rahmah et al., 2020).  
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En Brasil, las disposiciones legales regulan los acuerdos de compensación 
económica; sin embargo, el análisis normativo revela que los procedimientos 
de concertación técnica suelen excluir a los grupos minoritarios debido a las 
asimetrías en las negociaciones contractuales relativas al uso de la biodiversi-
dad por parte de agentes externos (Hasse et al., 2021). 

Tabla 3. 

Resultados de la caracterización según directrices PRISMA del análisis comparativo de los 
marcos legales contra la biopiratería 

Marco Características Fortalezas Limitaciones Estudios Repre-
sentativos 

Marco Inter-
nacional 

(Protocolo de 
Nagoya) 

Consentimiento 
fundamentado 

previo, reparto de 
beneficios 

Estandarización 
global 

Mecanismos de 
aplicación débi-

les 

(Chiarolla, 2013; 
Rabitz, 2015) 

Protección 
Defensiva 

Digitalización del 
conocimiento 

tradicional 

Evita patentes 
erróneas 

Riesgo de apro-
piación del 

conocimiento 

(Kalbande & 
Suradkar, 2021; 

S. Sharma, 2017) 

Reformas a la 
Ley de Paten-

tes 

Requisitos de 
divulgación de 

origen 

Mejora la traza-
bilidad 

Alcance jurisdic-
cional limitado 

(Kuruk, 2015; 
Soria-López & 

Fuentes-Páramo, 
2016) 

Sistemas Sui 
Generis 

Integración del 
derecho consue-

tudinario 

Respeta la 
gobernanza 

indígena 

Falta de recono-
cimiento inter-

nacional 

(Girelli, 2017; 
Tobin, 2014) 

Las estrategias jurídicas de carácter experimental buscan subsanar las omi-
siones normativas del ordenamiento vigente mediante acuerdos de concesión 
inspirados en la contratación extractiva de minerales, con el objetivo de esta-
blecer obligaciones vinculantes para los usuarios comerciales de material ge-
nético (Kim, 2010). Los tratados de derechos humanos funcionan como ins-
trumentos de protección técnica de los conocimientos de los pueblos indíge-
nas, fundamentados en la Declaración de las Naciones Unidas sobre los De-
rechos de los Pueblos Indígenas, con el fin de establecer un estándar jurídico 
que limite el aprovechamiento patrimonial no autorizado, según analiza Girelli 
(2017). 
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El conflicto entre los sistemas de propiedad industrial y las prerrogativas 
comunitarias se evidencia en las propuestas legislativas de la Unión Europea 
sobre recursos genéticos, que podrían vulnerar la autodeterminación de las 
poblaciones indígenas (Tobin, 2014). La transición hacia un modelo de ob-
tención equitativa de recursos biológicos enfrenta desequilibrios persistentes 
en la capacidad de negociación, lo que favorece a los actores corporativos en 
detrimento de los derechos territoriales y culturales de los grupos étnicos res-
ponsables de la custodia de la biodiversidad en sus territorios ancestrales. 

En este contexto, el establecimiento de regímenes sancionatorios estrictos 
que aseguren el cumplimiento de las disposiciones legales en caso de incum-
plimiento de los contratos de acceso es prioritario, especialmente ante la debi-
lidad de la infraestructura técnica en regiones vulnerables (Scott, 2023; Smith, 
2014). El derecho internacional privado constituye un campo de estudio para 
la resolución de controversias entre jurisdicciones en materia de recursos ge-
néticos, conforme a las observaciones de Chiarolla (2013) sobre la necesidad 
de armonizar los procesos judiciales transfronterizos y de garantizar la protec-
ción efectiva de los intereses colectivos. 

Los sistemas jurídicos diseñados para prevenir la apropiación biológica ile-
gal experimentan una transformación constante que requiere la coordinación 
entre normas locales y globales, a fin de garantizar la participación directa de 
las comunidades originarias en la toma de decisiones sobre su patrimonio. La 
eficacia de las medidas regulatorias actuales depende de reemplazar los discur-
sos abstractos por mecanismos de supervisión técnica que protejan la sobera-
nía de los pueblos sobre sus recursos naturales y prevengan la perpetuación 
de esquemas de explotación que desestiman los aportes históricos de los sis-
temas de conocimiento tradicionales al desarrollo biotecnológico contempo-
ráneo. 

iv. Algunos patrones y variaciones regionales  

Las investigaciones sobre casos documentados de biopiratería evidencian pa-
trones persistentes de explotación y diversas estrategias de resistencia legal en 
distintos contextos geográficos. Estos estudios revelan los mecanismos de 
apropiación indebida y permiten identificar los impactos desproporcionados 
que enfrentan los pueblos indígenas en regiones de alta biodiversidad (Abdel-
gawad, 2012). 
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La biodiversidad del territorio indio ha convertido al país en un blanco re-
currente de prácticas extractivas en los sectores agrícola y de la medicina tra-
dicional. La apropiación del arroz basmati y del árbol de Neem por parte de 
corporaciones multinacionales ejemplifica cómo el régimen de propiedad inte-
lectual privatiza conocimientos preservados durante generaciones (Banerjee, 
2019). 

En este contexto, el caso de la berenjena BT ejemplifica la problemática 
que surge cuando las solicitudes de patente sobre semillas modificadas omiten 
reconocer las prácticas agrícolas indígenas. Esta tendencia también se observa 
en la comercialización de Narcissus tazetta sin acuerdos de participación en 
los beneficios, lo que excluye sistemáticamente a los poseedores de conoci-
mientos tradicionales (Ariketi, 2012). 

En la región amazónica, los incidentes de biopiratería vinculan la explota-
ción económica con el despojo de los significados culturales y espirituales de 
los pueblos indígenas. La mercantilización de la ayahuasca demuestra cómo 
una planta sagrada para prácticas espirituales es transformada para satisfacer la 
demanda de los mercados globales contemporáneos (Press, 2022). 

Como resultado de estas dinámicas, la comunidad Shuar en Ecuador fue 
objeto de la apropiación de sus conocimientos tradicionales de medicina me-
diante colaboraciones de investigación poco transparentes con instituciones 
académicas. Estas acciones evidencian violaciones éticas propias del biocolo-
nialismo, un sistema en el que los valores comunitarios quedan subordinados 
a los intereses comerciales de actores externos (Nagan et al., 2010). 

El pueblo San, en el sur de África, representa un ejemplo de resistencia an-
te la biopiratería tras la privatización no consensuada de la Hoodia gordonii 
por parte de la industria farmacéutica. El conocimiento tradicional sobre las 
propiedades supresoras del apetito de la planta fue defendido jurídicamente, 
lo que derivó en un acuerdo de beneficios (Amusan, 2017). 

Las negociaciones logradas en este proceso histórico evidencian el poten-
cial del activismo para cuestionar la validez de patentes obtenidas sin el con-
sentimiento previo de los titulares originarios. Sin embargo, persisten desequi-
librios de poder que dificultan la implementación efectiva de estos acuerdos 
en las realidades socioeconómicas de las comunidades afectadas (Kapepiso & 
Higgs, 2020). 
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Tabla 4.  

Resultados de la caracterización según directrices PRISMA de algunos casos documentados 
de biopiratería 

Región Estudio de caso Problemas Resultados / 
Lecciones 

Fuentes 

India Berenjena BT 
(Monsanto) 

Patentes de orga-
nismos genética-

mente modificados 
frente a agricultura 

tradicional 

Oposición legal; 
debates sobre 
soberanía de 

semillas 

(Abdelgawad, 
2012; B. 

Sharma et al., 
2018) 

Amazonía Mercantilización 
de la ayahuasca 

Comercialización de 
conocimiento sa-

grado 

Guías éticas lide-
radas por indíge-

nas 

(Press, 2022) 

Ecuador Apropiación de 
conocimiento 

tradicional Shuar 

Violaciones a la 
ética de investiga-

ción 

Llamados a re-
formas de con-
sentimiento pre-
vio e informado 

(Nagan et al., 
2010) 

Sur de 
África 

Patente de Hoo-
dia/Xhoba 

Acuerdos de parti-
cipación en benefi-

cios 

Éxito parcial en la 
implementación 

(Amusan, 
2017; Kapepi-
so & Higgs, 

2020) 

Perú Comisión Nacio-
nal contra la 
Biopiratería 

Estrategias de pro-
tección defensiva 

Modelo para la 
replicación de 

políticas regiona-
les 

(Ruiz, 2012) 

El conflicto entre Indonesia y la Organización Mundial de la Salud en 
torno al virus de la influenza aviar evidenció tensiones sobre la soberanía en 
materia de vacunas durante crisis sanitarias. El intercambio de información 
genética, sin garantías de acceso equitativo a los productos resultantes, suscitó 
cuestionamientos sobre la explotación de datos biomédicos en el ámbito in-
ternacional (Smallman, 2013). 

La utilización de material genético palestino por parte del Instituto Forense 
de Israel, sin el consentimiento de los afectados, ilustra la convergencia entre 
la biopiratería y los conflictos geopolíticos persistentes. Estos casos demues-
tran que la apropiación indebida trasciende los materiales biológicos tangibles 
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e incluye dimensiones digitales y forenses que los marcos legales actuales no 
regulan con precisión (Scheper-Hughes, 2011). 

Ante este contexto, la literatura académica propone ampliar el discurso ju-
rídico para incorporar las nuevas formas de extracción de información bioló-
gica y genética. Los estudios de Barker (2019) examinan las representaciones 
de la biopiratería en la narrativa de ficción, mientras que otras investigaciones 
abordan la explotación en contextos forenses como una modalidad de despo-
jo sistemático. 

El análisis de los casos documentados indica que la biopiratería es una 
práctica determinada por desigualdades históricas, vacíos normativos y el po-
der de las empresas multinacionales de los sectores farmacéutico, agroindus-
trial y biotecnológico. La naturaleza de este fenómeno está estrechamente 
vinculada al contexto político y económico en el que se llevan a cabo las acti-
vidades de acceso a los recursos genéticos (Scheper-Hughes, 2011). 

En consecuencia, las respuestas estatales varían considerablemente, desde 
estrategias defensivas implementadas en India hasta la creación de institucio-
nes especializadas para la prevención en Perú. La falta de estándares globales 
vinculantes permite que la apropiación indebida continúe, a pesar de los es-
fuerzos regionales por proteger el patrimonio biocultural (Barker, 2019). 

La transición hacia modelos de bioprospección ética exige corregir las dis-
paridades en las capacidades de negociación entre los Estados y las empresas. 
El desarrollo de esquemas de gobernanza inclusivos se presenta como la única 
vía para garantizar que la investigación científica respete la soberanía de los 
poseedores de la diversidad biológica (Smallman, 2013). 

v. Biopiratería y pueblos indígenas 

La relación jurídica entre la biopiratería y las poblaciones indígenas constituye 
una de las dimensiones con mayores implicaciones éticas, dado el papel de 
estos grupos como custodios históricos de la biodiversidad. Estas comunida-
des han desarrollado sistemas de conocimiento tradicional a lo largo de múlti-
ples generaciones y experimentan el impacto de la explotación de sus recursos 
biológicos, mientras reciben retribuciones mínimas por la comercialización 
industrial de dichos activos (Kapepiso & Higgs, 2020). 

Las poblaciones indígenas presentan una vulnerabilidad acentuada ante es-
tas prácticas extractivas debido a su dependencia directa de los bienes natura-
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les y a la falta de una protección legal efectiva de sus conocimientos tradicio-
nales. La apropiación indebida de estos conocimientos ocurre mediante di-
námicas de poder asimétricas, en las que las corporaciones extraen informa-
ción sin el consentimiento previo ni la compensación que exige el derecho 
internacional en estos casos (Nagan et al., 2010). 

El caso del pueblo San, en relación con las propiedades de la planta Hoo-
dia gordonii, ejemplifica cómo las empresas farmacéuticas obtienen patentes y 
beneficios económicos sin que la población originaria reciba las ganancias 
derivadas de su conocimiento. Este fenómeno también se observa en la Ama-
zonía, donde el conocimiento Shuar sobre plantas medicinales ha sido siste-
máticamente procesado sin reconocimiento ni remuneración que respete la 
soberanía cultural de los grupos afectados (Nagan et al., 2010). 

La mercantilización de los conocimientos tradicionales debilita la autono-
mía de los pueblos al convertir elementos sagrados en mercancías dentro de 
un sistema que no reconoce el conocimiento tradicional como parte del esta-
do de la técnica. Según Singhal (2025), el patentamiento de la cúrcuma y el 
neem en la India evidenció las limitaciones de los sistemas occidentales para 
proteger los recursos biológicos de las comunidades marginadas frente a los 
intereses comerciales. 

Como resultado de estas omisiones normativas, el procedimiento para re-
vocar dichos registros resulta oneroso y prolongado, lo que impone una carga 
desproporcionada a los colectivos que buscan proteger su patrimonio frente a 
la apropiación corporativa. Los mecanismos de protección defensiva buscan 
contrarrestar esta tendencia mediante la elaboración de inventarios técnicos 
que impidan la concesión de derechos exclusivos sobre conocimientos tradi-
cionales preexistentes del dominio público indígena (Sharma, 2017). 

Las bibliotecas digitales registran el conocimiento tradicional en formatos 
accesibles para los examinadores de patentes, con el objetivo de rechazar soli-
citudes que carecen de novedad u originalidad en el sistema global de propie-
dad intelectual. Sin embargo, Scott (2023) advierte que esta práctica puede 
exponer información sensible a una mayor explotación al facilitar el acceso a 
datos que antes permanecían bajo el control y la reserva de los colectivos tra-
dicionales. 

La resistencia de base complementa estas herramientas institucionales me-
diante la movilización legal y la negociación de acuerdos de participación en 
los beneficios, con el fin de restituir la voz a los titulares originales de los re-
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cursos. La Comisión Nacional para la Prevención de la Biopiratería en Perú 
supervisa las solicitudes de patentes globales para identificar e impugnar cual-
quier intento de apropiación de la biodiversidad nacional (Ruiz, 2012). 

En este contexto, las iniciativas institucionales evidencian que la integra-
ción de estrategias legales y el liderazgo comunitario facilitan la recuperación 
del control sobre los recursos biológicos frente a las presiones del mercado 
internacional. El fortalecimiento de estos sistemas de defensa constituye el 
principal mecanismo para garantizar que el conocimiento tradicional sea res-
petado y protegido contra la explotación no autorizada por agentes externos. 

Tabla 5.  

Resultados de la caracterización según directrices PRISMA de algunas respuestas indígenas 
a la biopiratería: ejemplos de casos 

Comunidad 
/ Región 

Caso de biopira-
tería 

Estrategia de 
resistencia 

Resultado / Lec-
ciones 

Fuentes 

Pueblo San 
(sur de Áfri-

ca) 

Patente de Hoo-
dia/Xhoba 

Negociaciones 
de participación 

en beneficios 

Éxito parcial; 
desafíos en la 

implementación 

(Kapepiso 
& Higgs, 

2020; Amu-
san, 2017) 

Shuar 
(Ecuador) 

Apropiación de 
conocimientos 

tradicionales sobre 
plantas medicinales 

Defensa de 
reformas en la 
ética de investi-

gación 

Se resaltó la nece-
sidad del consen-
timiento previo e 

informado 

(Nagan et 
al., 2010) 

India Patentes de neem y 
cúrcuma 

Desafíos legales 
y creación de la 
protección de-

fensiva 

Patentes revoca-
das, pero persisten 
problemas sistémi-

cos 

(Singhal, 
2025; S. 
Sharma, 
2017) 

Perú Monitoreo nacio-
nal de biopiratería 

Vigilancia defen-
siva de patentes 

Modelo para la 
replicación de 

políticas regionales 

(Ruiz, 2012) 

Los instrumentos internacionales, como el Protocolo de Nagoya y la De-
claración de las Naciones Unidas sobre los Derechos de los Pueblos Indíge-
nas, buscan corregir desigualdades históricas mediante el requisito de consen-
timiento previo, libre e informado, así como la distribución equitativa de los 
beneficios derivados del uso de los recursos.  
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Sin embargo, estos marcos jurídicos enfrentan obstáculos significativos en 
su implementación debido a la debilidad de los mecanismos de supervisión y 
la limitada participación de los pueblos indígenas en la formulación de políti-
cas. Esta problemática se agrava cuando la normativa internacional delega la 
aplicación en los estados nacionales sin garantizar que el derecho interno re-
conozca efectivamente las prerrogativas de las comunidades involucradas 
(Liang, 2011; Mackey & Liang, 2012). 

La manipulación de información sobre secuencias genéticas sin autoriza-
ción previa representa un avance tecnológico que modifica las dinámicas de 
apropiación indebida, ya que elimina la necesidad de acceder físicamente a los 
especímenes biológicos originales custodiados por las poblaciones indígenas. 
Los representantes de estas comunidades sostienen que esta modalidad digital 
facilita la evasión de las regulaciones vigentes y evidencia la insuficiencia de 
los marcos legales actuales frente a los avances en biotecnología. Esta situa-
ción exige desarrollar respuestas normativas flexibles en los foros internacio-
nales para gestionar la información digital sobre secuencias, dado que no exis-
te consenso global sobre su naturaleza jurídica (Nehring, 2022). 

Cottrell (2022) analiza la relevancia del conocimiento tradicional en las es-
trategias globales para enfrentar el cambio climático, mientras que Andrews 
(2012) examina los efectos de la biopiratería agrícola sobre los productores 
rurales y sus medios de vida. La marginación sistémica de los pueblos indíge-
nas coexiste con una notable resiliencia, lo que impulsa propuestas de mode-
los de gobernanza más equitativos. Estos hallazgos evidencian que la protec-
ción de los recursos genéticos y los conocimientos tradicionales requiere una 
transformación estructural que reconozca la voz de las poblaciones en la ges-
tión soberana de su patrimonio biológico. 

vi. Disparidades geográficas y respuestas regulatorias  

Las manifestaciones de la biopiratería presentan características particulares en 
cada región geográfica, ya que tanto la intensidad de la diversidad biológica 
como los antecedentes históricos influyen en la implementación de los regí-
menes jurídicos vigentes (Boruah & Naz, 2021; Goyes & South, 2016; Neh-
ring, 2022). Los estudios revisados proporcionan un análisis empírico que 
facilita la identificación de los métodos de explotación territorial y la evalua-
ción de la eficacia de las respuestas normativas orientadas a frenar la apropia-
ción de recursos genéticos y de conocimientos tradicionales. 
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La abundancia botánica y los sistemas médicos tradicionales de la India 
han convertido a este país en un objetivo prioritario para la extracción no 
autorizada en los sectores agrícola y farmacéutico. Casos documentados de 
uso ilegítimo, como los del arroz basmati, el árbol de neem y la cúrcuma, evi-
dencian la vulnerabilidad de las variedades locales ante registros de propiedad 
industrial que no reconocen el origen comunitario de estos recursos. 

El caso de la berenjena BT ejemplifica las estrategias empresariales para 
registrar variantes de cultivos locales mediante técnicas de modificación bio-
lógica que buscan evadir las restricciones impuestas por la legislación nacional 
(Abdelgawad, 2012). Los litigios derivados pusieron de manifiesto las limita-
ciones de la Ley de Protección de Variedades Vegetales y Derechos de los 
Agricultores de 2001, lo que llevó a los tribunales a reconsiderar la protección 
del patrimonio genético de los productores locales. 

La situación documentada por Akurugoda (2013) en Sri Lanka demuestra 
que la ausencia de inventarios oficiales y la aplicación de normas de propiedad 
industrial con estándares de protección insuficientes exponen a las plantas 
medicinales a la explotación externa. Las disparidades en la capacidad jurídica 
regional se evidencian en que, mientras algunos países disponen de organis-
mos de vigilancia técnica, otros carecen de los recursos financieros necesarios 
para monitorear las patentes extranjeras. 

En Colombia, la relación entre la apropiación de tierras y la extracción de 
la biodiversidad se evidencia en mecanismos que convierten territorios ances-
trales en áreas de explotación privada con fines comerciales. Los colectivos 
sociales han respondido a este proceso de mercantilización exigiendo el con-
trol sobre sus recursos genéticos frente a un sistema judicial que tiende a legi-
timar la legalidad formal de los procesos de acaparamiento (Gutiérrez Esco-
bar, 2011). 

La Ley de Biodiversidad de 2015 en Brasil instituyó un sistema de distribu-
ción de beneficios basado en acuerdos contractuales; sin embargo, la excesiva 
burocracia limita la participación efectiva de las pequeñas comunidades rura-
les (Hasse et al., 2021). Por su parte, las agrupaciones Shuar en la región ama-
zónica han implementado protocolos internos que exigen la autorización de 
las asambleas locales para cualquier actividad de investigación, estableciendo 
así un sistema de vigilancia desde la base comunitaria (Nagan et al., 2010). 

La Comisión Nacional para la Prevención de la Biopiratería de Perú em-
plea la vigilancia continua de las oficinas de propiedad intelectual y la gestión 
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diplomática para invalidar derechos obtenidos de manera ilegítima. Ruiz 
(2012) argumenta que este enfoque proactivo garantiza la defensa de los re-
cursos naturales mediante una estrategia técnica que enfrenta directamente las 
solicitudes de exclusividad económica presentadas ante organismos interna-
cionales por parte de empresas biotecnológicas. 

La implementación del Protocolo de Nagoya en Angola enfrenta limita-
ciones institucionales que dejan a los especialistas en medicina tradicional 
desprotegidos frente a las actividades de corporaciones farmacéuticas extran-
jeras. Amusan (2017) y Muizu (2026) indican que la falta de infraestructuras 
para el monitoreo biológico y la ausencia de catálogos de recursos genéticos 
facilitan el traslado no supervisado de materiales biológicos a laboratorios de 
investigación en países desarrollados. 

Tabla 6.  

Resultados de la caracterización según directrices PRISMA de algunos patrones regionales 
de biopiratería y contramedidas 

Región Vulnerabilida-
des 

Casos Respuestas Efectividad Fuentes 

Asia del 
Sur 

Conocimiento 
tradicional agrí-
cola, sistemas de 
patentes débiles 

Berenjena BT, 
arroz basmati 

Protección 
Defensiva, 
leyes sui 
generis 

Mixta: bloquea 
patentes pero 

centraliza 
datos 

(Abdelga-
wad, 2012; 
Boruah & 
Naz, 2021) 

Améri-
ca 

Latina 

Conflictos de 
derechos de 

tierra, biocolo-
nialismo 

Conocimiento 
tradicional 

Shuar, biodi-
versidad pe-

ruana 

Protocolos 
comunita-
rios, comi-
siones na-
cionales 

Fuerte resisten-
cia local, 

cumplimiento 
desigual 

(Nagan et al., 
2010; Ruiz, 

2012) 

África Déficits en parti-
cipación de 
beneficios 

Hoo-
dia/Xhoba, 
medicinas 
angoleñas 

Adopción 
del Proto-

colo de 
Nagoya 

Capacidad de 
implementa-
ción limitada 

(Amusan, 
2017; 

Muizu, 
2026) 

Asia 
Orien-
tal / 

Sudes-
te 

Biopiratería 
digital, soberanía 

de vacunas 

Gripe aviar 
Indonesia, 
Medicina 

Tradicional 
China 

Requisitos de 
divulgación, 
gobernanza 

de ISD 

Marcos emer-
gentes aún no 

probados 

(Smallman, 
2013; 

WANG et 
al., 2014) 
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Las estrategias adoptadas por China para frenar la extracción ilegítima de 
recursos biológicos otorgan prioridad a la gestión de la información digital 
sobre secuencias, lo que promueve acuerdos multilaterales orientados a su-
pervisar la circulación global de datos genéticos (Wang et al., 2014). El análisis 
de las decisiones estatales indica que la soberanía sobre las muestras virales 
constituye un punto de conflicto jurídico, como lo evidencia la controversia 
entre Indonesia y la Organización Mundial de la Salud en torno a la titularidad 
de los patógenos requeridos para la producción de vacunas en los sistemas 
internacionales de acceso (Smallman, 2013). 

La protección de los recursos genéticos marinos ubicados en áreas fuera de 
la jurisdicción nacional evidencia la falta de una regulación efectiva, lo que 
permite el control exclusivo de las empresas biotecnológicas sobre organis-
mos de las profundidades oceánicas (Esselma, 2026). Un análisis detallado de 
las iniciativas de bioprospección en el Caribe destaca los esfuerzos por equili-
brar los intereses comerciales con los derechos de las comunidades locales, 
aunque la desigualdad en las capacidades de negociación y en los recursos 
económicos perpetúa una distribución inequitativa de las ganancias (Mitchell 
et al., 2023). 

En este contexto, las investigaciones de Roy (2023) analizan cómo la apro-
piación de recursos biológicos incide en el cumplimiento de metas de sosteni-
bilidad global, sin considerar las particularidades territoriales, y ofrecen una 
perspectiva técnica sobre las consecuencias sistémicas de estas prácticas co-
merciales. El trabajo de Andrews (2012) complementa este análisis al sistema-
tizar las tendencias de la biopiratería agrícola e identificar cómo la protección 
de las variedades vegetales mediante la propiedad industrial afecta la seguridad 
alimentaria y la autonomía de los pequeños productores (Ramírez & Rojas, 
2018). 

El análisis de la distribución geográfica de estos eventos indica que el fe-
nómeno responde a las debilidades normativas específicas de cada región, 
manifestándose como deficiencias en los registros de propiedad industrial en 
Asia, dificultades en la distribución de excedentes en África y disputas territo-
riales en los Estados latinoamericanos. Desde nuestra óptica, para mitigar este 
conflicto, se requiere la formulación de políticas públicas diferenciadas que 
prioricen la participación de las poblaciones originarias y subsanen las omi-
siones legislativas que permiten el traslado transfronterizo de activos genéti-
cos sin la supervisión adecuada por parte del Estado de origen. 
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vii. Biopiratería y bioprospección 

El tránsito conceptual de la biopiratería a la bioprospección representa un 
intento de armonizar la explotación comercial de los recursos genéticos con 
los estándares internacionales de justicia y de preservación ambiental. Este 
cambio en la terminología técnica implica la adopción de un marco normativo 
regulado para el uso de activos biológicos y de conocimientos tradicionales 
asociados. Sin embargo, la implementación efectiva de estos procesos enfren-
ta obstáculos sustantivos que requieren una revisión exhaustiva de las reglas 
de acceso vigentes para prevenir la apropiación indebida de componentes 
genéticos. 

La literatura especializada señala que los sistemas de aprovechamiento bio-
tecnológico presentan dificultades para corregir las asimetrías de poder histó-
ricas en la apropiación no consentida de recursos naturales en regiones de alta 
biodiversidad. Según Fredriksson (2017), la distinción teórica entre biopirate-
ría y bioprospección se basa estrictamente en el cumplimiento de formalida-
des procesales y en la obtención de permisos administrativos específicos. Este 
enfoque reemplaza la evaluación de los beneficios materiales obtenidos por 
las poblaciones proveedoras durante la negociación de contratos de transfe-
rencia tecnológica. 

En este contexto, la aplicación de los estándares del Protocolo de Nagoya 
sobre consentimiento previo e informado busca facilitar la transición norma-
tiva mediante la creación de esquemas de distribución de beneficios. Sin em-
bargo, su implementación presenta disparidades significativas entre las legisla-
ciones nacionales analizadas.  El análisis de los mecanismos contractuales en 
Brasil muestra que los pueblos indígenas no cuentan con herramientas legales 
suficientes para negociar en condiciones de igualdad (Hasse et al., 2021; Amu-
san, 2017). 

Tabla 7.  

Resultados de la caracterización según directrices PRISMA de las dimensiones clave de la transición de la 
biopiratería a la bioprospección 

Dimensión Características 
de la biopiratería 

Ideales de la 
bioprospección 

Vacíos de imple-
mentación 

Fuentes 

Base legal Reclamaciones 
de propiedad 
intelectual no 

Acuerdos de acce-
so y participación 

en beneficios, 
leyes de divulga-

Mecanismos de 
cumplimiento débi-

les 

(Fredriksson, 
2017; Liang, 

2011) 
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autorizadas ción 

Marco 
ético 

Extracción ex-
plotadora 

Consentimiento 
previo e informa-

do 

Asimetrías de poder 
en las negociaciones 

(Nagan et al., 
2010; Amu-
san, 2017) 

Modelo 
económico 

Maximización de 
beneficios cor-

porativos 

Participación 
equitativa en los 

beneficios 

Ganancias comuni-
tarias despropor-

cionadas 

(Hasse et al., 
2021; Ruiz, 

2012) 

Además, la transición hacia modelos de aprovechamiento ético enfrenta 
desafíos asociados al procesamiento de información digital sobre secuencias, 
lo que permite eludir las regulaciones de acceso físico mediante la denomina-
da ‘biopiratería 2.0’ (Nehring, 2022). La consolidación de este fenómeno debi-
lita los marcos regulatorios basados en la tangibilidad de los materiales bioló-
gicos establecidos en el Protocolo de Nagoya y exige la creación de sistemas 
de gobernanza que regulen la desmaterialización de los activos genéticos para 
asegurar la efectividad de los controles soberanos. 

La incorporación de los recursos genéticos marinos en las discusiones so-
bre bioprospección complica el marco jurídico debido a las ambigüedades 
jurisdiccionales presentes en aguas internacionales, un aspecto analizado por 
estudios como los de Mitchell et al. (2023) y Wang et al. (2014), que examinan 
los modelos regionales del Caribe y de China (Esselma, 2026). Estas investi-
gaciones evidencian que la consecución del ideal normativo propuesto exige 
superar las desigualdades estructurales en la gestión global de los recursos, 
priorizando una coordinación internacional que aborde las omisiones técnicas 
que permiten la apropiación ilegítima de la biodiversidad. 

C. Análisis sistemático de los hallazgos 

La revisión de la literatura especializada evidencia que las percepciones sobre 
la biopiratería trascienden el análisis de casos individuales, al confirmar la exis-
tencia de asimetrías de poder sistémicas en la explotación de recursos genéti-
cos y conocimientos tradicionales. El análisis normativo indica que el sistema 
legal no protege adecuadamente a los pueblos indígenas ni su patrimonio bio-
cultural, ya que se priorizan los procedimientos administrativos por encima de 
la justicia transformadora en las regiones biodiversas del hemisferio sur. Esta 
situación genera una vulnerabilidad jurídica persistente para los poseedores 
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originarios de la biodiversidad y de los conocimientos tradicionales asociados 
a la tierra. 

El análisis de las decisiones jurídicas revela una discrepancia entre las defi-
niciones de biopiratería y su implementación en la política pública internacio-
nal, donde predominan los acuerdos de propiedad comercial por encima de la 
justicia ecológica solicitada por las comunidades. Liang (2011) y Rabitz (2015) 
argumentan que esta desconexión indica que las políticas actuales abordan los 
síntomas en lugar de las causas estructurales de la inequidad, marginando los 
sistemas de gobernanza local y priorizando la soberanía estatal sobre los dere-
chos de las comunidades originarias que resguardan el conocimiento tradicio-
nal frente a la presión de los mercados globales (Tobin, 2014). 

La literatura que cuestiona los modelos convencionales de propiedad inte-
lectual destaca la necesidad de transformar el sistema legal para que el cono-
cimiento tradicional sea reconocido como un sistema dinámico y no como un 
antecedente técnico secundario (Nagan et al., 2010). El análisis de casos, co-
mo la Ley de Biodiversidad de Brasil, demuestra que la distribución de benefi-
cios requiere mecanismos de negociación equitativos, especialmente ante la 
extracción de secuencias genéticas digitales no reguladas por regulaciones 
basadas en materiales físicos. Esto obliga a reconsiderar el alcance de las nor-
mas nacionales para prevenir la apropiación indebida de información biológi-
ca almacenada en bases de datos (Amusan, 2017; Hasse et al., 2021; Nehring, 
2022). 

Entre las limitaciones de esta revisión se encuentran el predominio de tex-
tos en inglés y el enfoque en fuentes académicas revisadas por pares, lo que 
excluye conocimientos tradicionales y documentos de organizaciones sociales 
con análisis técnico. El periodo analizado, de 2010 a 2023, abarca los desarro-
llos posteriores al Protocolo de Nagoya. Sin embargo, estos hallazgos no ago-
tan la complejidad histórica de la apropiación internacional de recursos natu-
rales ni pretenden establecer una verdad absoluta sobre el fenómeno en las 
distintas regiones afectadas por el extractivismo biológico y cultural. 

Como conclusión preliminar de esta primera revisión de la literatura, se 
sostiene que la investigación futura debe incluir estudios longitudinales que 
evalúen los efectos reales de la participación en beneficios y las consecuencias 
ecológicas de la biopiratería en el contexto de la crisis ambiental global que 
afecta a los ecosistemas naturales (Cottrell, 2022). Además, un análisis compa-
rativo de las normas nacionales facilitaría la vinculación entre el derecho con-
suetudinario y los estándares internacionales, mediante herramientas técnicas 
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para rastrear los flujos de datos genéticos a través de distintas jurisdicciones. 
Esto permitiría asegurar la protección de la biodiversidad de manera efectiva y 
coordinada entre los diversos actores sociales responsables de la gestión del 
patrimonio natural. 

La conversión de la biopiratería en bioprospección constituye un objetivo 
académico que enfrenta la persistencia de desequilibrios de poder en los pro-
cesos de investigación y comercialización de recursos biológicos en el merca-
do internacional. Fredriksson (2017) sostiene que la falta de reformas que 
otorguen soberanía a los pueblos indígenas convierte los modelos de aprove-
chamiento ético en una justificación retórica para mantener dinámicas de ex-
plotación que afectan la integridad de los ecosistemas locales y globales, per-
petuando la desigualdad en la distribución de la riqueza biológica que pertene-
ce originalmente a las comunidades que han conservado el medio ambiente. 

Estos hallazgos requieren una reorientación en la valoración de los recur-
sos genéticos, lo que promueve una transición del intercambio comercial ha-
cia modelos que protejan la resiliencia climática de las naciones en desarrollo 
(Girelli, 2017). Las futuras intervenciones deben integrar dimensiones legales 
y ecológicas para asegurar la supervivencia de los ecosistemas, evitando que 
las disputas sobre propiedad intelectual desconozcan la relación entre el pa-
trimonio cultural y la diversidad biológica necesaria para la estabilidad planeta-
ria. Esto garantizaría un enfoque de justicia social sostenible para las genera-
ciones futuras que dependen de la integridad del sistema natural. 

D. Hoja de ruta 

El primer capítulo presenta los fundamentos conceptuales de la biopiratería y 
de los recursos genéticos y traza la evolución histórica de este fenómeno des-
de el saqueo colonial físico hasta la expropiación jurídica contemporánea. 
Mediante un análisis crítico, se examina cómo el principio de soberanía estatal 
sobre la biodiversidad pretende limitar el impacto del agronegocio en las lla-
nuras tropicales, y se detallan las tensiones entre el sistema internacional de 
patentes y las reivindicaciones de las comunidades campesinas e indígenas que 
buscan proteger la integridad de su patrimonio inmaterial. 

El segundo capítulo analiza la transición teórica hacia la bioprospección y 
muestra cómo esta práctica, aunque respaldada institucionalmente, a menudo 
funciona como un mecanismo de apropiación corporativa. Se examinan los 
mecanismos de exploración biológica utilizados por la industria farmacéutica, 
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destacando el uso desregulado de tecnologías de secuenciación de nueva ge-
neración para eludir los marcos regulatorios. Además, se expone el greenwa-
shing y el aprovechamiento de jurisdicciones laxas para consolidar la apropia-
ción epistémica mediante discursos de filantropía y de sustentabilidad. 

El tercer apartado examina las complejidades doctrinales que fundamentan 
la propiedad intelectual aplicada a productos y procedimientos relacionados 
con la vida biológica. Se presenta un análisis legal detallado de los sistemas de 
exclusividad, incluidos los sistemas de patentes de uso secundario y los certifi-
cados de obtención vegetal de la Unión Internacional para las Obtenciones 
Vegetales (UPOV), instrumentos que con frecuencia entran en conflicto con 
la soberanía alimentaria local. Asimismo, se cuestiona la justificación legal del 
aislamiento químico como invención válida y se destacan las asimetrías gene-
radas por las regulaciones internacionales sobre el comercio de recursos fito-
genéticos nativos. 

El cuarto capítulo describe el marco regulatorio internacional y comunita-
rio andino establecido para regular el acceso, supervisar los contratos y de-
terminar el reparto de beneficios. Se examina el papel del Protocolo de Nago-
ya y de las normativas en la imposición de obligaciones de trazabilidad, en 
especial mediante la emisión virtual del certificado de cumplimiento interna-
cional. Además, se identifican las deficiencias operativas y tecnológicas que 
enfrentan las dependencias aduaneras del sur geográfico para controlar el flu-
jo ilícito de códigos genéticos a través de fronteras vulnerables. 

El quinto segmento del libro analiza la naturaleza jurídica, las cláusulas 
obligatorias y el alcance coercitivo de los contratos de acceso a los recursos 
genéticos, considerándolos el principal mecanismo administrativo frente al 
biocomercio irregular. Se enfatizan el diseño de salvaguardias biológicas y los 
modelos de negociación económica orientados a garantizar retornos equitati-
vos para los Estados administradores. El análisis distingue entre la transferen-
cia tecnológica genuina, que promueve la democratización del conocimiento, 
y la imposición de compromisos simbólicos que perpetúan el subdesarrollo de 
las naciones proveedoras. 

El sexto capítulo se centra en la dimensión ética y procedimental del con-
sentimiento libre, previo e informado como elemento de la bioprospección 
legítima. Se examinan las diferencias entre el requisito consultivo y la obten-
ción de un acuerdo vinculante, y se resalta la importancia de los protocolos 
bioculturales como derecho propio. Asimismo, se analizan las deficiencias en 
los procesos de consentimiento, incluyendo estrategias de división comunita-
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ria, ocultamiento de finalidades lucrativas y la imposición de plazos corporati-
vos frente a los tiempos de deliberación indígena. 

El séptimo capítulo plantea la necesidad de reconfigurar la función social y 
ecológica de la propiedad intelectual como instrumento jurisprudencial para 
enfrentar la biopiratería estructural. Se desarrolla el concepto de constitución 
ecológica, que exige que la validación de los monopolios privados esté condi-
cionada al respeto de los derechos humanos y a la estabilidad ecosistémica.  

El octavo apartado amplía el análisis hacia el derecho marcario, evaluando 
cómo las marcas y las denominaciones de origen pueden facilitar la apropia-
ción de símbolos ancestrales. Se examina la mercantilización de las lenguas 
nativas promovida por el capitalismo cognitivo y se advierte sobre las barreras 
económicas y burocráticas que excluyen a los agricultores de los beneficios de 
sus propias indicaciones geográficas. Como medida de mitigación, se analizan 
las garantías que ofrecen los sellos de biocomercio ético bajo una gobernanza 
territorial y comunitaria. 

El noveno capítulo examina las dificultades procesales del litigio en el ám-
bito del derecho internacional y analiza la consolidación de estrategias de res-
titución lideradas por los pueblos indígenas. A través de estudios de caso co-
mo la maca, la ayahuasca y el frijol enola, se ilustra la asimetría en la reclama-
ción de derechos colectivos ante tribunales anglosajones y europeos. La con-
clusión resalta el papel de los juristas indígenas en la introducción del plura-
lismo jurídico en las cortes, así como la importancia de recurrir al Sistema 
Interamericano de Derechos Humanos para lograr una reparación biocultural. 
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Capítulo 1. Biopiratería y recursos genéticos 

 

1.1. Conceptualización 

1.1.1. Evolución histórica del término y su alcance jurídico contempo-
ráneo 

La consolidación teórica de la biopiratería como fenómeno, entendida como 
la sustracción indebida de la biodiversidad, surge como respuesta a la extrac-
ción sistemática de materiales fisiológicos y de conocimientos tradicionales 
etnobotánicos acumulados por los pueblos indígenas en sus territorios (Ef-
ferth et al., 2016). Las empresas del sector farmacéutico y biotecnológico de 
los países desarrollados monopolizan compuestos medicinales y variedades 
agronómicas mediante patentes, estableciendo un sistema asimétrico que 
permite la apropiación de recursos genéticos soberanos sin compensación 
económica ni reconocimiento intelectual a las comunidades custodias de la 
biodiversidad tropical (Shiva, 1999). 

En este mismo contexto, la evolución del Derecho comercial internacional 
ha impuesto mandatos restrictivos que obligan a los países en desarrollo a 
proteger invenciones biotecnológicas corporativas, sin considerar los orígenes 
ilícitos de las cepas germoplásmicas empleadas (Robinson, 2010). El Acuerdo 
sobre los Aspectos de los Derechos de Propiedad Intelectual Relacionados 
con el Comercio (Acuerdo sobre los ADPIC) permite a los Estados denegar 
la titularidad sobre plantas o animales en su artículo 27, pero exige la creación 
de normativas internas estrictas para salvaguardar las obtenciones vegetales 
modificadas por laboratorios de potencias agroindustriales. 

El avance de las negociaciones intergubernamentales ha impulsado una re-
visión de las normas de patentamiento para mitigar la expropiación jurídica de 
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las innovaciones biológicas generadas colectivamente por agricultores y sana-
dores tradicionales de territorios del sur global. Dutfield (2001) sostiene que 
los regímenes de exclusividad afectan gravemente a las economías locales del 
sur global al imponer modelos occidentales de mercantilización de la botáni-
ca, suprimiendo los derechos consuetudinarios de los pueblos nativos sobre 
su conocimiento tradicional y facilitando la privatización de semillas esencia-
les para la subsistencia. 

Como respuesta, los delegados diplomáticos de países con alta biodiversi-
dad promovieron litigios y acciones en el ámbito internacional para introducir 
cláusulas obligatorias de divulgación geográfica en las solicitudes de propiedad 
intelectual procesadas por oficinas examinadoras de patentes de invenciones 
químicas sintéticas. Como resultado, este esfuerzo culminó con la aprobación 
del Tratado de la Organización Mundial de la Propiedad Intelectual sobre 
Propiedad Intelectual, Recursos Genéticos y Conocimientos Tradicionales 
Asociados (WIPO/GRATK) de 2024, que, en su artículo 3, establece la obli-
gación de declarar la procedencia territorial del material biológico e identificar 
a los grupos étnicos proveedores de información medicinal. 

Al mismo tiempo, los intentos recientes de algunos Estados buscan subsa-
nar los vacíos punitivos del sistema de comercio internacional, impidiendo 
que las grandes empresas farmacéuticas registren invenciones sin un nivel 
inventivo auténtico y verificable, como en el caso de la India, de algunos paí-
ses africanos y de los Estados miembros de la Comunidad Andina (Chen, 
2006; Dwyer, 2008). Robinson (2010) documenta que los expedientes judicia-
les registran numerosos casos de bioprospección irregular, en los que empre-
sas del sector farmacéutico y biotecnológico extraen flora curativa de bosques 
ecuatoriales sin acuerdos bilaterales, lo que evidencia la necesidad de estable-
cer mecanismos sancionatorios efectivos para proteger las herencias biocultu-
rales de las minorías selváticas vulnerables. 

Las legislaciones nacionales de algunos países del sur global responden 
gradualmente a la comercialización extractivista, buscando reivindicar la auto-
nomía de las comunidades que mantienen relaciones productivas y respetuo-
sas con los ecosistemas forestales y acuáticos de la región tropical. La reconfi-
guración del derecho privado desde la función social y ecológica de la propie-
dad exige superar concepciones coloniales que consideran los recursos genéti-
cos y los conocimientos tradicionales como bienes vacantes y contempla el 
diseño de figuras sui generis adaptadas a las prácticas colectivas de transmi-
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sión oral intergeneracional presentes en las culturas precolombinas (Vargas-
Chaves, 2026a). 

En efecto, la descalificación epistemológica impuesta por las oficinas de 
patentes en los países del norte invisibiliza el conocimiento asociado a los 
pueblos respecto a usos botánicos milenarios o al folclore, sin otorgarles un 
reconocimiento justo (Shiva, 1999). Las normativas globales deben reconocer 
formalmente que los conocimientos tradicionales constituyen innovaciones 
continuas de alto mérito investigativo y prohibir que los consorcios biológicos 
acaparen la información necesaria para sus ensayos de síntesis química sin 
distribuir proporcionalmente las regalías farmacéuticas resultantes (Dutfield, 
2017). 

Por otra parte, la delimitación entre las alianzas de investigación botánica y 
el saqueo de recursos vivos se ha convertido en un objetivo clave de las con-
venciones internacionales de protección ambiental promulgadas en las últimas 
décadas. El Convenio sobre la Diversidad Biológica establece la potestad de 
cada Estado para fiscalizar sus recursos fisiológicos internos y exige que cual-
quier transferencia transfronteriza de moléculas orgánicas cuente con el con-
sentimiento previo y fundamentado de los representantes gubernamentales, 
mediante acuerdos contractuales justos y recíprocos.  

Además, la normativa ambiental internacional reconoce la precisión meto-
dológica de los sistemas etnobotánicos y exige a los gobiernos que establezcan 
disposiciones internas para fomentar la continuidad de las prácticas silvicultu-
rales que mantienen las dinámicas ecosistémicas originarias de los bosques 
tropicales.  

1.1.2. Distinción material entre biocomercio legítimo y apropiación in-
debida 

La formulación de directrices internacionales accesorias fortalece la supervi-
sión del tránsito comercial de cadenas moleculares extraídas de la flora, some-
tida a exploraciones biotecnológicas por actores europeos y norteamericanos 
interesados en patentes lucrativas y exclusivas. El artículo 14 del Protocolo de 
Nagoya plantea la creación de un centro de intercambio de información tele-
mático para conectar de manera transparente a usuarios y proveedores de 
recursos biológicos. 

En el caso de los Estados miembros de la Comunidad Andina, debe desta-
carse su esfuerzo por implementar tempranamente un régimen supranacional 
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para dificultar el avance del contrabando biológico extranjero, consolidando 
un marco procedimental estricto que exige a los laboratorios extranjeros for-
malizar acuerdos contractuales antes de recolectar muestras orgánicas en terri-
torios protegidos. El artículo 32 de la Decisión 391 del Régimen Común so-
bre Acceso a los Recursos Genéticos exige la suscripción de compromisos de 
investigación, mientras que el artículo 35 impone la adopción obligatoria de 
anexos redistributivos a favor de los poseedores de conocimientos tradiciona-
les, con el fin de garantizar la justicia transaccional intercontinental. 

Los reglamentos internos de Colombia, Ecuador, Perú y Bolivia, en cum-
plimiento de la norma comunitaria, contemplan sanciones por la omisión 
intencional de las exigencias contractuales de bioprospección lícita y transpa-
rente, estableciendo consecuencias registrales graves para las empresas farma-
céuticas que oculten información etnocultural obtenida de territorios selváti-
cos amazónicos (Nunes, 2016). 

El marco jurídico interno en Colombia incorpora progresivamente precep-
tos del derecho internacional para limitar la infiltración corporativa en zonas 
habitadas por comunidades que protegen la integridad de la biodiversidad de 
la región. La Constitución Política de 1991 reconoce la diversidad étnica y 
sienta las bases para prohibir la concesión de monopolios privados sobre el 
genoma, exigiendo que todas las intervenciones medioambientales respeten 
plenamente a las autoridades tradicionales indígenas al autorizar cualquier 
alteración en tierras ancestrales inalienables. 

Así, el Alto Tribunal Constitucional interpreta la consulta previa como una 
garantía procedimental esencial para salvaguardar la pervivencia material e 
inmaterial de los colectivos étnicos amenazados por la expansión extractiva 
empresarial extranjera. Por ejemplo, la Corte Constitucional de Colombia, en 
Sentencia C-039 de 1997, preceptúa que las licencias de exploración petrolera 
otorgadas sin agotar los diálogos de buena fe con las autoridades del pueblo 
U'wa constituyen violaciones graves de los preceptos internacionales que pro-
tegen las identidades nativas precolombinas. 

Los fallos posteriores han endurecido los requisitos de legitimidad para los 
inversionistas extranjeros en recursos no renovables, estableciendo reparacio-
nes obligatorias cuando las alteraciones en el uso del suelo amenazan la base 
alimentaria o lingüística de los residentes selváticos colombianos (Gómez Lee, 
2023; Rodríguez, 2017; Sierra-Camargo, 2017).  
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Todo esto ocurre mientras la disfuncionalidad institucional de las entidades 
estatales del sur global retrasa la aplicación efectiva de las regulaciones relati-
vas a la transferencia equitativa de beneficios monetarios derivados de inves-
tigaciones biomédicas patrocinadas por centros científicos de países industria-
lizados. Las mediciones documentales evidencian un considerable rezago bu-
rocrático de las autoridades colombianas en comparación con las administra-
ciones del Perú y de Ecuador en la emisión de certificaciones oficiales de in-
vestigación, lo que limita las oportunidades locales para aprovechar los divi-
dendos financieros generados por el análisis taxonómico moderno y recono-
cido internacionalmente. 

1.1.3. Impacto en la agrobiodiversidad y los ecosistemas del sur global  

La mercantilización extensiva de semillas germinables representa una amenaza 
significativa para el patrimonio agrobiodiverso de las llanuras tropicales sud-
americanas, al reemplazar la diversidad ancestral de los policultivos comunita-
rios por variedades genéticamente modificadas y estériles, lo que obliga a los 
agricultores a adquirirlas anualmente bajo condiciones contractuales restricti-
vas.  

El Action Group on Erosion, Technology and Concentration (2007) seña-
la que las adquisiciones en el sector agronómico consolidan monopolios que 
limitan las libertades de recolección de los agricultores más vulnerables y ge-
neran una dependencia perjudicial de los mercados oligopólicos de plaguicidas 
inorgánicos patentados por empresas multinacionales. 

La homogeneización de las áreas cultivables se sustenta jurídicamente en 
acuerdos intergubernamentales que otorgan certificaciones de exclusividad 
fenotípica, destinadas a proteger las modificaciones genéticas introducidas por 
los principales laboratorios de la industria biotecnológica global. El Convenio 
Internacional para la Protección de las Obtenciones Vegetales (Convenio de 
la UPOV), en su Acta de 1991, otorga privilegios corporativos sobre varieda-
des agronómicas modificadas, lo que sienta las bases para criminalizar indirec-
tamente las prácticas campesinas informales de almacenamiento de tubérculos 
y restringe la autonomía alimentaria de las poblaciones empobrecidas en re-
giones montañosas aisladas. 

Con todo ello, los foros diplomáticos de las Naciones Unidas han creado 
plataformas multilaterales para salvaguardar las colecciones de granos de con-
sumo masivo que sostienen a sociedades desfavorecidas en latitudes ecuato-
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riales, caracterizadas por ecosistemas complejos y diversos. El Tratado Inter-
nacional sobre los Recursos Fitogenéticos para la Alimentación y la Agricultu-
ra de 2001 (TIRFAA) contempla mecanismos de protección para los cereales 
de subsistencia, reconoce formalmente los derechos inalienables de los agri-
cultores y valida las prácticas de domesticación silvestre frente a la privatiza-
ción. 

La expansión no regulada de latifundios destinados a la producción de 
agrocombustibles ha reducido significativamente las reservas nutricionales 
periféricas, generando desplazamientos masivos de agricultores que pierden el 
acceso a los recursos hídricos y son expulsados de cuencas selváticas esencia-
les para la resiliencia frente a eventos climáticos extremos.  

Algunos estudios agronómicos concluyen que mitigar la proliferación de 
cañaduzales industriales requiere la implementación planificada de técnicas 
agroecológicas basadas en conocimientos tradicionales, lo que promueve tan-
to la autonomía política de los movimientos campesinos como la sostenibili-
dad productiva de pequeñas parcelas familiares diversificadas y biológicamen-
te equilibradas (Vargas, 2021; Navarro, 2025). 

De hecho, las dinámicas mercantiles del liberalismo corporativo conducen 
a la confiscación progresiva de tierras fértiles, que se adjudican a conglomera-
dos empresariales ajenos a las necesidades nutricionales de los pueblos afro-
descendientes y nativos, quienes enfrentan el asedio constante de los carteles 
de materias primas transables. Altieri (2010), al respecto, señala que el soste-
nimiento de la pequeña producción artesanal constituye el fundamento mate-
rial indispensable para la autonomía alimentaria de las comunidades expolia-
das y rechaza las injerencias externas orientadas exclusivamente al despacho 
transatlántico de cosechas oleaginosas sin valor alimenticio interno. 

Las transformaciones en los territorios litorales muestran que el uso exce-
sivo de agua para el cultivo de palmas aceiteras agota los ríos subterráneos, 
esenciales para la supervivencia de tubérculos y legumbres tradicionales. Los 
análisis geográficos sobre el impacto de la palmicultura en el Caribe surameri-
cano evidencian que la saturación de terrenos comunales con palmas de aceite 
ha reducido la disponibilidad de verduras frescas locales, lo que incrementa las 
tasas de desnutrición infantil entre los campesinos económicamente afectados 
(Maza et al., 2017). 

De manera similar, la importación masiva de tecnologías genéticamente 
modificadas constituye una amenaza para la salud de los trabajadores agríco-
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las, quienes están expuestos a nubes de aspersión tóxica necesarias para man-
tener la rentabilidad de los emporios agrícolas extranjeros en territorios ocu-
pados. Benítez & Miranda (2013) describen detalladamente las consecuencias 
medioambientales del envenenamiento progresivo de las escorrentías acuífe-
ras por la acumulación crónica de residuos inorgánicos y advierten sobre la 
destrucción de los componentes acuáticos y la consiguiente intoxicación de 
los pobladores ribereños obligados a consumir agua contaminada por los lati-
fundistas. 

De lo anterior, es claro que este debilitamiento de las prerrogativas de los 
grupos de especial protección, como los pueblos indígenas, las comunidades 
étnicas y campesinas, vulnera la integridad de los derechos civiles reconocidos 
internacionalmente, destinados a proteger la dignidad física de las colectivida-
des afectadas por el despojo material prolongado (Cárdenas Grajales, 2010; 
Valencia Duarte, 2022). Las convenciones universales prohíben la privación 
deliberada de los medios de subsistencia de las poblaciones autóctonas y re-
chazan la intromisión arbitraria de los consorcios biotecnológicos en los do-
minios boscosos protegidos por los cabildos indígenas, quienes resguardan las 
variaciones germoplásmicas curativas de la selva húmeda oriental (Sierra-
Camargo, 2017). 

La apropiación encubierta de plantas terapéuticas constituye una de las 
manifestaciones más graves del saqueo poscolonial, facilitada por el marco 
legal de la propiedad intelectual y por el desarrollo de la medicina molecular. 
Diversas asociaciones comunitarias demandan que la concesión de licencias 
corporativas internacionales se subordine al bienestar de los clanes conserva-
dores selváticos, con el propósito de evitar la explotación de la biodiversidad 
botánica de los continentes australes por parte de multinacionales extractivas, 
especialmente en contextos de marginación económica y jurídica (Haugen, 
2005). 

Asimismo, la apropiación indebida de los conocimientos tradicionales pro-
venientes de áreas protegidas se extiende rápidamente más allá de las selvas o 
reservas ubicadas en territorios de países del sur global, colonizando los en-
tornos insulares que albergan microorganismos con resistencia salina excep-
cional y un valor genético comercial significativo para las grandes empresas 
farmacéuticas interesadas en moléculas marinas exóticas (Vargas-Chaves, 
2025a).  

En el caso de Asia, Demunshi y Chugh (2010) examinan en profundidad 
las vulneraciones sufridas por las comunidades ribereñas ante el acaparamien-
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to de ingredientes pesqueros ancestrales y concluyen que es imprescindible 
establecer regalías horizontales que recompensen de manera justa la contribu-
ción investigativa de las tribus costeras en la identificación de agentes bacteri-
cidas curativos del océano profundo. 

Y es que los sistemas mercantiles agroexportadores trasladan recursos bo-
tánicos de alto valor nutricional desde regiones periféricas hacia las principales 
ciudades del hemisferio norte, perpetuando desigualdades históricas. Al estu-
diar las dinámicas internacionales desde una perspectiva sociológica, se pue-
den rastrear aproximaciones que refutan los discursos que legitiman la intensi-
ficación productiva corporativa y señalan que las grandes firmas procesadoras 
buscan reconfigurar la estructura agraria global en detrimento de los agriculto-
res tradicionales, quienes carecen de acceso al capital internacional (Bernstein, 
2016a). 

La imposición del liberalismo facilitó significativamente la privatización de 
bienes baldíos custodiados por las comunidades originarias de las regiones del 
sur global, áreas caracterizadas por la presencia de árboles centenarios con 
secreciones antibióticas poco estudiadas por las universidades. Los acuerdos 
arancelarios interestatales permitieron la legalización de embargos sobre ani-
males singulares y pastizales endémicos, otorgando prerrogativas económicas 
a los conglomerados mercantiles de ingeniería citológica respaldados por ban-
cos internacionales, especialmente durante el periodo de desregulación co-
mercial (Harvey, 2007; Uribe Arbeláez, 2016). 

En este sentido, Thorsen (2009) señala que las dinámicas hegemónicas del 
proyecto neoliberal provocaron el desmantelamiento deliberado de las medi-
das redistributivas de parcelas agrícolas implementadas en épocas anteriores 
para garantizar la equidad productiva de los campesinos excluidos del reparto 
de tierras en los extensos valles cultivables del Caribe y en las sabanas. Los 
análisis sobre la propiedad del espacio cultivado sostienen que el aplazamiento 
intencionado de las políticas agrarias consolida latifundios ineficaces en las 
cuencas andinas, obstaculizando la aspiración de los horticultores indígenas 
de alcanzar una autonomía alimentaria plena para las futuras generaciones 
(Sarmiento, 2018). 

En este sentido, las movilizaciones de desobediencia civil impulsadas por 
colectivos agrarios latinoamericanos fomentan la creación de alianzas orienta-
das a abolir el modelo extractivista corporativo y a establecer leyes comunales 
que favorezcan la siembra escalonada de leguminosas nativas sin el uso de 
agroquímicos sintéticos importados. Boyer (2010), tras analizar la realidad de 
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los levantamientos de agricultores organizados en las repúblicas frente al sec-
tor agroindustrial, concluye que la organización sociopolítica campesina neu-
traliza eficazmente las estrategias de las multinacionales para introducir maíz 
genéticamente modificado en las despensas de las poblaciones mesoamerica-
nas. 

Las resoluciones de los foros populares independentistas establecen direc-
trices universales orientadas a impedir la invasión de los predios colectivos 
ancestrales por parte de grandes empresas biotecnológicas que buscan erradi-
car prácticas agrarias contrarias a la mercantilización de los ecosistemas pro-
ductivos indígenas. Por ello, la asamblea global de agricultores, reunida en el 
occidente de África, ha rechazado de manera categórica los intentos corpora-
tivos de suprimir los derechos de los pueblos indígenas y ha reafirmado que 
las municipalidades tienen la autonomía para decidir sobre su alimentación 
comunitaria sin imposiciones comerciales extranjeras de carácter extractivista 
(Declaración de Nyéléni, 2007). 

En este sentido, la consolidación de los estatutos de seguridad humana es-
tablecidos tras las guerras internacionales del siglo pasado exige la protección 
de las condiciones materiales necesarias para garantizar la subsistencia de las 
minorías históricamente vulnerables. No en vano, la Declaración Universal de 
las Naciones Unidas de 1948 expuso que todos los miembros de la humani-
dad tienen derecho a un nivel adecuado de nutrición y bienestar, y sentó las 
bases para algunos instrumentos, como la propia Declaración de Nyéléni de 
2007, que prohíbe la apropiación corporativa que prive a las comunidades del 
acceso a sus recursos naturales esenciales. 

La aceleración de la alteración climática global otorga una urgencia signifi-
cativa a los discursos del ecologismo poscolonial contemporáneo, lo que exige 
la adopción de métodos de recolección sostenibles orientados a respetar los 
límites fisiológicos que restringen la explotación de las selvas suramericanas y 
africanas, reconocidas por su fragilidad y su biodiversidad. Las investigaciones 
sobre el estrés ambiental concluyen que las políticas de acumulación de capital 
hegemónico devastan los territorios ancestrales de las comunidades nativas, 
intensificando la pérdida de especies vegetales con potencial curativo frente a 
enfermedades virales emergentes y letales (Lander, 2010; Santeramo et al., 
2021). 

La gestión tradicional de los habitantes del bosque amazónico asegura la 
provisión de servicios ecosistémicos esenciales para mitigar la erosión causada 
por la tala promovida por autoridades que otorgan licencias a industrias ma-
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dereras multinacionales. Las comunidades selváticas mantienen el equilibrio 
ecológico mediante el cultivo intercalado de especies como lianas curativas y 
ceibas, lo que reduce el impacto de los monzones estacionales gracias a la 
estructura radicular de los sistemas agrícolas tradicionales, reconocidos por su 
sostenibilidad y valor ecológico (Parrotta et al., 2016). 

Por todo lo anterior, el análisis de las estructuras gubernamentales exige 
reconsiderar la falta de apoyo estatal al desarrollo científico nacional, lo que 
facilita la biopiratería, entendida como la expropiación clandestina de recursos 
genéticos por parte de actores extranjeros. Al abordar la gestión de permisos 
de bioprospección, es posible concluir que la descoordinación gubernamental 
genera retrasos que dificultan la cooperación internacional y fomentan el con-
trabando de compuestos biológicos valiosos, a menudo ignorados por la bu-
rocracia local (Gómez Lee, 2017; Uribe Arbeláez, 2016; Vargas-Chaves, 
2026a). 

La apropiación continua de los ecosistemas periféricos implica no solo la 
pérdida de tierras cultivables, sino también el control corporativo y legalizado 
de acuíferos subterráneos esenciales para la supervivencia de comunidades 
vulnerables. Algunos estudios socioespaciales del Caribe, como el de la región 
de los Montes de María, evidencian que las sequías inducidas por plantaciones 
de palma aceitera agotan las reservas de agua subterránea, lo que compromete 
la autonomía económica de los agricultores locales frente a la expansión de 
empresas biotecnológicas occidentales (Aguilera, 2013). 

A ello se suman las transformaciones en el sector agrícola, que reflejan la 
introducción desordenada de la denominada revolución verde, que promovió 
el uso intensivo de agroquímicos en detrimento de la biodiversidad regional 
de los campos latinoamericanos. Diversos análisis sostienen que la sustitución 
de variedades nativas por variedades dependientes de fertilizantes inorgánicos 
provocó la desaparición de insectos polinizadores esenciales para la flora de 
los ecosistemas mesoamericanos (Ceccon, 2008).  

En relación con ello, la introducción de tecnologías agrícolas extranjeras 
afectó negativamente la estabilidad de los suelos en territorios del sur global, 
promoviendo cultivos de exportación que aceleraron la erosión y la pérdida 
de fertilidad del suelo. Harwood (2009) documenta que la exclusión de agri-
cultores locales de los procesos de fitomejoramiento condujo a la adopción de 
variedades homogéneas, inadecuadas para las condiciones de las parcelas fa-
miliares tradicionales de maíz y frijol. 
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Al tiempo que se da una apropiación indebida de recursos genéticos, las 
controversias en torno a la biotecnología revelan los intereses de las empresas 
multinacionales del sector farmacéutico y biotecnológico por controlar la 
producción alimentaria en regiones económicamente vulnerables (Christen, 
2015). Los análisis sobre el uso de insumos químicos modernos indican que 
los fertilizantes inorgánicos han agotado la fertilidad de las tierras comunita-
rias, lo que confirma que la agricultura corporativa amenaza la subsistencia de 
los agricultores y su patrimonio fitogenético (Chilon, 2017). 

En este contexto, la preservación de los conocimientos tradicionales etno-
botánicos de las comunidades étnicas y los pueblos indígenas requiere la crea-
ción de mecanismos seguros de almacenamiento de información que protejan 
los datos botánicos frente a la apropiación por parte de las empresas farma-
céuticas. Dengen et al. (2018) proponen el desarrollo de sistemas de informa-
ción ecosistémicos protegidos contra la biopiratería, que permitan documen-
tar la diversidad biológica de las selvas asiáticas y resguardar la propiedad inte-
lectual de los curanderos de etnias minoritarias. 

La notable resiliencia productiva de las comunidades tribales de las serra-
nías altas andinas occidentales de Sudamérica depende del mantenimiento 
intergeneracional de un repertorio botánico original, que sustenta la vida en 
los andenes escarpados y fríos de las estribaciones interandinas, ricos en bac-
terias fijadoras de nitrógeno esenciales para los cultivos. De hecho, las obser-
vaciones antropológicas en la periferia cundiboyacense demuestran que el 
reconocimiento del patrimonio territorial agrario previene el colapso nutricio-
nal causado por sequías globales recurrentes e impredecibles y destaca la im-
portancia de técnicas ancestrales de acopio y domesticación de tubérculos 
serranos, que ofrecen resistencia a patógenos virulentos propagados por el 
calentamiento global (Clavijo Ponce et al., 2011). 

Por otra parte, el fortalecimiento de la resistencia biológica local ante las al-
teraciones atmosféricas contemporáneas requiere una revaloración urgente de 
los conocimientos tradicionales de las comunidades orientales, que han desa-
rrollado sistemas hídricos ingeniosos para enfrentar monzones destructivos 
en las vertientes montañosas asiáticas, caracterizadas por su riqueza agronó-
mica y biodiversidad (Ritchie et al., 1995; Puri et al., 2010). Al abordar de ma-
nera interdisciplinaria la situación en los valles del Himalaya, Yang et al. 
(2018) señalan que la aplicación comunitaria del conocimiento ecológico étni-
co contribuye a frenar el declive genético de las florestas milenarias sagradas, 
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protegiendo los corredores vitales de fauna que facilitan la dispersión del po-
len de especies trepadoras medicinales. 

De igual manera, la protección de la sabiduría vernácula autóctona frente a 
la influencia del imperialismo científico del hemisferio norte requiere la pro-
mulgación de normativas de biocomercio que reconozcan y dignifiquen la 
herencia cultural de las etnias poseedoras de semillas nativas, especialmente en 
las mesetas altas rodeadas de nieves perpetuas. Bhagwat (2013) describe estra-
tegias de salvaguardia biológica implementadas por cofradías tibetanas, lo que 
demuestra que la reverencia religiosa hacia las montañas sagradas previene de 
manera efectiva la incursión de aserraderos multinacionales. 

Otra realidad se evidencia en las actividades extractivistas sistemáticas en 
los territorios insulares septentrionales del Caribe, que han obligado a las co-
munidades locales, incluidos raizales, isleños, criollos y afrodescendientes, a 
establecer estrategias de contención agraria basadas en la recuperación de la 
identidad botánica vernácula, previamente afectada por el agronegocio invasi-
vo y químico (Mena Mosquera, 2022).  

Algunos registros analíticos de los conflictos socioecológicos insulares de-
muestran que los esfuerzos de los raizales antillanos colombianos para forta-
lecer la soberanía de sus plantaciones mixtas contribuyen a mitigar las ham-
brunas causadas por la imposición de alimentos importados procesados, per-
judiciales para la salud metabólica colectiva de las comunidades originarias 
(Gutiérrez Escobar, 2019). 

Finalmente, la formalización de la Organización del Tratado de Coopera-
ción Amazónica representa un hito en la creación de bloques regulatorios 
sudamericanos destinados a la protección integral de la selva amazónica, la 
más extensa y biodiversa del planeta, amenazada por actividades mineras y 
por el tráfico de especies (Vargas-Chaves, 2025b).  

Las doctrinas jurídicas ambientales respaldan la relevancia de esta alianza 
intergubernamental, que fortalece la vigilancia satelital conjunta de las cuencas 
hidrográficas fronterizas y previene la devastación de los linderos boscosos 
mediante la coordinación de las autoridades ecologistas de las nueve repúbli-
cas amazónicas firmantes (Batista Sousa & Valente, 2016). Los objetivos de 
prosperidad global establecidos por los parlamentos internacionales de di-
plomacia ambiental asignan responsabilidades claras a los pactos de conserva-
ción sudamericanos para mitigar los impactos negativos de la industrialización 
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forestal en las regiones ecuatoriales, caracterizadas por su fragilidad y riqueza 
biológica.  

Martynov et al. (2020) confirman que el bloque interamericano amazónico 
enfrenta desafíos significativos en la resolución de disputas fronterizas extrac-
tivistas, lo que requiere una reestructuración de sus capacidades coercitivas 
transfronterizas para combatir eficazmente los incendios provocados por 
intereses ganaderos multinacionales. 

De hecho, la implementación de mecanismos de monitoreo multinaciona-
les y binacionales requiere superar los recelos soberanistas para establecer 
inspecciones aduaneras efectivas que intercepten cargamentos ilícitos de re-
cursos biológicos extraídos de las estribaciones panamazónicas. Delgado Pi-
queras y Passos Gomes (2016) argumentan la necesidad de una gestión unifi-
cada de las corrientes de agua dulce que irrigan el extenso trapecio fluvial limí-
trofe y concluyen que la administración policéntrica previene el desecamiento 
de los afluentes tributarios esenciales para la supervivencia de la Amazonía. 

1.1.4 Las transformaciones socioambientales y el avance del sector 
agroindustrial   

La demarcación geográfica precisa de los territorios biodiversos en el sur glo-
bal establece los límites jurídicos necesarios para que los tribunales interna-
cionales ambientales sancionen las incursiones extractivistas clandestinas de 
empresas farmacéuticas y biotecnológicas occidentales. Los modernos levan-
tamientos cartográficos, apoyados en altimetría satelital, perfeccionan la deli-
mitación de los polígonos de reserva ecológica en países como Colombia, 
definiendo con exactitud las fronteras de los resguardos habitados por pue-
blos indígenas poseedores de conocimientos tradicionales de medicina, fre-
cuentemente ignorados por la ciencia occidental dominante (Eva et al., 2005). 

En este contexto investigativo, la incorporación del conocimiento tradi-
cional en los tribunales internacionales requiere cuestionar los arquetipos dis-
criminatorios establecidos por las legislaciones del norte global, que relegan el 
saber curativo a una categoría antropológica sin valor económico reconocido. 
Sunder (2007) y Mena Mosquera (2022) critican estas clasificaciones impues-
tas por sistemas de patentes eurocéntricos y mercantilistas, lo que demuestra 
que dichas categorizaciones facilitan la transferencia gratuita de recursos me-
dicinales tradicionales a mercados internacionales exclusivos (Brody, 2010a; 
Sunder, 2007). 
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Tamara Perelmuter (2018) es enfática al sostener que la restricción jurídica 
sobre semillas reproducibles afecta negativamente las prácticas tradicionales 
de acopio comunitario, al establecer barreras de exclusividad de las patentes 
que conducen a la precarización económica de los horticultores locales. 

Siguiendo a Bernstein (2016b), las dinámicas hegemónicas del neolibera-
lismo global consolidan un régimen agrario insostenible mediante acuerdos 
normativos interestatales que debilitan la independencia de las redes locales de 
producción de hortalizas autóctonas, libres de manipulación transgénica. El 
análisis de la economía política alimentaria rechaza la imposición de monocul-
tivos globalizados y químicos y evidencia que las alianzas biotecnológicas bus-
can controlar el sistema nutricional mundial en detrimento de los agricultores 
locales 

De igual manera, la proliferación de organismos genéticamente modifica-
dos suscita controversias entre los Estados responsables de prevenir la con-
taminación polínica irreversible en las praderas tropicales litorales. González 
(2006) analiza las asimetrías punitivas del comercio agroindustrial transfronte-
rizo en el caso de Colombia, señalando que la introducción de maíz biotecno-
lógico en reservas indígenas pone en riesgo la supervivencia genética de varie-
dades precolombinas valoradas cultural y gastronómicamente. 

Las acciones continuas de las compañías de fertilizantes en la Amazonía 
intensifican el empobrecimiento de las comunidades nativas, quienes son sis-
temáticamente excluidas de los beneficios económicos prometidos por la 
propaganda occidental sobre el productivismo químico (Vargas-Chaves, 
2025b). Salazar Loggiodice (2004) evidencia que las patentes otorgadas a em-
presas del sector farmacéutico y biotecnológico extranjeras limitan las opor-
tunidades comerciales legítimas de las comunidades recolectoras, descubrido-
res originales de ingredientes medicinales únicos. 

Por su parte, Gutiérrez Escobar (2017) señala que la imposición de mono-
polios fitogenéticos en las cordilleras sudamericanas ha generado levanta-
mientos agrarios orientados a desmantelar las normativas impuestas por los 
conglomerados de agroquímicos. Los estudios etnográficos sobre los conflic-
tos por la propiedad de semillas nativas demuestran que las insurrecciones 
tribales defienden el germoplasma libre de modificaciones corporativas, pro-
tegiendo así la seguridad alimentaria de los resguardos indígenas. 

En concordancia con lo anterior, las transformaciones socioambientales 
experimentadas por los campesinos, como ocurre en la gran región del Tapón 
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del Darién, evidencian la imposición de un modelo agroindustrial exógeno 
centrado en la mercantilización de zonas de reserva ecológica. Allí, según de-
tallan Álvarez-Salas y Gálvez-Abadía (2014), los registros cartográficos sobre 
la alteración ecosistémica en Antioquia confirman que las alianzas de colonos 
labradores organizados promueven el autoabastecimiento nutricional y resis-
ten las intrusiones deforestadoras de grandes consorcios madereros y mono-
cultivistas. Por lo tanto, fortalecer la resiliencia comunitaria frente al avance 
del agronegocio corporativo requiere la promulgación de códigos locales de 
protección que respalden a las productoras tradicionales de hortalizas libres 
de químicos inorgánicos.  

En este punto, es válido remitirnos a González Torres y Pachón Ariza 
(2022), quienes analizan el empoderamiento político de las lideresas agrarias 
del suroccidente colombiano y concluyen que las redes femeninas de inter-
cambio de esquejes botánicos contrarrestan eficazmente los embargos alimen-
ticios impuestos por las empresas titulares de patentes. Ello, mientras la ero-
sión genética de especies comestibles endémicas en las tierras ecuatoriales 
amenaza con provocar un colapso de la seguridad nutricional de las minorías 
rurales marginadas. Las autoridades de salud pública internacionales reco-
miendan reactivar las cadenas de producción de cereales nativos, resistentes a 
plagas tropicales y a condiciones climáticas extremas (Kennedy et al., 2022). 

Asimismo, el reconocimiento formal de los policultivos tradicionales cons-
tituye una estrategia de resistencia frente a la desaparición progresiva de las 
variedades originarias de papa y quinua, amenazadas por el uso de fungicidas 
sintéticos importados. Parraguez-Vergara et al. (2018) estudian las contribu-
ciones nutricionales de la horticultura indígena y demuestran que la diversifi-
cación de cultivos previene eficazmente las hambrunas crónicas generadas por 
modelos de abasto oligopólicos y corporativos. 

En suma, las transformaciones socioambientales sufridas por los campesi-
nos y los pueblos indígenas debido al avance del agronegocio corporativo 
evidencian la desaparición de sistemas alimentarios vernáculos equilibrados, 
resultado de la mercantilización de las reservas ecológicas sudamericanas. En 
el caso de Colombia, los análisis geográficos sobre la expansión corporativa 
en el país confirman que las alianzas empresariales de productores extranjeros 
afectan negativamente la producción frutícola tanto nacional como local (Ávi-
la & Carvajal, 2018). 
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1.2. La naturaleza jurídica de los recursos genéticos 

1.2.1. El principio de soberanía estatal sobre los recursos naturales 

La consolidación de las prerrogativas jurisdiccionales sobre el entorno natural 
constituye un cambio paradigmático evidenciado en el Convenio sobre la 
Diversidad Biológica, que establece que los gobiernos nacionales tienen facul-
tades exclusivas para regular el acceso a sus ecosistemas. El marco jurídico 
internacional reemplazó la premisa de libre disponibilidad por un modelo en 
el que las asambleas legislativas locales exigen contraprestaciones económicas 
a los investigadores extranjeros interesados en recolectar muestras de flora 
con potencial farmacéutico (Brody, 2010b; Dutfield, 2000). 

Los debates impulsados por los teóricos del derecho internacional cuestio-
nan de manera recurrente la efectividad real de esta autoridad territorial ante 
las presiones económicas ejercidas por grandes corporaciones farmacéuticas 
que monopolizan el comercio global de derivados biotecnológicos. La dispa-
ridad en la capacidad de negociación obliga a los países en desarrollo a ceder 
sus colecciones fitoquímicas nativas a cambio de transferencias técnicas limi-
tadas, perpetuando un patrón extractivo que Merson (2000) define como 
neocolonialismo jurídicamente respaldado. 

En este ámbito, el Protocolo de Nagoya incorporó nuevas exigencias ope-
rativas al sistema regulatorio internacional mediante la creación de certificados 
de cumplimiento legal, que condicionan la obtención de patentes a la demos-
tración verificable de un trato equitativo con las poblaciones proveedoras. Las 
oficinas de registro de patentes estaban ahora obligadas a verificar que los 
laboratorios solicitantes presentaran el consentimiento fundamentado previo 
emitido por los líderes de las reservas naturales, con el objetivo de mitigar la 
apropiación indebida de conocimientos tradicionales etnobotánicos. 

En Colombia, la Constitución Política de 1991 instituyó, en sus artículos 8, 
79 y 80, la obligación indelegable del Estado de planificar el manejo de las 
riquezas ecológicas para asegurar un desarrollo económico compatible con la 
preservación del equilibrio biológico a largo plazo. El artículo 81 restringe la 
introducción y la salida de recursos genéticos, de acuerdo con lo que la Carta 
Política denomina ‘el interés nacional’. 

Estas disposiciones constitucionales legitiman la intervención gubernamen-
tal en negociaciones de bioprospección que involucran conocimientos tradi-
cionales de medicina transmitidos oralmente por agrupaciones étnicas asenta-
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das históricamente en territorios boscosos de cuencas selváticas, protegidas 
por convenciones multilaterales de derechos humanos y ecológicas.  

El Decreto 1397 de 1996 creó la Comisión Nacional de Territorios Indí-
genas en Colombia para formalizar escenarios de concertación institucional 
sobre políticas estatales relativas al otorgamiento de permisos de investigación 
científica en resguardos titulados. Las autoridades administrativas ministeriales 
están obligadas a consultar a los consejos de ancianos de los cabildos antes de 
promulgar normativas sobre la protección del patrimonio cultural intangible 
vinculado a las secuencias hereditarias de semillas de consumo alimentario 
cultivadas por pobladores nativos. 

Cualquier decisión oficial que autorice la explotación de recursos naturales 
en zonas de influencia ancestral requiere procesos consultivos exhaustivos, 
legalmente diseñados para proteger la integridad física de las minorías frente a 
las disrupciones sociales provocadas por incursiones de empresas multinacio-
nales extractivas, Rodríguez (2017) señala que el cumplimiento del Convenio 
169 de la Organización Internacional del Trabajo (OIT) previene la intensifi-
cación de los conflictos socioambientales derivados de la imposición de pro-
yectos agroindustriales a gran escala en ecosistemas vulnerables habitados por 
poblaciones marginadas. 

El mandato de divulgación impuesto por el WIPO/GRATK refuerza las 
defensas jurídicas de los países proveedores al exigir que los examinadores de 
patentes verifiquen la procedencia geográfica legal de los aislamientos bio-
químicos. Las regulaciones internacionales establecen un sistema global de 
trazabilidad documental que desalienta a los científicos del hemisferio norte 
de extraer de manera encubierta lianas y raíces medicinales de enclaves selvá-
ticos sin un contrato de acceso debidamente legalizado e inscrito (Álvarez-
Salas & Gálvez-Abadía, 2014). 

Adicionalmente, la Declaración de las Naciones Unidas sobre los Dere-
chos de los Pueblos Indígenas de 2007 reconoce explícitamente el derecho 
inalienable de las comunidades a mantener, controlar y proteger sus ciencias, 
tecnologías y semillas frente a la mercantilización y la expropiación externas. 
Alzate-Mora et al. (2018), Dutfield (2017) y Robinson et al. (2017) argumen-
tan que la validación jurídica internacional de estos principios constituye un 
avance significativo hacia la descolonización del derecho ambiental, devol-
viendo el poder de decisión a las comunidades que domesticaron las selvas 
tropicales durante generaciones de convivencia armónica. 
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La Ley 165 de 1994 incorporó las disposiciones del Convenio sobre la Di-
versidad Biológica al sistema jurídico colombiano, estableciendo una política 
estatal orientada a fiscalizar rigurosamente la salida de recursos biológicos a 
través de los puertos y las aduanas fronterizas. Las directrices ministeriales 
requieren la presentación de salvoconductos de movilización y contratos de 
distribución equitativa de beneficios monetarios antes de autorizar el embar-
que de cualquier contenedor que contenga muestras de tejido animal destina-
das a la secuenciación de su ácido desoxirribonucleico (ADN) en laboratorios 
extranjeros (Gómez Lee, 2023). 

Una interpretación hermenéutica de estas disposiciones evidencia que la 
soberanía estatal trasciende el dominio geográfico y se convierte en un meca-
nismo de defensa económica frente al modelo agroextractivista predominante 
en la actual fase de la globalización comercial de insumos farmacológicos y 
botánicos (Tedlock, 2006). A su vez, Aguilar (2001) analiza la dificultad técni-
ca de proteger los conocimientos tradicionales mediante figuras jurídicas ori-
ginalmente diseñadas para amparar invenciones mecánicas y resalta la incom-
patibilidad ontológica entre el derecho corporativo moderno y la cosmovisión 
colectivista de los pueblos indígenas. 

Como complemento, la jurisprudencia reciente de la Corte Constitucional 
de Colombia reafirma sistemáticamente la primacía del consentimiento libre, 
previo e informado como un derecho humano que protege la supervivencia 
física y espiritual de los clanes nativos frente a la injerencia de intereses mine-
ros, petroleros y biotecnológicos extranjeros de gran escala (Corte Constitu-
cional, Sentencia T-472 de 2024; Sentencia T-039 de 2024; Sentencia T-012 de 
2025). De hecho, la Sentencia SU-123 de 2018 de la Corte Constitucional ya 
establecía reglas procesales que obligaban a las empresas multinacionales a 
negociar fórmulas de compensación financiera proporcionales a los impactos 
culturales permanentes causados por la incursión de sus equipos de biopros-
pección en territorios sagrados. 

1.2.2. Las fronteras difusas entre los recursos genéticos y los recursos 
biológicos 

La distinción conceptual entre el material biológico tangible y la información 
genética codificada en las células representa un desafío interpretativo para las 
entidades responsables de otorgar licencias de investigación para el acceso a la 
flora y la fauna. Mientras que los extractos de plantas comercializados en 
mercados agrícolas campesinos se consideran recursos biológicos de circula-
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ción ordinaria, el aislamiento de macromoléculas específicas para la síntesis de 
medicamentos de alto costo requiere la formalización obligatoria de un con-
trato de acceso debidamente legalizado (Vargas-Chaves, 2024). 

La Resolución 1348 de 2014 del Ministerio de Ambiente y Desarrollo Sos-
tenible de Colombia establece criterios técnicos para clasificar las actividades 
científicas que constituyen un acceso real y efectivo a moléculas hereditarias 
de interés para consorcios biotecnológicos extranjeros interesados en obtener 
patentes. El artículo 2 de esta normativa establece que cualquier actividad 
dirigida a la separación de unidades funcionales del ácido nucleico con el fin 
de solicitar privilegios industriales requiere la aprobación previa del gobierno, 
sin excepción. 

En igual sentido, el Decreto 1076 de 2015 y otros decretos nacionales con-
solidan las regulaciones aplicables a la recolección ordinaria de especímenes 
silvestres destinada exclusivamente a investigaciones universitarias básicas sin 
fines de lucro, eximiendo dichos estudios del trámite contractual exigido por 
la normatividad comunitaria andina.  

Las directivas ambientales permiten a los biólogos taxónomos que limitan 
sus actividades de campo a la ecología, la evolución o la biogeografía molecu-
lar operar legalmente bajo permisos de recolección abreviados, gestionados 
directamente ante las corporaciones autónomas regionales correspondientes 
(Gómez Lee, 2023; Vallejo Trujillo, 2016; Vargas-Chaves, 2024). 

La Organización del Tratado de Cooperación Amazónica promueve la 
transferencia de metodologías administrativas para supervisar el transporte 
transfronterizo de cepas fúngicas recolectadas clandestinamente en los biomas 
selváticos compartidos por los países ribereños de la cuenca hidrográfica más 
grande del mundo, la cual está afectada por la deforestación continua (Vargas-
Chaves, 2025b). De hecho, la institucionalidad de este bloque interguberna-
mental fomenta un diálogo interdisciplinario orientado a homologar los sis-
temas de vigilancia documental aplicables a los herbarios y zoológicos gestio-
nados por centros científicos latinoamericanos. 

De cualquier forma, las discrepancias técnicas en la interpretación de am-
bas categorías de recursos generan disputas jurisdiccionales prolongadas 
cuando las autoridades aduaneras procesan a representantes de instituciones 
extranjeras que exportan semillas o tejidos vegetales sin las licencias ministe-
riales correspondientes al material biológico hereditario (Batista Sousa y Va-
lente, 2016; Gómez Madrigal, 2013). El Tribunal de Justicia de la Comunidad 
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Andina revisa de manera continua los preceptos del Régimen Común de Pro-
piedad Industrial de la Decisión 486 de 2000 para resolver nulidades relativas 
a invenciones derivadas de recolecciones botánicas ilegales y no reportadas 
oportunamente. 

A modo ilustrativo, el consentimiento libre, previo e informado es un re-
quisito absoluto cuando las multinacionales cosméticas buscan patentar locio-
nes antienvejecimiento basadas en resinas de maderas preciosas cultivadas 
ancestralmente en resguardos legalmente delimitados por el Estado colom-
biano (Vallejo Trujillo & Álvarez Amézquita, 2023). El Convenio 169 obliga a 
las entidades gubernamentales a establecer mesas de mediación en el lugar 
para acordar los porcentajes de las regalías económicas provenientes de las 
ventas internacionales de productos farmacéuticos derivados de la biopros-
pección autorizada. 

Los requisitos procedimentales establecidos por la Secretaría General de la 
Comunidad Andina y por los ministerios de medio ambiente de las naciones 
sudamericanas exigen el cumplimiento obligatorio de los procesos de licen-
ciamiento silvicultural ordinario para la manipulación comercial de maderas 
finas originarias. La legislación de los Estados miembros distingue estas acti-
vidades forestales de las investigaciones microscópicas, que requieren el cum-
plimiento de las cláusulas relativas a la distribución monetaria de las regalías 
establecidas en el marco internacional de acceso a las moléculas hereditarias, 
tal como lo estipula el Protocolo de Nagoya. 

1.2.3. El paradigma del "patrimonio común de la humanidad" y su de-
clive 

El modelo filosófico del patrimonio común de la humanidad orientó durante 
décadas las transacciones de los bancos internacionales de germoplasma, lo 
que permitió el traslado irrestricto de variedades nativas a laboratorios biotec-
nológicos de gran escala ubicados en países económicamente desarrollados y 
gestionados por corporaciones. Los primeros documentos de la Organización 
de las Naciones Unidas para la Alimentación y la Agricultura (FAO) definie-
ron las plantaciones tradicionales como una herencia global, exentas de pre-
tensiones monopólicas basadas en fronteras geográficas, mapas o constitucio-
nes políticas de los estados tropicales del sur geopolítico (Aponte et al., 2009). 

Las desigualdades en la transferencia de tecnologías facilitaron la apropia-
ción sistemática de conocimientos curativos tribales mediante la expedición 
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de licencias de explotación a empresas multinacionales estadounidenses, que 
sintetizaban ejemplares obtenidos de manera encubierta en reservas boscosas 
sudamericanas y en costas asiáticas (Ray, 2009). Vananda Shiva, al abordar 
este patrón de extracción de rentas asimétricas, como se indicó en líneas ante-
riores, popularizó el concepto de biopiratería para describir la apropiación 
legalizada de conocimientos fitoterapéuticos tradicionales mediante la conce-
sión expedita de títulos de exclusividad corporativa internacionales sobre re-
cursos naturales no explorados por la ciencia occidental. 

Al mismo tiempo, el Acuerdo sobre los ADPIC obligó a los países miem-
bros de la Organización Mundial del Comercio a establecer registros estrictos 
para oficializar los monopolios sobre nuevas variedades vegetales de alto ren-
dimiento. Las disposiciones del artículo 27 de este acuerdo permiten la obten-
ción de patentes sobre compuestos microbianos y métodos biológicos, pro-
moviendo la privatización extensiva de cepas celulares recolectadas en regio-
nes remotas bajo la custodia de pueblos indígenas, quienes quedan excluidos 
de los tribunales corporativos ubicados en el hemisferio norte. 

Algunas organizaciones internacionales han documentado operaciones de 
fusión corporativa a gran escala destinadas a concentrar los mercados de in-
sumos agrícolas, entre ellas la adquisición multimillonaria de la empresa algo-
donera Delta and Pine Land por el conglomerado estadounidense Monsanto, 
aprobada en 2007 por los tribunales locales (Shiva, 2016). 

La respuesta institucional de las naciones del sur ante la biopiratería condu-
jo al abandono de la doctrina del patrimonio común y al fortalecimiento de la 
soberanía nacional sobre el material genético de especies endémicas amenaza-
das por el extractivismo, a cargo de empresas de los sectores farmacéutico, 
agroindustrial y biotecnológico. Los países con alta biodiversidad exigieron la 
firma de acuerdos de cotitularidad tecnológica antes de permitir el acceso de 
técnicos extranjeros a sus herbarios universitarios, con el objetivo de frenar el 
saqueo sistemático de su patrimonio bioquímico hacia laboratorios de grandes 
universidades europeas (Robinson, 2010). 

El TIRFAA buscó atender las demandas históricas mediante la creación de 
un sistema cooperativo de acceso multilateral y el reconocimiento formal de 
los derechos morales y económicos de los agricultores en zonas marginadas. 
Los habitantes rurales mantienen la facultad soberana de conservar, sembrar y 
comercializar semillas producidas en sus propios terrenos, legitimando así su 
contribución continua a la generación de agrobiodiversidad que sustenta la 
nutrición de las grandes ciudades (Schanbacher, 2010). 
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En este sentido, las coaliciones de movimientos sociales en América Latina 
promueven el reconocimiento de la agricultura de pequeña escala y de la so-
beranía alimentaria como estrategias efectivas ante las crisis alimentarias gene-
radas por la liberalización total de los aranceles agrícolas internacionales, im-
pulsada por tratados comerciales.  

Altieri y Toledo (2011) demuestran, con datos, que la agricultura policulti-
vista en minifundios proporciona una notable estabilidad productiva frente a 
sequías extremas y plagas, en contraste con los monocultivos industriales que 
carecen de barreras forestales nativas resistentes. Por su parte, los relatores de 
derechos humanos de la Organización de las Naciones Unidas (ONU) instan 
a los legisladores locales a redactar estatutos preventivos para proteger los 
conocimientos tradicionales curativos frente a la explotación por parte de la 
industria farmacéutica de genéricos sintéticos (Coombe, 2001). 

Todo lo anterior nos lleva a afirmar que la erosión de la agricultura campe-
sina, impulsada por normativas de propiedad intelectual, debilita las redes 
locales de suministro de alimentos y aumenta la dependencia de las familias 
marginadas respecto de los mercados de importación de cereales subsidiados 
en el norte económico (Shiva, 1999). Siguiendo a Rosset (2003) , la consolida-
ción de la soberanía alimentaria requiere eliminar el latifundismo y prohibir las 
patentes sobre organismos genéticamente modificados, devolviendo a los 
agricultores el control sobre la producción y la comercialización de cultivos 
frescos estacionales. 

Esta problemática se explica, en el caso de Colombia, por las regulaciones 
emitidas por el Instituto Colombiano Agropecuario (ICA), como la Resolu-
ción 3168 de 2015, que establecieron controles sanitarios estrictos y criminali-
zaron el intercambio de semillas tradicionales cultivadas ancestralmente por 
pueblos indígenas en las laderas de la cordillera de los Andes neotropicales.  

La Corporación Grupo Semillas (2016) señala que los decomisos policiales 
de arroz criollo, justificados por razones de inocuidad biológica, afectan direc-
tamente la autonomía alimentaria de las poblaciones vulnerables y obligan a 
los pequeños agricultores a comprar semillas certificadas a precios elevados 
impuestos por monopolios privados de agroquímicos. 

De hecho, la expansión acelerada de plantaciones agroindustriales de caña 
de azúcar y de palma aceitera, destinadas a abastecer destilerías de biocombus-
tibles, intensifica la pérdida de tierras ejidales aptas para el cultivo de alimen-
tos orgánicos esenciales para la canasta básica familiar. Acosta y Chaparro-
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Giraldo (2009) advierten que la sustitución masiva de maizales para consumo 
doméstico por cultivos de biomasa para etanol triplica los precios de los ali-
mentos en los mercados populares y contribuye al aumento de la desnutrición 
crónica. 

1.2.4. La inequidad sistémica de los marcos regulatorios y los intentos 
por salvaguardar los bienes públicos globales 

La literatura académica contemporánea identifica la calidad del aire respirable, 
la estabilidad termodinámica de la troposfera y la diversidad biológica como 
bienes públicos globales que requieren la creación de un sistema internacional 
para la gestión unificada y la cooperación intergubernamental a escala mundial 
(Blondin & Kaul, 2015; Cardesa-Salzmann, 2015; Del Castillo, 2012; Ferroni 
et al., 2004).  

La conservación continua de las selvas amazónicas genera beneficios at-
mosféricos y climáticos para toda la humanidad, aunque los elevados costos 
fiscales de mantener estas áreas protegidas recaen principalmente en los pre-
supuestos limitados de los países sudamericanos y africanos, que enfrentan 
deudas externas significativas (Lander, 2010; Vargas-Chaves, 2025b).  

Por su parte, el Convenio sobre la Diversidad Biológica establece directri-
ces obligatorias que equilibran la autonomía nacional con la responsabilidad 
intergeneracional derivada de la inminente extinción de especies de mamíferos 
y anfibios exóticos. Las delegaciones diplomáticas de la Conferencia de las 
Partes negocian protocolos de acción ambiental para frenar la tala ilegal en la 
selva y solicitan a los ministerios de hacienda de los países industrializados 
que transfieran recursos financieros significativos a los fideicomisos de con-
servación neotropicales (Camacho Zegarra, 2018). 

El Fondo para el Medio Ambiente Mundial actúa como el principal meca-
nismo financiero para cubrir los costos adicionales de los programas de refo-
restación implementados por los ministerios ambientales de países emergen-
tes o de ingresos medios, que enfrentan una pobreza estructural significativa. 
Los líderes indígenas reciben subvenciones directas para establecer sistemas 
silvopastoriles sostenibles que protegen los cauces de agua y generan ingresos 
estables para las comunidades que habitan en las zonas periféricas de los par-
ques de fauna endémica (Kadidal, 1993). 

Los modelos de organización territorial promovidos por gobiernos, como 
el de Colombia, requieren la coordinación de las agendas de los alcaldes loca-
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les para garantizar el derecho constitucional al acceso a una alimentación nu-
tritiva y culturalmente adecuada. Las políticas gubernamentales para reducir el 
hambre suelen fracasar cuando se basan en la distribución temporal de ayu-
das, ya que ignoran la sostenibilidad económica de las fincas de autoconsumo 
y excluyen a las familias rurales de los principales centros de acopio y distri-
bución de alimentos frescos (Del Castillo Matamoros & Ramírez Noy, 2017; 
Gordillo, 2004). 

En este contexto, los programas estatales orientados a proteger el patri-
monio intelectual indígena vinculan la conservación de los bosques lluviosos 
con las prácticas agrícolas tradicionales, transmitidas oralmente por los líderes 
espirituales de las comunidades ribereñas del río Putumayo. Al respecto, Alti-
eri (2010) y Dutfield (2000) indican que los sistemas de patentes derivados de 
convenciones comerciales europeas resultan inadecuados para proteger crea-
ciones colectivas, debido a la oralidad y a la evolución constante de los cono-
cimientos farmacéuticos tradicionales. 

Un aspecto controvertido en los conflictos corporativos radica en la inter-
pretación de la Decisión 486, que rechaza de manera inmediata las solicitudes 
de patentes biológicas que no incluyan una copia auténtica del contrato de 
acceso o, según corresponda, la consulta previa, que evidencie una distribu-
ción económica justa y transparente. Las autoridades nacionales de la indus-
tria cancelan los registros de marcas comerciales cuando se demuestra que los 
representantes legales de empresas farmacéuticas ocultaron deliberadamente 
la ubicación de origen de los recursos biológicos utilizados en los productos 
sometidos a trámite (Álvarez-Salas & Gálvez-Abadía, 2014). 

Las normativas sobre la divulgación inclusiva del conocimiento científico 
exigen la traducción de los tratados multilaterales a lenguas indígenas para 
garantizar que los líderes comunitarios comprendan plenamente las implica-
ciones comerciales de los acuerdos biotecnológicos propuestos por inversores 
extranjeros. El consentimiento de las autoridades indígenas debe estar libre de 
presiones financieras, de coerción militar o de promesas engañosas sobre po-
sibles beneficios económicos futuros derivados del éxito comercial de pro-
ductos herbolarios (Escobar, 2014; Rodríguez, 2017). 

Además, los sistemas de innovación tecnológica farmacéutica deben garan-
tizar el pleno respeto de los derechos humanos de las asociaciones campesi-
nas para evitar la repetición de prácticas de colonización y explotación de 
territorios periféricos observadas en décadas anteriores de expansión comer-
cial en el ámbito internacional. La protección sostenible de la biodiversidad 
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agronómica depende de la seguridad jurídica en la formalización de la propie-
dad rural, ya que el desplazamiento forzado y la expropiación violenta de tie-
rras eliminan a los guardianes de especies vegetales esenciales para la seguri-
dad alimentaria (Fajardo, 2018; Ramírez et al., 2019). 

En 2018, la ONU promulgó la Declaración sobre los Derechos de los 
Campesinos con el objetivo de proteger a los pequeños productores frente a 
la expansión de los latifundios dedicados a monocultivos por parte de grandes 
sociedades agroindustriales en economías extractivas. Este instrumento inter-
nacional garantiza a las asociaciones minifundistas el derecho inalienable de 
recolectar, seleccionar e intercambiar libremente semillas ancestrales, estable-
ciendo un sistema de inmunidad jurídica frente a la persecución penal y los 
decomisos impulsados por entidades oficiales encargadas de la estandariza-
ción y certificación agronómica.  

En este sentido, la sociología rural propone la creación de redes de gober-
nanza interconectadas que permitan a los comités de semillas orgánicas y a las 
organizaciones de pueblos indígenas tomar decisiones vinculantes sobre la 
gestión de árboles maderables y de frutales exóticos en sus territorios georre-
ferenciados. El reconocimiento estatal de los líderes tribales como protectores 
legítimos de la flora mejora significativamente la vigilancia territorial frente a 
la extracción ilegal de helechos, musgos y mariposas, actividades frecuente-
mente promovidas por organizaciones criminales dedicadas al tráfico de vida 
silvestre hacia laboratorios clandestinos (Micarelli, 2018). 

El cumplimiento de los mandatos del Protocolo de Nagoya exige la crea-
ción de bases de datos digitales para catalogar los conocimientos tradicionales 
etnobotánicos de los curanderos comunitarios, a fin de evidenciar el estado 
del arte y evitar la concesión de patentes extranjeras fraudulentas. El desarro-
llo de repositorios encriptados, gestionados exclusivamente por los herederos 
directos de las comunidades, garantiza que los registros industriales rechacen 
las solicitudes comerciales de productos derivados de conocimientos tradicio-
nales por no cumplir con el requisito de novedad química en el contexto in-
dustrial occidental. 

Asimismo, el Sistema Interamericano de Derechos Humanos procesa peti-
ciones y emite sentencias vinculantes para proteger la relación sagrada, eco-
nómica y de identidad colectiva que los pueblos indígenas han mantenido 
durante siglos con los ecosistemas fluviales y las mesetas montañosas (Melo, 
2006). La negativa de los registros públicos a otorgar escrituras de propiedad 
comunitaria facilita la entrada de maquinaria pesada contratada por consor-
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cios mineros, lo que provoca la deforestación de grandes extensiones de bos-
ques de niebla y acelera la extinción irreversible de especies de insectos aún 
no estudiadas por la ciencia (Domínguez, 2015). 

Además, los modelos de agronegocios impulsados por tratados de libre 
comercio han debilitado las economías campesinas al fomentar la expansión 
de la palma africana en regiones afectadas por el conflicto armado. Esto ha 
facilitado el acaparamiento de tierras y el desplazamiento violento de comuni-
dades que antes producían alimentos básicos. Ojeda et al. (2015) documentan 
cómo el desvío deliberado de fuentes de agua para irrigar monocultivos acei-
teros ha provocado sequías prolongadas, lo que impide que las comunidades 
nativas mantengan huertas familiares para su autosuficiencia nutricional (Bate-
llo et al., 2004). 

El cercamiento jurídico de las semillas, mediante la imposición de las direc-
trices de la UPOV, priva a los agricultores de su derecho ancestral a reprodu-
cir y compartir libremente material genético adaptado a las condiciones eda-
foclimáticas locales. La criminalización de estas prácticas solidarias convierte 
un recurso biológico desarrollado colectivamente durante generaciones en un 
bien de capital negociable únicamente en el mercado formal, lo que obliga a 
los agricultores a pagar regalías recurrentes por el uso de semillas patentadas 
por corporaciones biotecnológicas multinacionales (Gutiérrez Escobar, 2015; 
Vargas-Chaves, 2024). 

La reivindicación de la soberanía alimentaria se configura como un movi-
miento político global promovido por organizaciones agrarias que buscan 
enfrentar las políticas neoliberales impulsadas por instituciones financieras 
multilaterales, que fomentan la mercantilización total de la naturaleza y la pri-
vatización de servicios ecológicos esenciales para la subsistencia humana. 
Rosset y Martínez (2014) sostienen que la construcción de sistemas agroali-
mentarios democratizados exige la protección de los territorios comunitarios 
frente al avance del capital financiero, así como el fomento de circuitos cortos 
de comercialización que eliminen la intermediación especulativa y aseguren 
precios justos tanto para pequeños productores rurales como para consumi-
dores urbanos en situación de vulnerabilidad. 

La revalorización del conocimiento ecológico tradicional es clave para fre-
nar la degradación de los ecosistemas marinos y terrestres causada por la ex-
plotación industrial pesquera y maderera, orientada a la lógica de la rentabili-
dad financiera a corto plazo. Berkes et al. (2000) sostienen que las prácticas de 
manejo adaptativo desarrolladas por pueblos indígenas a partir de la observa-
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ción prolongada de los ciclos biológicos constituyen herramientas valiosas 
para diseñar planes de conservación ambiental capaces de resistir los impactos 
climáticos extremos asociados al acelerado calentamiento global antropogéni-
co de las últimas décadas. 

Un aspecto central en los debates sobre justicia ambiental es la inequidad 
sistémica en los marcos regulatorios internacionales del comercio de organis-
mos genéticamente modificados. Estos marcos imponen estándares estrictos 
de propiedad intelectual, pero flexibilizan los controles sanitarios y ecológicos 
sobre las importaciones agrícolas multinacionales altamente procesadas (Negi, 
2018). González (2006) señala que las naciones del sur global soportan la ma-
yor parte de los riesgos toxicológicos asociados al cultivo de transgénicos 
tolerantes a herbicidas, enfrentan la contaminación cruzada de sus bancos de 
germoplasma nativo y no reciben compensaciones adecuadas por la pérdida 
irreversible de su biodiversidad agrícola y forestal. 

Finalmente, es preciso remarcar que las disposiciones del derecho consti-
tucional en América Latina incorporan cada vez más el reconocimiento de los 
derechos de la naturaleza como sujeto de protección jurídica autónoma, su-
perando la visión antropocéntrica tradicional que consideraba los ecosistemas 
como simples fuentes de materias primas para la explotación económica. La 
jurisprudencia emergente en materia de derechos bioculturales reconoce la 
interdependencia entre la salud de las cuencas hidrográficas y la preservación 
de los conocimientos tradicionales de las etnias minoritarias, lo que obliga a 
los Estados a adoptar medidas cautelares estrictas para evitar el colapso eco-
lógico inminente causado por la expansión industrial contemporánea (Esco-
bar, 2014). 

1.3 La dicotomía Norte-Sur y el extractivismo epistémico 

El análisis contemporáneo de la biopiratería exige trascender las perspectivas 
exclusivamente mercantiles y adoptar un enfoque basado en la geopolítica del 
conocimiento y en la economía política global. Comprender este fenómeno 
requiere examinar las categorías de norte global y sur global como construc-
ciones sociopolíticas e históricas que condicionan la validación jurídica de la 
producción científica y la provisión de recursos biológicos (Merson, 2000). 

Los estudios decoloniales y las Epistemologías del Sur, fundamentados en 
las tesis de Boaventura de Sousa Santos (2015), evidencian que el sistema in-
ternacional mantiene una división ontológica que legitima la extracción asimé-
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trica de la riqueza biocultural. Esta perspectiva revela que la apropiación de 
recursos genéticos constituye una extensión de las dinámicas de expoliación 
originadas en el periodo colonial, ahora incorporadas en los procesos de la 
biotecnología moderna. 

En este contexto, el análisis del conflicto entre empresas multinacionales 
de los sectores farmacéutico, agroindustrial y biotecnológico y comunidades 
poseedoras de conocimientos tradicionales requiere identificar las asimetrías 
de poder que configuran los reglamentos internacionales vigentes. La brecha 
entre el norte y el sur global evidencia una inequidad en el sistema de protec-
ción de la diversidad biológica, promovida por la mercantilización de orga-
nismos vivos y de los conocimientos tradicionales de las poblaciones indíge-
nas (Sunder, 2007). 

Las potencias industrializadas, con avances significativos en ingeniería ge-
nética, actúan como centros de monopolización comercial, mientras que las 
regiones del sur global, reconocidas por su biodiversidad, enfrentan patrones 
extractivos de carácter neocolonial. El Norte ha establecido una perspectiva 
según la cual el conocimiento generado fuera de sus fronteras carece de enti-
dad jurídica y, por tanto, suele clasificarse como una manifestación folclórica 
sin rigor científico (Escobar, 2014). 

En consecuencia, la descalificación promovida por las oficinas de patentes 
en países desarrollados invisibiliza el conocimiento ancestral sobre usos botá-
nicos y niega un reconocimiento justo a sus creadores. Las invenciones de 
laboratorios occidentales reciben protección exclusiva bajo el derecho mer-
cantil, mientras que los conocimientos curativos tradicionales se relegan a 
categorías antropológicas sin valor económico formalmente reconocido en los 
tratados internacionales (Dutfield, 2001). 

Las críticas a las clasificaciones impuestas por los sistemas de patentes eu-
rocéntricos evidencian que dichas categorías facilitan la transferencia gratuita 
de conocimientos tradicionales de medicina a los mercados internacionales 
(Soejarto, 2005). La violencia inherente a este extractivismo se disfraza de 
discursos de progreso, en los que las autoridades amplían la noción de inno-
vación al reconocer legalmente la separación de una sustancia terapéutica de 
su entorno natural como un acto creativo (Vargas-Chaves, 2026a). 
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Capítulo 2. La bioprospección como vehículo 
de apropiación  

 

2.1. Mecanismos corporativos de exploración biológica 

El sistema internacional de protección de la diversidad biológica atraviesa 
transformaciones impulsadas por la mercantilización persistente de organis-
mos vivos y de los conocimientos tradicionales de las poblaciones indígenas. 
La discrepancia entre las convenciones ambientales y los tratados comerciales 
permite que las empresas multinacionales evadan los pagos compensatorios 
establecidos por las legislaciones nacionales de los países en desarrollo. Un 
agente corporativo puede transferir semillas tradicionales y patentarlas en 
otras jurisdicciones aprovechando las disposiciones del Acuerdo sobre los 
ADPIC (Hamilton, 2006).  

Las oficinas responsables del registro de patentes tienen la facultad de veri-
ficar la inclusión de información sobre el origen geográfico en todas las solici-
tudes relacionadas con material genético silvestre. Robinson et al. (2017) indi-
can que la omisión de esta declaración activa los procedimientos sancionato-
rios contra los solicitantes, aunque el tratado no contempla la revocación au-
tomática del monopolio comercial como sanción principal inicial. 

Las empresas multinacionales del sector farmacéutico y biotecnológico 
emplean diversas herramientas científicas y jurídicas para aislar genes botáni-
cos y moléculas bioactivas presentes en reservas tropicales habitadas por co-
munidades campesinas e indígenas organizadas (Lawrence & Skordis, 2004). 
Por su parte, las empresas dedicadas al desarrollo botánico justifican la priva-
tización de especies argumentando que las formulaciones sintéticas requieren 
inversiones significativas que solo pueden financiarse con la garantía de retor-
nos monopólicos futuros. Sin embargo, algunos estudios, como el de Caste-
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llanos-Navarrete et al. (2021), demuestran que muchos de los componentes 
activos comercializados a nivel mundial provienen de plantas domesticadas 
por generaciones de agricultores en regiones tropicales del sur.  

Al mismo tiempo, la recolección de especímenes silvestres vulnera los 
principios de protección del conocimiento ecológico tradicional, ampliamente 
documentados en la literatura académica sobre el manejo sustentable de sis-
temas naturales biodiversos. Berkes et al. (1994) sostienen que el acervo cog-
nitivo indígena constituye una herramienta de adaptación ambiental que en-
frenta un riesgo inminente de desaparición debido a las dinámicas del merca-
do globalizado. 

Por otro lado, los defensores del libre intercambio corporativo argumentan 
que las legislaciones proteccionistas de acceso limitan el avance científico ne-
cesario para tratar enfermedades graves. Sin embargo, el análisis de las paten-
tes farmacéuticas indica que las multinacionales obtienen mayores beneficios 
económicos al aislar sustancias curativas de la flora amazónica que al investi-
gar moléculas completamente artificiales en laboratorios extranjeros (Tan et 
al., 2006). 

2.1.1. Tecnologías de secuenciación de nueva generación y minería de 
datos 

La innovación tecnológica en biología sintética transforma los procesos de 
extracción al permitir la lectura masiva de genomas sin necesidad de trasladar 
continuamente los especímenes físicos desde sus hábitats originales. Los cen-
tros corporativos emplean sistemas computacionales para analizar las secuen-
cias moleculares de plantas suramericanas y convierten el material botánico en 
información digital, la cual se transmite rápidamente a servidores industriales 
ubicados en el extranjero (Lawson et al., 2022). 

De esta manera, los sistemas digitales de biodiversidad gestionados por 
plataformas virtuales permiten la acumulación de datos botánicos recolecta-
dos durante expediciones financiadas con fondos públicos en países en desa-
rrollo agrícola. Para Dengen et al. (2018), el acceso libre a estos repositorios 
informáticos favorece a empresas privadas que utilizan descripciones etnobo-
tánicas para desarrollar bienes de consumo sin compensar a las comunidades 
proveedoras. 

La convergencia entre las ciencias de la computación y la genética vegetal 
ha consolidado un sistema sustractivo que puede privar a los campesinos de 
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su patrimonio inmaterial sin necesidad de talar árboles nativos americanos. 
Las plataformas de inteligencia artificial replican las funciones terapéuticas de 
especies medicinales utilizando únicamente cadenas numéricas almacenadas 
de forma remota, lo que genera una distancia geográfica y legal que dificulta 
las reclamaciones de las repúblicas suramericanas. 

El problema radica en que el TIRFAA no dispone de mecanismos especí-
ficos para regular la apropiación de datos genómicos de cultivos agrícolas 
alimentarios. Los conglomerados acceden gratuitamente a la información de-
positada en el sistema multilateral y, posteriormente, registran pequeñas varia-
ciones mediante patentes de utilidad, lo que impide a los investigadores loca-
les continuar mejorando las especies alimentarias tradicionales endémicas 
(Schanbacher, 2010). 

De igual manera, el WIPO/GRATK reconoce la necesidad urgente de re-
gular la transferencia de secuencias digitales de recursos genéticos. Como se 
indicó previamente, la obligación de divulgación establecida en este acuerdo 
global exige que los solicitantes informen si la invención biotecnológica se 
deriva del análisis informático de bases de datos vinculadas a ecosistemas na-
tivos ancestrales. 

2.1.2. Modelos de negocio asimétricos en las industrias farmacéutica y 
agroquímica 

Las directrices que rigen las relaciones mercantiles globales consolidan es-
quemas de negocios desiguales en los que las empresas occidentales obtienen 
insumos orgánicos sin costo y los transforman en bienes manufacturados de 
alto valor, dirigidos a consumidores finales afectados por enfermedades. La 
producción de fármacos basada en la herbolaria autóctona genera ingresos 
millonarios en los mercados bursátiles, mientras que las comunidades que 
compartieron sus conocimientos continúan enfrentando condiciones de ex-
trema marginación social (Shiva, 1999). 

Las empresas de producción agraria llevan a cabo procesos continuos de 
fusión económica para formar oligopolios comerciales que controlan la co-
mercialización de plaguicidas, herbicidas químicos y semillas modificadas me-
diante ingeniería genética privatizada. Autores como Bonny (2017), Bernstein 
(2016b), McMichael (2012) y Reardon et al. (2009) señalan que esta consolida-
ción corporativa reduce la competencia y obliga a los productores agrarios a 
adquirir tecnologías integradas, lo que debilita la soberanía alimentaria de los 
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hogares campesinos e incrementa los costos de producción agrícola. A partir 
de lo anterior, es de esperar que el sector agroindustrial dominante desarrolle 
semillas genéticamente modificadas que solo resisten las sustancias tóxicas 
comercializadas por el titular de la patente biotecnológica correspondiente.  

2.1.3. Redes de intermediación y el rol de los "cazadores de genes" lo-
cales 

La rentabilidad de las actividades de bioprospección depende de la colabora-
ción sistemática entre universidades, botánicos locales y organizaciones filan-
trópicas establecidas en regiones con gran biodiversidad (Castree, 2003; Ef-
ferth et al., 2016; Sharma & Pradhan, 2024). Las empresas farmacéuticas y 
biotecnológicas logran desvincular su imagen institucional de los procedi-
mientos de recolección en bosques tropicales al subcontratar universidades 
prestigiosas que acceden a los territorios bajo el pretexto de fines estrictamen-
te académicos e investigativos. Los recolectores locales gestionan permisos de 
exploración simplificados ante las autoridades y omiten declarar los acuerdos 
confidenciales de transferencia de muestras previamente firmados con labora-
torios biotecnológicos extranjeros con alto financiamiento (Fredriksson, 2017; 
Hamilton, 2006; Mateo et al., 2001). 

La falta de inspecciones sobre el destino final de los especímenes recolec-
tados en la categoría de no comercial permite que los hallazgos biológicos 
preliminares sean registrados en jurisdicciones extranjeras tras la cesión de 
derechos económicos. Las entidades supervisoras enfrentan obstáculos tecno-
lógicos para rastrear las redes multinacionales de investigación que transfieren 
moléculas purificadas desde universidades locales a departamentos de desa-
rrollo farmacéutico y biotecnológico en Norteamérica (Fredriksson, 2017). 

Además, la herencia biocultural sufre una degradación significativa cuando 
intermediarios comunitarios publican inventarios etnobotánicos en revistas 
científicas internacionales de acceso abierto, exponiendo los conocimientos 
tradicionales al escrutinio del dominio público digital. Para Dutfield (2000), 
esta divulgación académica precipitada compromete la viabilidad jurídica de 
proteger la información bajo el secreto industrial y fomenta la apropiación 
privada de propiedades botánicas por parte de empresas multinacionales. 

Por su parte, las organizaciones campesinas enfrentan presiones continuas 
de cazadores de genes que llegan a las comunidades ofreciendo compensacio-
nes económicas mínimas a cambio de semillas mejoradas mediante el trabajo 
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comunal ancestral. Sin embargo, el Convenio 169 establece mecanismos para 
proteger las prácticas agrarias únicamente de los pueblos indígenas frente a 
estas intervenciones externas, dejando a los campesinos al margen del ámbito 
de protección.  

2.1.4. El greenwashing en las justificaciones de recolección 

Las empresas biotecnológicas y farmacéuticas implementan estrategias de 
mercadeo relacional que buscan ocultar la monopolización de la vida vegetal 
mediante narrativas de progreso sostenible, preservación ecológica y coopera-
ción filantrópica con pueblos indígenas latinoamericanos. El concepto de 
greenwashing opera como una táctica propagandística eficaz para atraer a 
consumidores urbanos dispuestos a pagar precios elevados por productos con 
sellos de biocomercio ético, supuestamente respetuosos con el medio ambien-
te y con la sociedad (Delmas & Burbano, 2011). 

La industria cosmética impulsa un notable incremento en la demanda de 
insumos botánicos amazónicos, basándose en la premisa no comprobada de 
que la tala selectiva aporta valor comercial a las pluviselvas tropicales. Los 
ecosistemas endémicos enfrentan presiones significativas derivadas de la ex-
tracción intensiva de la flora nativa, mientras las empresas aumentan sus be-
neficios exhibiendo certificaciones ecológicas privadas que carecen de super-
visión oficial y de regulaciones gubernamentales estrictas (De Freitas Netto et 
al., 2020). 

Asimismo, las corporaciones petroleras emplean discursos que prometen la 
restitución biológica y la ausencia de impacto ecológico para obtener permi-
sos de perforación en zonas protegidas habitadas por pueblos indígenas. In-
vestigadores en ecología política han documentado que estas intervenciones 
financieras debilitan las organizaciones comunitarias indígenas al otorgar 
compensaciones mínimas a líderes específicos, lo que genera conflictos inter-
nos que afectan la defensa colectiva de la territorialidad agraria ancestral 
(Rimmer, 2016; South, 2017). 

El activismo acuñó el término biopiratería, propuesto por Vandana Shiva, 
para visibilizar prácticas comerciales abusivas que la publicidad corporativa 
intenta ocultar mediante argumentos sobre innovación tecnológica rural y 
adaptación agrícola al cambio climático. Hamilton (2006) sostiene que las 
demandas contra la biopiratería suscitan debates significativos sobre la legiti-
midad ética del régimen de propiedad intelectual que otorga derechos sobre 
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elementos biológicos naturales originados por la evolución. De hecho, en 
países como Colombia, las regulaciones locales sobre propiedad industrial 
exigen que las empresas acrediten el cumplimiento de los mecanismos de 
consulta previa antes de difundir cualquier publicidad sobre ingredientes her-
báceos autóctonos con propiedades medicinales (Beltrán, 2017; Vallejo Truji-
llo & Álvarez Amézquita, 2023). 

El WIPO/GRATK evidencia las debilidades argumentativas del greenwa-
shing al exigir que los inventores reconozcan públicamente las fuentes del 
conocimiento botánico. Este instrumento legal impide que las multinacionales 
aleguen la creación espontánea de sus desarrollos de laboratorio, obligando a 
los solicitantes de patentes a revelar la relación directa entre la innovación 
industrial y el conocimiento medicinal indígena. 

Por su parte, la Decisión 391 establece, en su artículo 2, que los recursos 
genéticos y sus derivados constituyen bienes pertenecientes al patrimonio de 
los países miembros de la Comunidad Andina. Las transacciones comerciales 
realizadas bajo el pretexto de compensaciones ambientales no pueden modifi-
car el carácter inalienable, inembargable e imprescriptible de la materia bioló-
gica subregional, que permanece protegida frente a la presión del biocomer-
cio, en particular de las empresas multinacionales de los sectores farmacéuti-
co, agroindustrial y biotecnológico. 

2.2. Vacíos legales y estrategias jurídicas de las multinaciona-
les 

El marco jurídico internacional relativo a los componentes orgánicos y las 
patentes de invención revela asimetrías institucionales diseñadas desde hace 
décadas para salvaguardar los intereses financieros de las potencias acreedoras 
en el ámbito biotecnológico global. Los acuerdos bajo la supervisión de la 
Organización Mundial del Comercio establecen obligaciones estrictas e inape-
lables para proteger los activos intangibles de las empresas del sector farma-
céutico y biotecnológico, en contraste con el Convenio sobre la Diversidad 
Biológica, que se basa en normativas nacionales fragmentadas y con capacidad 
coercitiva limitada. 

Las grandes corporaciones aprovechan las diferencias regulatorias entre las 
naciones del Sur Global y trasladan fragmentos genómicos y portafolios de 
patentes a jurisdicciones con mayor flexibilidad mercantil. Esta estrategia de 
arbitraje legal consiste en sintetizar moléculas activas en instalaciones fuera de 
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la región de origen y, posteriormente, registrar las invenciones ante oficinas 
europeas o estadounidenses, donde no existen restricciones protectoras de 
carácter indígena. 

2.2.1. Jurisdicciones laxas y el arbitraje de regulaciones ambientales 

Las empresas biotecnológicas orientan la obtención de tejidos celulares, con-
centrando sus operaciones extractivas en estados cuyas burocracias ambienta-
les carecen de personal especializado y de herramientas adecuadas para verifi-
car el cumplimiento de los contratos condicionados.  

Los consorcios económicos presionan a las administraciones de estos paí-
ses del sur global para reducir los requisitos de evaluación de los daños am-
bientales, condicionando la inversión de capital a la obtención expedita de 
salvoconductos forestales en territorios selváticos protegidos. Los fondos de 
inversión recurren rápidamente a tribunales arbitrales internacionales para 
iniciar litigios financieros de gran magnitud contra los Estados que buscan 
imponer tributos elevados y restringir las patentes derivadas de la apropiación 
de aislamientos fitoquímicos activos (Kim, 2021). 

La vulnerabilidad de estos países se incrementa debido a las disposiciones 
de solución de controversias incluidas en los tratados de libre comercio fir-
mados de forma bilateral con las principales economías de Norteamérica y 
Europa occidental (Khan, 2022). Estos tratados otorgan facultades excepcio-
nales a los tribunales de arbitraje comercial para limitar las iniciativas legislati-
vas de las asambleas locales orientadas a eliminar las patentes sobre organis-
mos vivos obtenidas a partir de componentes florales y microbianos naciona-
les. 

2.2.2. La información digital sobre secuencias  

La información digital sobre secuencias permite desvincular el patrimonio 
genético del organismo físico, separando el componente biológico vivo de las 
secuencias moleculares que generan valor industrial y posibilitando la clona-
ción artificial de las moléculas originales en instalaciones cerradas en el extran-
jero (Nehring, 2022; Lawson et al., 2022). 

La codificación electrónica de los nucleótidos afecta significativamente la 
estructura jurídica del Convenio sobre la Diversidad Biológica, que condicio-
na el acceso equitativo a beneficios económicos al traslado material del ejem-
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plar protegido por la soberanía estatal. Lawson y Rourke (2022) señalan que 
las élites genómicas obtienen beneficios de las secuencias biológicas desmate-
rializadas sin cumplir con las compensaciones comunitarias, amparándose en 
la argumentación errónea de que las bases de datos genéticas internacionales 
constituyen bienes públicos mundiales indivisibles y libres. 

Además, los algoritmos numéricos codificadores del patrón de vida de las 
plantas medicinales guardan la huella histórica del conocimiento indígena 
tradicional que condujo originalmente a los taxónomos a identificar esas va-
riedades específicas. Las empresas biotecnológicas pelean para garantizar el 
acceso electrónico irrestricto a estos códigos genéticos, obstruyendo todas las 
tentativas de los foros multilaterales de instaurar sistemas de tributación sobre 
el tráfico global de datos microbiológicos secuenciados (Nehring, 2022).    

En contraste, las comunidades rurales carecen de los recursos tecnológicos 
y financieros necesarios para monitorear eficazmente los miles de archivos 
digitales que se incorporan continuamente a los sistemas del Consorcio Inter-
nacional de Bases de Datos de Secuencias de Nucleótidos. La supervisión del 
uso de información genética sintetizada requiere una reestructuración urgente 
de los preceptos comerciales regulados por la Organización Mundial del Co-
mercio, con el fin de sancionar las formas de biopiratería virtual frecuente-
mente practicadas en los recientes periodos industriales.  

Las modificaciones mínimas realizadas mediante modelos informáticos 
matemáticos no constituyen invenciones genuinas y no justifican la concesión 
de derechos monopólicos sobre los códigos esenciales del crecimiento vege-
tal, históricamente resguardados por los agricultores nativos (Dal Monico, 
2024). No obstante, la ausencia de normativas aduaneras actualizadas en ma-
teria de transmisiones telemáticas facilita la fuga inadvertida del patrimonio 
nacional de variedades fitoquímicas hacia empresas ubicadas en el norte glo-
bal. 

2.2.3. Bloqueo de la investigación endógena mediante patentes defen-
sivas 

Las empresas farmacéuticas y biotecnológicas desarrollan portafolios de pa-
tentes disuasorias, utilizando términos amplios para cubrir funciones aún no 
identificadas de organismos genéticamente estudiados en ecosistemas foresta-
les. Ho (2006) sostiene que estas patentes imprecisas crean barreras significa-
tivas para la investigación, limitando el desarrollo de fármacos alternativos 
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para enfermedades tropicales por parte de académicos sudamericanos, quie-
nes deben evitar infringir legislaciones internacionales estrictas. 

Estas fronteras de propiedad industrial restringen la investigación en los 
laboratorios estatales, debido al temor constante a sanciones impuestas por 
tribunales internacionales con criterios poco definidos. Los biólogos de países 
en desarrollo enfrentan obstáculos significativos para investigar especies vege-
tales tradicionales, especialmente cuando las empresas titulares de derechos de 
propiedad intelectual imponen tarifas elevadas por el uso de secuencias gené-
ticas naturales. 

Las solicitudes de patentes defensivas modifican los principios compensa-
torios del Convenio sobre la Diversidad Biológica y convierten la colabora-
ción inicial en estrategias excluyentes que reducen las oportunidades comer-
ciales para las empresas emergentes. Por ello, es necesario proteger las prácti-
cas agrarias autóctonas y reformar los criterios analíticos de las entidades cer-
tificadoras de patentes para garantizar un seguimiento riguroso del conoci-
miento tradicional.  

En este contexto, el Acuerdo sobre los ADPIC no incluye disposiciones 
que limiten las estrategias de bloqueo inventivo utilizadas por corporaciones 
con respaldo legal internacional. Al final, esta asimetría normativa se evidencia 
cuando los países en desarrollo enfrentan amenazas de sanciones arancelarias 
destinadas a desalentar la protección de los derechos colectivos de los agricul-
tores sobre semillas endémicas. 
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Capítulo 3. La propiedad intelectual sobre 
desarrollos asociados a productos y procedi-

mientos asociados con la vida 

 

Los sistemas jurídicos internacionales de propiedad intelectual han experi-
mentado transformaciones normativas que incorporan el material biológico 
en la lógica de apropiación privada, mediante derechos exclusivos que restrin-
gen el uso libre de la biodiversidad y de los recursos por parte de las comuni-
dades originarias (Vargas-Chaves, 2026a). La normativa andina establece lími-
tes claros a estas tendencias mercantiles mediante instrumentos supranaciona-
les, como la Decisión 391 de 1996, que consagra la soberanía inalienable de 
los Estados nacionales sobre sus propios recursos genéticos 

El régimen común de acceso a los recursos genéticos exige la celebración 
de un contrato gubernamental previo para cualquier prospección biológica 
que involucre el patrimonio natural y el conocimiento tradicional asociado a 
especies tropicales y establece barreras legales contra la sustracción indebida 
de tejidos vivos. Las controversias jurídicas entre corporaciones biotecnológi-
cas occidentales y Estados biodiversos han suscitado debates doctrinales so-
bre la legitimidad de otorgar derechos exclusivos sobre elementos preexisten-
tes en la naturaleza, como señalan Restrepo Orrego (2006) y Salazar Loggio-
dice (2004), lo que ha transformado las dinámicas de dominación territorial de 
los pueblos indígenas. 

En efecto, el sistema clásico de propiedad industrial fue concebido para 
proteger invenciones inanimadas y mecánicas, exigiendo el cumplimiento 
estricto de la novedad, el nivel inventivo y la aplicación industrial como requi-
sitos para la concesión de las patentes (De la Cruz, 2010; Vargas-Chaves, 
2026b). La biotecnología moderna ha obligado a los examinadores a reinter-
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pretar los criterios técnicos para adaptar las categorías jurídicas existentes a los 
organismos modificados genéticamente, que son aislados y purificados de 
forma sistemática en laboratorios corporativos de países industrializados (Ve-
lasco Páez, 2003). 

La jurisprudencia estadounidense ha liderado una tendencia expansionista 
al establecer, mediante sentencias emblemáticas, que cualquier manufactura o 
composición de materia, producto del ingenio científico, es susceptible de 
patentamiento, incluso si se trata de un organismo biológico con vida propia. 
La sentencia de la Corte Suprema de los Estados Unidos en el caso Diamond 
v. Chakrabarty determinó que una bacteria modificada genéticamente para 
degradar componentes de petróleo constituía materia patentable bajo las leyes 
del sistema de propiedad industrial (Diamond v. Chakrabarty, 1980). 

La decisión judicial mayoritaria fundamentó su argumentación en que el 
microorganismo reclamado presentaba características funcionales distintas a 
cualquier bacteria encontrada en su estado natural, convirtiéndose, por efecto 
de la alteración de laboratorio, en un producto exclusivo del intelecto humano 
aplicado. Los magistrados disidentes argumentaron que la extensión indiscri-
minada de la protección monopólica a los organismos biológicos sin mandato 
expreso constituía una intromisión excesiva de los jueces en las facultades 
constitucionalmente exclusivas del poder legislativo nacional. 

De hecho, anteriormente, la judicatura estadounidense ya había denegado 
una concesión biológica en el caso Funk Brothers v. Kalo Inoculant, estable-
ciendo que la mezcla comercial de varias especies de bacterias agrarias con 
propiedades inhibidoras naturales no cumplía con el estándar jurídico de una 
invención patentable. El tribunal determinó que las cualidades funcionales y 
simbióticas de los microorganismos presentes en las raíces de las plantas 
constituían un fenómeno biológico inherente a las leyes naturales y pertene-
ciente al dominio público global. 

En este mismo contexto, cabe destacar que el Acuerdo sobre los ADPIC 
protege las invenciones biotecnológicas en todos los ámbitos tecnológicos e 
industriales a nivel global. La estandarización internacional de estas normas ha 
generado un entorno jurídico favorable para la expropiación comercial de 
recursos biológicos provenientes de las selvas del sur global, lo que facilita 
prácticas extractivistas que afectan el patrimonio inmaterial de las comunida-
des locales agrarias (Acosta & Chaparro-Giraldo, 2009). 
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3.1. Patentes y material biológico 

Las autoridades de los países del norte global continúan ampliando el concep-
to de innovación al reconocer legalmente que la separación de una sustancia 
terapéutica de su entorno natural constituye un acto creativo suficiente para 
otorgar derechos privados y comerciales exclusivos. Cuando una empresa 
transforma una planta medicinal local en un medicamento sintético, las com-
pañías biotecnológicas pueden reclamar derechos exclusivos sobre las fórmu-
las químicas resultantes. Según Laird (2010), esta práctica excluye económi-
camente a los pueblos indígenas sudamericanos, quienes han utilizado estas 
especies forestales durante siglos. 

La concesión reiterada de derechos de exclusividad sobre animales y mate-
rial genético humano ha generado controversias éticas que requieren evaluar 
el beneficio clínico obtenido por las empresas del sector farmacéutico y bio-
tecnológico en comparación con el sufrimiento animal y los riesgos ecosisté-
micos irreversibles derivados de la modificación orgánica no regulada a nivel 
global.  

La Oficina Europea de Patentes enfrentó este dilema al analizar la solicitud 
relativa al roedor transgénico oncorratón, modificado genéticamente mediante 
la inserción de un oncogén activado para inducir patologías cancerígenas leta-
les con fines de investigación (European Patent Office, 1991). En este caso en 
particular, la Junta Técnica de Apelaciones de la Oficina Europea de Patentes 
emitió en 1990 una decisión de segunda instancia que estableció que la excep-
ción prohibitiva prevista en el artículo 53, literal b, del Convenio sobre la Pa-
tente Europea se aplicaba estrictamente a determinadas categorías. El tribunal 
técnico determinó que la oficina examinadora debía evaluar, en primer lugar, 
si la alteración celular inducida en el mamífero contravenía el orden público y 
la moralidad ciudadana conforme a los principios establecidos en el artículo 
53, literal a, del mismo tratado. 

La división revisora europea concluyó que la utilidad científica demostrada 
del ratón modificado para el avance de los tratamientos oncológicos superaba 
las preocupaciones animalistas sobre el dolor físico inducido deliberadamente 
al espécime de laboratorio durante su vida en cautiverio. Sin embargo, las 
objeciones morales de diversas agrupaciones ecologistas resaltaron el riesgo 
ético de reducir a los seres sintientes a simples instrumentos de capitalización 
comercial, en beneficio de la industria médica y de los centros de investiga-
ción privados (Merson, 2000). 
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Los derechos biotecnológicos vulneran principios constitucionales al per-
mitir la comercialización especulativa de la vida y al fomentar un sistema eco-
nómico que recompensa el reduccionismo orgánico en los laboratorios bioló-
gicos contemporáneos (MacQueen, 1994). La defensa de las organizaciones 
sociales frente a la privatización indiscriminada del material genético ha in-
corporado principios fundamentales basados en la subsistencia colectiva, re-
afirmando que la justicia alimentaria y el acceso a tratamientos sanitarios loca-
les dependen del libre tránsito biológico intergeneracional (Micarelli, 2018). 

La reducción de los elementos de la biodiversidad a simples invenciones 
mercantiles ignora la dimensión sagrada que las comunidades originarias atri-
buyen a sus territorios ancestrales y a las especies botánicas que sustentan sus 
prácticas curativas milenarias, sin intervención de transacciones monetarias 
capitalistas. Así, la privatización legal de estas formas de vida biológica produ-
ce, según Gadgil et al. (1993) y Micarelli (2020), una ruptura ontológica irre-
conciliable entre las concepciones occidentales de propiedad exclusiva y las 
cosmovisiones integradoras de los pueblos indígenas, que rechazan la frag-
mentación del ecosistema nativo en beneficio de intereses externos. 

De hecho, al analizar el Acuerdo sobre los ADPIC, las directrices exigen a 
los países signatarios que establezcan un sistema jurídico eficaz para proteger 
todas las obtenciones vegetales, ya sea mediante normativas de propiedad 
industrial o mediante un régimen proteccionista local con parámetros sui ge-
neris. En este sentido, diversas organizaciones campesinas y movimientos 
sociales han criticado esta disposición comercial, argumentando que legitima 
la exclusión de los pequeños agricultores tradicionales frente a las políticas de 
innovación agropecuaria promovidas por grandes empresas multinacionales 
de los sectores farmacéutico y biotecnológico (Rosset, 2003; Shiva, 2016). 

Las disputas diplomáticas en torno a este marco internacional evidencian 
una profunda desigualdad estructural entre las potencias industriales, que bus-
can proteger sus inversiones biotecnológicas multinacionales, y los Estados 
del sur global, que resguardan repositorios genómicos de acceso libre y patri-
monio colectivo. Por lo anterior, la integración obligatoria de regímenes co-
merciales de protección vegetal ha generado controversias normativas inter-
nas en países pluralistas, que deben equilibrar las demandas mercantiles exter-
nas con los principios constitucionales que defienden la inalienabilidad del 
patrimonio genético originario frente al acaparamiento privado. 

Al respecto, coincidimos con Dutfield (2010) en que las directrices limitan 
significativamente la capacidad legislativa de los países del sur global al impo-
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ner modelos de propiedad basados exclusivamente en el incentivo económico 
derivado de la exclusividad mercantil. Esta imposición de normas sobre la 
propiedad inmaterial desatiende las reivindicaciones históricas relativas a la 
soberanía alimentaria de las comunidades rurales, que demandan el reconoci-
miento oficial de los sistemas informales de intercambio de semillas y el res-
peto a la territorialidad campesina (Parraguez-Vergara et al., 2018). 

Incluso los tratados de libre comercio bilaterales suscritos por estos países 
han intensificado las presiones regulatorias, obligando a los legisladores a en-
durecer las leyes de propiedad intelectual y a restringir las excepciones de pa-
tentabilidad originalmente contempladas en los acuerdos multilaterales, y, 
como añadidura, las reformas jurídicas impuestas como requisito para el in-
tercambio de bienes manufacturados han eliminado progresivamente las sal-
vaguardas ambientales que impedían el patentamiento de secuencias genéticas 
identificadas en la Amazonía, subordinando la preservación ecológica nacio-
nal a las demandas del comercio globalizado (Espinosa, 2004). 

3.1.1 Excepciones a la patentabilidad en el marco del Acuerdo sobre los 
ADPIC 

La teoría jurídica del aislamiento orgánico ha sido el fundamento doctrinal 
predominante para la validación procesal del patentamiento de secuencias de 
ADN que codifican proteínas celulares de alto valor económico para la indus-
tria farmacéutica y biotecnológica global. 

La consolidación de la biotecnología moderna durante las décadas de 1980 
y 1990 trajo consigo desafíos sin precedentes para el sistema clásico de paten-
tes, diseñado originalmente para proteger invenciones mecánicas e inanima-
das. El caso que definió los contornos de esta doctrina giró en torno a la gli-
coproteína eritropoyetina, una molécula de inmensa importancia médica que 
estimula la producción de glóbulos rojos en el torrente sanguíneo humano. El 
dominio sobre la síntesis de esta proteína representaba no solo un avance 
científico monumental para el tratamiento de la anemia, sino también un mo-
nopolio comercial multimillonario. 

En 1991, la Corte de Apelaciones del Circuito Federal de los Estados Uni-
dos se vio obligada a resolver una compleja disputa de prelación temporal 
entre dos gigantes farmacéuticos en el emblemático caso Amgen v. Chugai. El 
tribunal debía determinar qué entidad había logrado primero la "invención" 
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de las secuencias de ADN purificadas y aisladas que codificaban la eritropoye-
tina. 

El fallo emitido por esta corte estableció criterios estrictos y restrictivos 
para la demostración probatoria de desarrollos biotecnológicos complejos a 
nivel molecular. Hasta ese momento, existía un vacío interpretativo sobre qué 
constituía exactamente la "concepción" de una invención genética, un debate 
que oponía la formulación de un método de búsqueda genómica a la obten-
ción material del gen. La Corte determinó que un investigador biológico no 
puede acreditar la concepción de un gen genérico basándose únicamente en 
una estrategia teórica. Trazar un plan de investigación, por muy detallado que 
sea, no equivale a poseer la invención en el ámbito de las secuencias de ácido 
nucleico, dada la alta imprevisibilidad de la clonación genética de la época 
(Amgen v. Chugai). 

Por lo tanto, la jurisprudencia exigió de manera ineludible la separación fí-
sica de la molécula para demostrar la existencia de un método operativo y 
tangible. Esta exigencia materializó el requisito de que la invención sea sus-
ceptible de verificación judicial objetiva, consolidando el acto de "aislar" y 
"purificar" como el paso inventivo fundamental. 

Más allá de la concepción, el caso abordó un elemento central del derecho 
de patentes: la exigencia judicial de suficiencia descriptiva (o enablement). 
Este principio busca evitar que las corporaciones mantengan derechos am-
plios y genéricos sobre campos científicos enteros sin haber aportado el co-
nocimiento necesario para reproducir todas las variaciones reclamadas. 

En su solicitud, Amgen intentó reclamar derechos exclusivos no solo so-
bre la secuencia específica que había logrado aislar, sino también sobre todos 
los posibles análogos mutados de la glicoproteína eritropoyetina que tuvieran 
la misma actividad biológica. Esta estrategia buscaba crear una barrera de 
propiedad industrial infranqueable frente a cualquier competidor que realizara 
modificaciones menores en la proteína. 

Sin embargo, la sentencia invalidó las extensas reclamaciones del laborato-
rio y determinó que la solicitud solo describía la síntesis de un número limita-
do de secuencias de aminoácidos. El tribunal sentó un precedente histórico al 
establecer que la monopolización de un campo científico completo requiere 
una descripción técnica plenamente habilitante, lo que impide que las patentes 
biotecnológicas se conviertan en herramientas de bloqueo especulativo. 
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3.1.2 El aislamiento y la purificación química como justificación de la 
"invención" 

El avance de la ingeniería genética generó rápidamente un nuevo paradigma 
jurídico en torno al requisito de "no obviedad" o "nivel inventivo". Específi-
camente, la jurisprudencia estadounidense debió analizar la supuesta corres-
pondencia automática entre la divulgación científica previa de una proteína y 
la obviedad deducible de su genoma derivado. 

Este debate se cristalizó durante la revisión de la apelación del emblemáti-
co caso In re Bell. La controversia científica y legal radicaba en determinar si 
el conocimiento público de la secuencia de aminoácidos de una proteína hacía 
que la secuencia de ADN que la codifica fuera obvia para un experto en la 
materia, lo que anularía su patentabilidad. 

El caso en cuestión se centraba en la estructura secuencial del factor de 
crecimiento insulínico, una molécula biológica descrita previamente en el es-
tado de la técnica (arte previo). Los solicitantes reclamaban derechos sobre las 
secuencias de ADN que codificaban específicamente los factores de creci-
miento insulínicos humanos. 

Inicialmente, la autoridad administrativa de propiedad intelectual denegó 
categóricamente la solicitud de patente. El examinador consideró que, dado 
que la secuencia de la proteína ya era conocida y existían métodos rutinarios 
para aislar genes, la estructura secuencial sugería directamente al investigador 
la formación de las moléculas de ácido nucleico reclamadas. 

Esta postura inicial de la oficina de patentes representaba una amenaza 
significativa para la industria biotecnológica, ya que implicaba que la secuen-
ciación de genes a partir de proteínas conocidas se consideraría una práctica 
obvia, lo que cerraría la puerta al patentamiento de miles de secuencias genéti-
cas humanas y vegetales. 

Frente a esta negativa, los inventores apelaron argumentando las compleji-
dades biológicas de la genética molecular. Los jueces federales del Circuito de 
Apelaciones intervinieron y revocaron la decisión restrictiva de la oficina gu-
bernamental. El fundamento de esta revocación radicó en una comprensión 
más profunda de la degeneración del código genético. 

El tribunal consideró la extensa redundancia de las instrucciones de codifi-
cación biológica. En biología molecular, múltiples codones (combinaciones de 
tres nucleótidos) pueden codificar un mismo aminoácido. Por consiguiente, 
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conocer la proteína no proporciona una única secuencia de ADN, sino un 
amplio abanico de posibilidades. 

Teóricamente, esta redundancia permite la existencia de un volumen con-
siderable de secuencias alternativas, compuestas por millones de nucleótidos, 
que pueden organizarse de manera divergente e impredecible. En el caso del 
factor de crecimiento insulínico, existían más de 10^36 secuencias posibles de 
ácido nucleico que podrían haber codificado la proteína. 

El tribunal concluyó que la multiplicidad incalculable de configuraciones 
teóricas impedía al experto realizar un razonamiento deductivo inmediato. En 
otras palabras, la simple existencia de un método general para aislar genes no 
hacía "obvia" la secuencia específica reclamada entre trillones de posibilidades 
teóricas. 

Este razonamiento sirvió para justificar legalmente el esfuerzo investigati-
vo necesario para aislar un código genético humano específico e individuali-
zado, reafirmando el aislamiento como un acto inventivo protegible. No obs-
tante, desde una óptica sociológica y ambiental, la técnica de aislamiento celu-
lar sigue siendo cuestionada por movimientos sociales agrarios; para estas 
organizaciones, la separación física de una biomolécula orgánica no constituye 
un conocimiento intelectual genuinamente nuevo, sino la aplicación de una 
técnica estandarizada y repetitiva en laboratorios farmacéuticos. 

3.2 Mecanismos de apropiación  

Las empresas de agroquímicos emplean diversas estrategias jurídicas ampara-
das en la propiedad intelectual para consolidar un control absoluto sobre los 
desarrollos técnicos relacionados con el manejo fitosanitario de plagas y con 
la medicina poblacional en países biodiversos. Pese a ser un marco proteccio-
nista a favor de los recursos genéticos, el marco normativo andino crea pro-
cedimientos burocráticos de apropiación que otorgan derechos exclusivos 
estrictos, lo que impide que competidores fabriquen o distribuyan obtencio-
nes vegetales durante un periodo fijo de 20 a 25 años continuos e ininterrum-
pidos (Restrepo Orrego, 2006).  

El ejercicio comercial de estas prerrogativas exclusivas genera barreras 
económicas significativas que restringen el acceso a tratamientos curativos 
urgentes y aumentan considerablemente los costos de producción agrícola 
para el campesinado, sujeto a las dinámicas del mercado global de semillas 
corporativas. A esto se suman las patentes sobre algunas tecnologías agrícolas, 
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como compuestos, aditivos, plaguicidas o abonos, que dependen de semillas 
registradas por las propias empresas fitomejoradoras.  

En materia de invenciones farmacéuticas, los marcos supranacionales eu-
ropeo y andino de propiedad industrial permiten la concesión simultánea de 
patentes tanto sobre el producto físico como sobre el procedimiento técnico 
de obtención, lo que incrementa los obstáculos legales para los investigadores 
independientes de universidades que buscan desarrollar metodologías alterna-
tivas accesibles. Así, la adjudicación múltiple del compuesto orgánico purifi-
cado y de las etapas químicas requeridas para su extracción natural refuerza la 
acumulación excesiva de beneficios privados, consolidando la hegemonía en 
el suministro de insumos médicos destinados a combatir enfermedades en-
démicas en países en desarrollo (Shiva, 1999). 

3.2.1. Patentes de producto, procedimiento y de uso secundario 

Las patentes de producto afectan directamente el sustrato material de la in-
vención biológica, otorgando protección legal a los microorganismos modifi-
cados genéticamente y a las formulaciones terapéuticas sintetizadas de forma 
aislada en laboratorios del hemisferio norte industrializado. Este tipo de pro-
tección legal otorga un monopolio absoluto sobre la invención biológica y 
sanciona rigurosamente, como señala Timmermans (2003), la comercializa-
ción de una sustancia idéntica, independientemente del método utilizado por 
terceros para producirla o purificarla sin autorización. 

Las protecciones exclusivas de procedimiento resguardan las secuencias 
operativas, las metodologías técnicas y las reacciones bioquímicas que generan 
un resultado productivo específico o una solución botánica purificada de uso 
industrial en mercados internacionales y farmacéuticos (Sukhwani, 2012). 

La figura controvertida del uso secundario consiste en otorgar protección 
legal a una nueva indicación farmacológica identificada posteriormente para 
un medicamento preexistente que ya era de dominio público en la práctica 
médica contemporánea (Vargas-Chaves et al., 2021). La industria farmacéutica 
ejerce presión para debilitar las prohibiciones comunitarias sudamericanas, 
promoviendo interpretaciones judiciales que permitan la extensión del cobro 
de regalías a medicamentos con leves modificaciones posológicas o con nue-
vas eficacias en patologías recientemente diagnosticadas. 
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3.2.2. Certificados de obtención vegetal frente a la soberanía alimenta-
ria 

La UPOV regula un conjunto de normativas globales vinculantes que otorgan 
acreditaciones formales a los desarrolladores de plantas genéticamente mejo-
radas y establecen restricciones legales estrictas sobre el intercambio agrope-
cuario y solidario de semillas nativas. Diversas asociaciones populares y agra-
rias sostienen que el modelo privativo debilita la pertenencia comunitaria so-
bre los recursos botánicos y, según Altieri y Toledo (2011), compromete la 
justicia alimentaria al facilitar la apropiación indebida de germoplasmas tradi-
cionales campesinos que solo han experimentado modificaciones fenotípicas 
marginales en invernaderos corporativos (Cordonier Segger & Phillips, 2015). 

La aplicación excesiva del derecho penal en el ámbito biotecnológico agra-
rio permite investigaciones institucionales y la destrucción de bancos comuni-
tarios de semillas cuando las autoridades detectan variedades botánicas consi-
deradas sospechosas en comparación con las registradas por laboratorios pri-
vados. Esta represión judicial de la subsistencia agraria refuerza un sistema de 
subordinación tecnológica global, forzando a los agricultores locales a depen-
der de ciclos continuos de semillas transgénicas de bajo rendimiento, vincula-
das normativamente al uso intensivo de herbicidas industriales patentados por 
empresas químicas extranjeras (Ceccon, 2008). 

3.2.3 Exclusividad sobre datos de prueba y protección de secretos em-
presariales 

La exigencia administrativa de presentar extensos estudios clínicos y verifica-
ciones toxicológicas concluyentes ante las autoridades sanitarias públicas para 
obtener autorizaciones comerciales de plaguicidas genera un costo financiero 
considerable que únicamente las potencias comerciales occidentales pueden 
asumir y reflejar sin dificultad en sus balances auditados (León, 2004). Los 
monopolios legales, establecidos temporalmente sobre los expedientes de 
prueba, obstaculizan de manera sistemática, como indica Salinas Montes 
(2024), a los competidores emergentes del sur global, retrasando durante años 
la introducción de compuestos biológicos agroquímicos asequibles para la 
población rural de bajos ingresos en países económicamente dependientes.  

De este modo, los secretos comerciales corporativos constituyen una for-
ma paralela de apropiación intelectual ilimitada en el tiempo, utilizada para 
proteger información confidencial sobre métodos bioquímicos de extracción 
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celular y sobre redes logísticas de proveedores de lianas medicinales en zonas 
selváticas remotas. Además, la normativa andina exige la observancia estricta 
de esta categoría intangible de propiedad, establecida en el artículo 91 de la 
Decisión 486, que establece que el conocimiento industrial debe poseer un 
valor económico real derivado de su confidencialidad, mantenida mediante 
estrategias rigurosas de custodia organizacional. 

La protección mercantil basada en la confidencialidad corporativa genera 
un riesgo social significativo para los pueblos indígenas depositarios de cono-
cimientos biológicos tradicionales, ya que el secreto no requiere trámites de 
inscripción pública susceptibles de impugnación judicial por los legítimos 
propietarios del patrimonio biológico. Acea Valdés (2016) advierte que cuan-
do un conglomerado farmacéutico se apropia indebidamente de fórmulas 
botánicas indígenas bajo el amparo del secreto industrial, priva a las comuni-
dades tradicionales y a los pueblos indígenas en el sur global de los mecanis-
mos legales adecuados y oportunos para frenar el extractivismo comercial. 

Finalmente, cabe resaltar que la protección de la información no divulgada 
permite a las matrices de laboratorios multinacionales mantener indefinida-
mente su ventaja comparativa frente a las empresas de medicamentos genéri-
cos, que carecen de los recursos financieros necesarios para replicar los exten-
sos protocolos de ensayo toxicológico requeridos (León Vega, 2014). Las 
normativas nacionales de los países latinoamericanos enfrentan el desafío 
constante de aplicar leyes que sancionan la competencia desleal y la violación 
de la confidencialidad, sin obstaculizar los mecanismos de transferencia tec-
nológica solidaria que las instituciones de salud pública consideran esenciales 
para atender emergencias comunitarias (Dutfield, 2000). 

3.2 El requisito de divulgación de origen en las solicitudes 
internacionales 

El marco legal de la Comunidad Andina ha ejercido un liderazgo al establecer, 
en el artículo 26 de su normativa supranacional, la exigencia de un origen líci-
to, lo que condiciona el otorgamiento de privilegios inventivos a la presenta-
ción de un contrato de acceso válido. En este sentido, debe destacarse que las 
oficinas examinadoras locales requieren la prueba registral de autorización de 
la oficina de propiedad industrial cuando existen indicios claros de uso co-
mercial de principios moleculares descritos en los procesos tecnológicos pre-
sentados por laboratorios occidentales. 
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A su vez, la normativa colombiana reguló en detalle las investigaciones so-
bre los recursos naturales en su territorio mediante el Decreto 1076 de 2015 y 
la Resolución 1348 de 2014, emitidos por las autoridades ministeriales respon-
sables de la protección del entorno ecológico forestal y selvático neotropical. 
Estas resoluciones establecen que la extracción celular de secuencias de ácido 
desoxirribonucleico y las solicitudes de patente relativas a propiedades tera-
péuticas de plantas nativas constituyen un acceso genético sujeto, de manera 
irrevocable, al escrutinio de la autoridad. 

3.3. Viabilidad de las alternativas sui generis frente al sistema 
occidental 

La creación soberana de regímenes normativos excepcionales ofrece solu-
ciones de protección específicamente adaptadas al acervo inmaterial de los 
pueblos indígenas, con el objetivo de contrarrestar las deficiencias estructura-
les del modelo tradicional de invenciones orientadas a la maximización de las 
ganancias corporativas (Del Castillo Matamoros & Ramírez Noy, 2017). De 
esta manera, la formulación de marcos legales gubernamentales de protección 
atípica e intercultural promueve el respeto por los recursos hídricos selváticos 
y refuerza la autonomía de las comunidades aisladas para decidir sobre la ex-
plotación comercial de sus conocimientos tradicionales. 

Las normas consuetudinarias se oponen directamente a los intereses de 
empresarios que intentan registrar marcas comerciales derivadas de lenguas 
nativas, lo que protege los nombres sagrados asociados a la identidad cultural 
sudamericana frente a los registros estatales (Gómez Lee, 2017; Restrepo Or-
rego, 2006). Así, los esfuerzos conservacionistas de los pueblos indígenas en-
frentan desafíos epistemológicos persistentes, generados por actores multina-
cionales que desestiman el conocimiento empírico local e imponen criterios 
económicos asimétricos para valorar los santuarios de biodiversidad, como los 
ubicados en la cuenca fluvial sudamericana.  Finalmente, cabe resaltar que la 
soberanía de los pueblos en la gestión forestal nativa, junto con la protección 
legislativa de la memoria botánica ancestral, constituye una defensa normativa 
sólida frente al sometimiento del norte global, documentado por Beltrán 
(2017) y Gutiérrez Escobar (2015), al abordar la resistencia del sur global.  
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Capítulo 4. El régimen de acceso y reparto de 
beneficios 

 

4.1. Contexto, antecedentes y evolución del Convenio sobre 
la Diversidad Biológica, el Protocolo de Nagoya y los avan-
ces en las Conferencias de las Partes  

El ordenamiento jurídico internacional para la gestión de la biodiversidad 
experimentó un cambio sustancial durante las últimas tres décadas, transitan-
do desde la idea inicial de los recursos genéticos como patrimonio común 
hasta la consolidación de la soberanía estatal y los debates actuales sobre el 
multilateralismo digital y la justicia de los pueblos.  

El análisis de la biopiratería y de las herramientas institucionales desarro-
lladas para combatirla requiere un estudio minucioso del Convenio sobre la 
Diversidad Biológica, de las fallas operativas del Protocolo de Nagoya y del 
cambio en las agendas políticas de las Conferencias de las Partes (COP), espe-
cialmente tras los resultados obtenidos en la COP16 celebrada en Cali, Co-
lombia. 

El Convenio sobre la Diversidad Biológica estableció que el acceso a los 
recursos genéticos depende del Consentimiento Fundamentado Previo y del 
establecimiento de Condiciones Mutuamente Acordadas entre la parte pro-
veedora y el agente interesado en su uso científico o comercial. Asimismo, el 
Artículo 8(j) del tratado exhortó a los Estados a respetar y preservar los cono-
cimientos y prácticas de los pueblos indígenas, comunidades étnicas y campe-
sinos, esenciales para la conservación y el uso sostenible de los componentes 
biológicos en sus respectivos territorios. 
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A su vez, la implementación del tercer objetivo, relativo al acceso y la par-
ticipación en los beneficios, experimentó periodos de inactividad administra-
tiva y enfrentó la oposición de sectores corporativos que aprovecharon las 
ambigüedades normativas para mantener sus prácticas tradicionales de obten-
ción de recursos naturales. Los países del norte global con capacidades bio-
tecnológicas avanzadas utilizaron las incertidumbres del texto para eludir sus 
obligaciones, mientras que los países proveedores carecían de mecanismos de 
coacción para exigir el cumplimiento de los contratos de transferencia de ma-
terial en las jurisdicciones extranjeras donde se fabricaban los productos fina-
les. 

La desigualdad de intereses económicos y tecnológicos entre los países 
usuarios y los proveedores originó un conflicto distributivo que el texto origi-
nal del convenio no resolvió de manera efectiva mediante mecanismos de 
cumplimiento obligatorios y verificables. Mientras tanto, los pueblos indíge-
nas y sus conocimientos tradicionales permanecieron en una posición vulne-
rable ante las prácticas de biopiratería, ya que la regulación internacional no 
proporcionó una protección adecuada contra la explotación comercial de sus 
recursos ni reconoció plenamente los derechos colectivos de estas poblacio-
nes sobre su entorno natural (Pardo-de-Santayana & Macía, 2015). 

La adopción del Protocolo de Nagoya sobre Acceso a los Recursos Gené-
ticos y Participación Justa y Equitativa en los Beneficios, el 29 de octubre de 
2010, representó una respuesta a la limitada eficacia del Convenio sobre la 
Diversidad Biológica en la regulación de la biopiratería. Este instrumento 
complementario y jurídicamente vinculante busca establecer condiciones de 
seguridad jurídica y trazabilidad en los esquemas de acceso y participación en 
beneficios, mediante la imposición de obligaciones de cumplimiento tanto a 
los países proveedores como a los usuarios de recursos biológicos. 

Las investigaciones sociojurídicas y los análisis empíricos recientes eviden-
cian deficiencias significativas en el régimen internacional, a pesar de su obje-
tivo declarado de erradicar la apropiación indebida de conocimientos tradi-
cionales (Endere & Mariano, 2013; CCTT; Mazzocchi, 2006; Tobón Franco, 
2007; Urquidi, 2012; CCTT). Florian Rabitz (2015) sostiene que el tratado 
prioriza la gestión administrativa sobre la ejecución coercitiva efectiva, lo que 
permite que la flexibilidad interpretativa en la implementación nacional facilite 
que las jurisdicciones del norte global excluyan ciertos recursos de su ámbito 
de aplicación. 
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De hecho, el régimen vigente muestra avances limitados respecto a la si-
tuación previa y restringe su capacidad para desincentivar la biopiratería en 
contextos dominados por intereses comerciales de gran escala. Hodnett 
(2021) indica que la dependencia del Protocolo respecto de las legislaciones 
de los Estados menos desarrollados delega la protección de los derechos de 
los pueblos indígenas en marcos nacionales que, con frecuencia, resultan 
permisivos con las prácticas extractivistas. 

El sistema bilateral establecido por el Protocolo de Nagoya implica el ries-
go de consolidar la monopolización corporativa bajo la apariencia de legalidad 
contractual, debido a la ausencia de estándares internacionales que reconoz-
can la titularidad colectiva por encima del control estatal. Un análisis detallado 
de la implementación en países con biodiversidad confirma que la burocrati-
zación de las reglas de participación con frecuencia perjudica a los custodios 
tradicionales de la biodiversidad. 

En este contexto, el marco legal en jurisdicciones como Brasil demuestra 
que la regulación de las reglas de participación en los beneficios puede facilitar 
la apropiación de conocimientos tradicionales bajo el argumento del progreso 
científico. Hasse et al. (2021) muestran que la Ley de Biodiversidad brasileña 
establece mecanismos de registro simplificados que diluyen el requisito de 
consentimiento previo e informado, lo cual está influido por los sectores vin-
culados al agronegocio nacional. 

El Estado suele asumir un papel de intermediario transaccional que facilita 
el acceso de las corporaciones biotecnológicas, mientras excluye a las pobla-
ciones indígenas de las negociaciones sustantivas sobre la distribución de re-
galías. Las normativas internas, elaboradas desde una epistemología occidental 
dominante, marginan a las comunidades locales de los beneficios materiales 
derivados de la utilización comercial de sus recursos biológicos y de sus cono-
cimientos tradicionales. 

Países africanos como Angola ilustran la fragilidad del régimen global de 
acceso y participación en beneficios cuando se aplica en contextos con capa-
cidad institucional limitada. Muizu (2026) señala que Angola carece de un 
marco legal nacional exhaustivo para regular el acceso y la participación en 
beneficios, a pesar de haber ratificado el Protocolo de Nagoya en 2014 y de 
depender en gran medida de la medicina tradicional. 

Por lo tanto, la ausencia de mecanismos formales de consentimiento pre-
vio y fundamentado, así como la debilidad de la coordinación interinstitucio-
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nal, expone el patrimonio biocultural de estas naciones a prácticas de biopira-
tería inminentes e indiscriminadas (Trujillo Vallejo & Álvarez Amézquita, 
2023). Los investigadores internacionales y las empresas farmacéuticas pueden 
extraer recursos botánicos endémicos sin enfrentar barreras regulatorias efica-
ces que protejan la soberanía territorial y la integridad de los ecosistemas. 

La ratificación formal de un tratado internacional resulta ineficaz si el 
compromiso no se acompaña de políticas públicas inclusivas y del reconoci-
miento legal explícito de las comunidades locales interesadas. El fortaleci-
miento de las capacidades técnicas de los Estados proveedores constituye un 
requisito fundamental para que la normativa internacional trascienda la retóri-
ca y se convierta en un sistema de protección efectivo. 

4.1.1 El vacío del Derecho internacional en la resolución de disputas 
transfronterizas 

La falta de desarrollo doctrinal en torno al Protocolo de Nagoya se evidencia 
en la ausencia de un sistema de Derecho Internacional Privado aplicable a 
disputas de biopiratería que involucren múltiples jurisdicciones. Chiarolla 
(2013) señala que, antes de la adopción de este instrumento, el marco jurídico 
carecía de normas específicas para resolver conflictos relacionados con el 
acceso y la distribución de beneficios económicos. Dado que la biopiratería es 
un fenómeno global, su ejecución implica la extracción de recursos en países 
proveedores y su posterior procesamiento o patentamiento en jurisdicciones 
extranjeras, con el objetivo de su comercialización en mercados globales. 

Los pueblos indígenas y los Estados proveedores enfrentan obstáculos ju-
risdiccionales significativos ante una apropiación indebida o el incumplimien-
to de los términos de acceso previamente establecidos. El Derecho interna-
cional regula estas relaciones transfronterizas mediante la determinación del 
tribunal competente, la ley aplicable al fondo del asunto y los mecanismos 
para el reconocimiento de sentencias o laudos arbitrales. La falta de claridad 
en las reglas de competencia judicial dificulta que los sujetos afectados acce-
dan a un foro adecuado para reclamar la protección de sus derechos frente a 
actores comerciales que operan fuera de sus fronteras. 

En este contexto, Chiarolla (2013) identifica dos tipos de conflictos que 
permanecen sin una resolución clara en las zonas grises normativas del Proto-
colo de Nagoya, que abarcan dimensiones tanto contractuales como extracon-
tractuales. Las controversias contractuales surgen del incumplimiento de obli-
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gaciones de transferencia de tecnología o de financiamiento establecidas en 
los acuerdos de acceso. Por otro lado, los conflictos extracontractuales se 
deben a la apropiación subrepticia de material biológico en violación de las 
leyes locales. La ausencia de cláusulas de jurisdicción específicas y el rechazo 
de la competencia extraterritorial por parte de los países usuarios consolidan 
un sistema de impunidad que favorece al actor económico dominante. 

Una interpretación amplia de los artículos de cumplimiento del Protocolo 
de Nagoya sugiere que los Estados deben fortalecer sus capacidades institu-
cionales para gestionar el reconocimiento de sentencias y abordar cuestiones 
de jurisdicción internacional. Sin embargo, la desconexión entre el derecho 
ambiental internacional público y los mecanismos del derecho internacional 
privado corporativo limita el acceso de las víctimas a una restitución efectiva 
frente a las empresas multinacionales farmacéuticas, biotecnológicas y agroin-
dustriales. Esta situación evidencia que la protección de los recursos genéticos 
se debilita por la falta de herramientas procesales que obliguen a los tribunales 
extranjeros a ejercer control sobre actos administrativos realizados en otros 
Estados. 

4.1.2 La expansión del extractivismo hacia nuevas fronteras 

El marco normativo establecido por el Convenio sobre la Diversidad Biológi-
ca y el Protocolo de Nagoya reguló tradicionalmente el intercambio físico de 
material genético tangible mediante normativas aduaneras y certificados de 
cumplimiento destinados a rastrear el movimiento transfronterizo de especí-
menes (Nehring, 2022). Las empresas farmacéuticas y biotecnológicas justifi-
can la extracción gratuita de datos genómicos apelando a los principios de la 
ciencia abierta y los bienes públicos globales, pero posteriormente imponen 
estrictos regímenes de propiedad intelectual privada sobre funciones génicas 
aisladas para restringir y controlar la innovación técnica resultante (Fraser, 
2006). 

El análisis de Nehring (2022) argumenta que la información digital sobre 
secuencias desplaza la investigación del sector público al privado, ya que las 
instituciones estatales y universitarias carecen de la capacidad computacional 
necesaria frente a los conglomerados que monopolizan la información. Ade-
más, la mayoría de los registros omite el país de origen y los conocimientos 
tradicionales asociados, lo que ha motivado propuestas para adoptar enfoques 
de código abierto que garanticen un acceso equitativo a la biodiversidad y 
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canalicen los beneficios financieros hacia la conservación pública de los eco-
sistemas. 

Al margen de lo anteriormente descrito, la digitalización avanza paralela-
mente a la expansión de la biopiratería hacia los recursos genéticos marinos 
ubicados en áreas fuera de la jurisdicción nacional, donde se encuentran mi-
croorganismos extremófilos con propiedades científicas y biotecnológicas 
relevantes para las industrias farmacéuticas actuales (Vargas-Chaves, 2025a). 
Esselma (2026) señala que estos organismos habitan fondos marinos y aguas 
internacionales en condiciones ambientales extremas, lo que confiere a sus 
enzimas una utilidad técnica específica. Esta característica impulsa el interés 
comercial de sectores industriales tecnológicamente avanzados que buscan 
ventajas competitivas mediante el procesamiento de información genética 
obtenida en zonas oceánicas profundas, de difícil acceso para la mayoría de 
los Estados soberanos. 

La localización de estos recursos biológicos fuera de las Zonas Económi-
cas Exclusivas de los Estados costeros ha provocado una falta de regulación 
internacional, lo que dificulta la aplicación efectiva de mecanismos de acceso y 
de distribución de los beneficios económicos derivados de su explotación 
comercial. Las disposiciones del Convenio sobre la Diversidad Biológica y de 
la Convención de las Naciones Unidas sobre el Derecho del Mar no contem-
plan normas específicas para el manejo de estos recursos en el mar. Como 
resultado, un grupo limitado de países con capacidades tecnológicas avanza-
das concentra la biodiversidad marina mediante el registro de patentes sobre 
secuencias genéticas, sin transferir tecnología ni compensar a los países en 
desarrollo que carecen de flotas de investigación científica (Vargas-Chaves, 
2025a). 

La apropiación de recursos ubicados en zonas fuera de la jurisdicción na-
cional refleja la disparidad estructural internacional, ya que se recurre al prin-
cipio de libertad de los mares para extraer materiales biológicos sin considerar 
el principio de patrimonio común de la humanidad, lo que impacta a comuni-
dades que dependen de estos recursos, como es el caso de los pueblos de 
Samoa (Cox, 2008).  

Los Estados miembros de la Organización de las Naciones Unidas han 
promovido la creación de un instrumento internacional vinculante, en el mar-
co de la Convención sobre el Derecho del Mar, con el propósito de establecer 
evaluaciones de impacto ambiental y sistemas de participación equitativa. Sin 
embargo, la implementación de este acuerdo depende de superar la resistencia 
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de los sectores industriales que buscan mantener su capacidad de operar sin 
restricciones normativas en estas regiones oceánicas globales (Vargas-Chaves, 
2025a). 

4.1.3 Soluciones Basadas en la Naturaleza y el biocolonialismo episté-
mico frente al cambio climático 

La biopiratería contemporánea integra estrategias globales de resiliencia am-
biental y mitigación climática mediante la promoción institucional de las de-
nominadas Soluciones Basadas en la Naturaleza, orientadas a la protección 
integral de los ecosistemas y a la gestión del bienestar de la biodiversidad en 
distintos contextos geográficos.  

Algunas organizaciones multilaterales y fondos climáticos promueven estas 
intervenciones para abordar desafíos sociales urgentes, como la seguridad 
hídrica y las alteraciones climáticas actuales. Sin embargo, estas acciones sue-
len implementarse bajo una lógica de apropiación de conocimientos tradicio-
nales que trasciende los objetivos declarados de restauración ambiental y de 
estabilidad ecológica requeridos para el desarrollo sostenible (Folke, 2004; 
García-Bermejo, 2011; Gómez-Baggethun, 2009) . 

Cottrell (2022) sostiene que la efectividad de estas soluciones técnicas de-
pende de la integración de los conocimientos tradicionales. Una gestión ade-
cuada de la silvicultura comunitaria y la regeneración natural puede revertir la 
degradación del suelo y mejorar la calidad del agua, lo que demuestra que los 
sistemas de manejo ancestral ofrecen ventajas técnicas superiores para enfren-
tar las alteraciones térmicas globales y garantizar la nutrición de poblaciones 
vulnerables en contextos de alta presión ambiental. 

En consecuencia, el uso instrumental de estos conocimientos por parte de 
empresas multinacionales de los sectores farmacéutico, agroindustrial y bio-
tecnológico, y de organizaciones conservacionistas, bajo el argumento de la 
acción climática, constituye una forma de extractivismo de datos y una falta 
de reconocimiento autoral hacia las comunidades afectadas. La comunidad 
científica dominante ha mantenido históricamente una relación de apropia-
ción indebida de estos saberes, lo que sitúa a las comunidades originarias en 
una posición de vulnerabilidad política y económica frente al interés interna-
cional por las metodologías de adaptación que estas poblaciones han desarro-
llado de manera autónoma a lo largo de su historia y su evolución cultural. 
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La aparición de una nueva etapa de biopiratería en el contexto del cambio 
climático se evidencia cuando gobiernos y empresas diseñan proyectos de 
mitigación que incorporan metodologías indígenas de adaptación sin otorgar 
gobernanza territorial ni beneficios financieros a las comunidades. Los es-
quemas de compensación de carbono y de restauración de manglares suelen 
excluir a las comunidades de la propiedad de los proyectos, convirtiendo los 
conocimientos tradicionales en recursos disponibles para el mercado interna-
cional sin garantizar una retribución equitativa a los titulares originales de esta 
información técnica esencial para la estabilidad climática. 

Por otro lado, la literatura académica sostiene que los proyectos ambienta-
les deben superar la consulta superficial y garantizar la coproducción del co-
nocimiento, así como la titularidad compartida en la toma de decisiones, me-
diante un financiamiento estable desde las etapas iniciales de implementación. 
La inclusión de salvaguardas basadas en derechos humanos es fundamental 
para reconocer a los pueblos indígenas como socios soberanos y asegurar una 
cooperación técnica orientada a la supervivencia biológica del planeta, evitan-
do la reproducción de lógicas coloniales que limiten la autonomía de las orga-
nizaciones sociales en sus territorios. 

4.1.4 El Marco Global de Biodiversidad de Kunming-Montreal 

El marco jurídico y político del Convenio sobre la Diversidad Biológica se 
configura mediante negociaciones continuas en las COP que constituyen la 
máxima instancia decisoria del tratado internacional y orientan la política am-
biental global. Estos encuentros diplomáticos bianuales evidencian los con-
flictos de intereses entre las estrategias de conservación promovidas por los 
Estados industrializados y las demandas de equidad socioeconómica de las 
naciones del sur global, que exigen justicia redistributiva en el acceso a los 
recursos naturales compartidos frente a los modelos históricos de explotación 
extractiva. 

El incumplimiento sistemático de las metas de Aichi impulsó a la comuni-
dad internacional a transformar la gobernanza ambiental, lo que se tradujo en 
la celebración de la Decimoquinta Conferencia de las Partes en Kunming y 
Montreal en 2022. En este encuentro se aprobó el Marco Global de Biodiver-
sidad de Kunming-Montreal, que establece cuatro objetivos para 2050 y vein-
titrés metas operativas para 2030, orientadas a detener la degradación ambien-
tal y a garantizar la funcionalidad de los servicios ecosistémicos para las gene-
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raciones futuras, mediante compromisos vinculantes que refuercen la respon-
sabilidad estatal (Seatzu & Vargiu, 2025). 

La Meta 19 dispuso la captación obligatoria de 200.000 millones de dólares 
anuales, mientras que la Meta 13 estableció la obligación de implementar sis-
temas técnicos para la distribución equitativa de los beneficios derivados del 
uso de recursos genéticos y de la información digital sobre secuencias. El con-
senso alcanzado en la COP15 de Kunming-Montreal llevó a las potencias 
tecnológicas a reconocer la ausencia de una regulación comercial adecuada 
para la explotación de datos genómicos, lo que facilitó la consolidación de un 
sistema institucional renovado en Sudamérica orientado a equilibrar el apro-
vechamiento científico con el respeto a la soberanía de los territorios biodi-
versos y el reconocimiento de sus derechos patrimoniales (Seatzu & Vargiu, 
2025). 

4.1.5 La COP16 en Cali, Colombia 

La decimosexta reunión de la Conferencia de las Partes (COP16), celebrada 
en Cali a finales de 2024, recibió reconocimiento internacional como cumbre 
ciudadana al incorporar demandas de justicia biocultural en instrumentos jurí-
dicos internacionales con capacidad ejecutiva. El evento en Colombia permi-
tió que las movilizaciones sociales superaran la retórica ambientalista y se con-
solidaran en un sistema de gobernanza global, donde la participación de di-
versos sectores sociales adquirió carácter vinculante en las negociaciones cli-
máticas actuales. 

La realización de este evento en una de las naciones con mayor diversidad 
biológica facilitó un análisis que trascendió la revisión del Acuerdo de Kun-
ming-Montreal y abordó una realidad marcada por la reducción de los fondos 
económicos y por la demanda de los países en desarrollo de una distribución 
equitativa de las cargas ambientales. Las delegaciones participantes enfrenta-
ron el deterioro acelerado de los ecosistemas mediante una agenda centrada 
en obtener financiamiento estable (Balán, 2025). Así, las disparidades entre 
potencias industriales y países en desarrollo se abordaron mediante propues-
tas técnicas orientadas a la reparación histórica del patrimonio natural, evitan-
do simplificaciones discursivas sobre la crisis ecológica (Zelli 2025). 

Los consensos alcanzados tras extensos debates técnicos permitieron re-
solver discrepancias jurídicas que habían persistido durante tres décadas en los 
foros internacionales de protección ambiental. Este logro en Cali confirmó la 
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eficacia de la diplomacia colectiva para generar acuerdos vinculantes incluso 
en contextos de fragmentación política internacional. Además, promovió una 
transición hacia modelos de convivencia con el entorno natural que integran 
las necesidades económicas y la preservación de la vida silvestre, sin compro-
meter la soberanía de los Estados en la toma de decisiones (Benítez et al., 
2025). 

El establecimiento definitivo del Fondo Cali (Cali Fund) representó el 
principal avance técnico del encuentro, al introducir un sistema de reparto de 
beneficios económicos derivados del uso industrial de la información digital 
sobre secuencias asociada a recursos genéticos. Este instrumento fue diseñado 
para corregir las limitaciones operativas del Protocolo de Nagoya, superando 
las dificultades del modelo bilateral anterior mediante una estructura que ga-
rantiza la compensación por el uso de datos biológicos en mercados globales, 
sin obstaculizar el flujo de información científica esencial para el desarrollo 
biotecnológico actual. 

En este contexto, la naturaleza jurídica del fondo separa formalmente el 
acceso a la base de datos de la obligación de compensación económica por su 
uso, lo que permite que la investigación científica avance sin las restricciones 
administrativas de los permisos individuales en cada jurisdicción (Zelli 2025). 
El sistema reconoce que imponer barreras burocráticas a la descarga de meta-
datos genómicos obstaculizaría el desarrollo de la biotecnología pública. Por 
ello, se adoptó un modelo de acceso abierto que beneficia a centros académi-
cos e instituciones de investigación sin fines de lucro que cumplen con están-
dares internacionales de transparencia y colaboración científica. 

Las empresas privadas que realizan actividades comerciales en los sectores 
farmacéutico, cosmético y agroindustrial enfrentan obligaciones financieras 
específicas conforme a la Decisión 16/2 relativa al uso lucrativo de la infor-
mación genética digitalizada. El marco normativo exige que las corporaciones 
con altos niveles de facturación aporten el 1% de sus utilidades o el 0,1% de 
sus ingresos totales al sistema de financiamiento administrado por las Nacio-
nes Unidas. De este modo, se garantiza que los beneficios económicos deri-
vados de la biodiversidad contribuyan directamente a su conservación me-
diante el apoyo a proyectos de restauración en las regiones de origen de los 
recursos (Balán, 2025; Zelli, 2025). 

El sistema de aportaciones sectoriales transfiere la responsabilidad de la 
compensación económica a los agentes privados que obtienen ingresos del 
uso del patrimonio natural, estableciendo una obligación de transparencia 
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respecto del origen geográfico de las secuencias biológicas utilizadas. Las nue-
vas reglas de registro para los metadatos globales requieren la declaración del 
conocimiento tradicional asociado a los recursos, lo que facilita la implemen-
tación de etiquetas bioculturales y el cumplimiento de estándares internacio-
nales de gobernanza de datos de poblaciones originarias, en el marco de la 
ciencia abierta, incluyendo la aplicación de los Principios CARE. 

Asimismo, el procedimiento acordado para la distribución de los fondos 
recaudados otorga prioridad presupuestaria a los grupos que han actuado tra-
dicionalmente como protectores de los ecosistemas, mediante un esquema de 
asignación directa de recursos financieros. La normativa establece que el 50% 
de los activos se destinará a cubrir los requerimientos definidos por los Pue-
blos Indígenas y las comunidades locales, garantizando que el financiamiento 
llegue directamente a los sectores históricamente excluidos de los beneficios 
económicos generados por la bioprospección internacional y por el uso co-
mercial de sus conocimientos tradicionales sobre la biodiversidad (Benítez et 
al., 2025). 

El remanente de los fondos recaudados se destinará a fortalecer las estra-
tegias nacionales de conservación en países en desarrollo y a reducir las bre-
chas técnicas en la investigación genómica a nivel global. Esta distribución 
equitativa modifica los esquemas de gestión que centralizaban los recursos en 
las administraciones públicas, permitiendo que tanto el fortalecimiento insti-
tucional de los Estados como el bienestar de las comunidades reciban el apo-
yo económico necesario para cumplir los objetivos de protección ambiental a 
largo plazo. Así, se consolida un modelo de justicia distributiva en el derecho 
internacional ambiental contemporáneo. 

COP16 resolvió una deuda histórica de más de 26 años con los pueblos 
indígenas al adoptar la decisión que establece el Órgano Subsidiario Perma-
nente sobre el Artículo 8(j) y otras disposiciones del Convenio sobre la Diver-
sidad Biológica relacionadas con las comunidades locales. Esta medida, resul-
tado de un proceso de deliberación política intensa, incorpora formalmente 
los intereses de las poblaciones indígenas en el sistema institucional mediante 
la creación de una instancia técnica con capacidad para incidir directamente 
en la formulación de políticas globales de conservación y de uso sostenible de 
la biodiversidad a largo plazo, de este modo, se garantiza un reconocimiento 
jurídico estable de sus perspectivas dentro de las estructuras de gobernanza de 
las Naciones Unidas (Benítez et al., 2025). 
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La participación de los sectores indígenas en el desarrollo del Convenio 
sobre la Diversidad Biológica estuvo restringida a foros consultivos o a gru-
pos de trabajo temporales, sin facultades suficientes para influir en la adop-
ción de directrices internacionales vinculantes. La creación de este órgano 
institucional eleva la representación de los pueblos indígenas y las comunida-
des locales al más alto nivel dentro del marco del Convenio, otorgándoles un 
estatus jerárquico equivalente al del Órgano Subsidiario de Asesoramiento 
Científico, Técnico y Tecnológico o al del Órgano Subsidiario sobre la Apli-
cación, en el contexto del sistema internacional de protección de los recursos 
bióticos. 

Como resultado, el reconocimiento otorgado al Foro Internacional Indíge-
na sobre Biodiversidad y a la Coordinadora de las Organizaciones Indígenas 
de la Cuenca Amazónica implica que estas poblaciones han pasado de ser 
consideradas grupos de interés a convertirse en actores institucionales con 
voz permanente (Machado, 2020).  

Las comunidades cuentan ahora con una instancia para emitir valoraciones 
técnicas, redactar normas sobre salvaguardas territoriales y exigir la integra-
ción de sus conocimientos tradicionales en la gobernanza ambiental. Esto 
representa una transformación en el derecho internacional, al conferir a los 
sujetos colectivos la capacidad política necesaria para oponerse de manera 
sistemática y efectiva a la apropiación de conocimientos tradicionales en di-
versos escenarios globales de toma de decisiones (Zelli 2025). 

Las discrepancias económicas entre los países del norte y el sur global en 
torno a la transferencia de capitales persistieron durante la cumbre de Cali, a 
pesar de los avances normativos en materia de información digital sobre se-
cuencias y derechos indígenas. La cooperación internacional proyectada en-
frentó obstáculos significativos en las fases finales de la conferencia debido a 
la postura de los Estados desarrollados respecto al marco financiero del Con-
venio. Esto dificultó la consolidación de un sistema de financiamiento que 
respondiera de manera equitativa a las necesidades urgentes de las regiones 
con mayor diversidad biológica, especialmente en el contexto del cambio cli-
mático y de la pérdida de hábitats naturales (Balán, 2025). 

El conflicto de la negociación se centró en el Mecanismo Financiero y en 
la Estrategia para la Movilización de Recursos. Las naciones del Sur exigieron 
la creación de un fondo global independiente que reemplazara la dependencia 
del Fondo para el Medio Ambiente Mundial. Los bloques de países en desa-
rrollo argumentaron que el modelo actual impone condiciones burocráticas 
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que favorecen al sector privado. Por su parte, las potencias del Norte obstacu-
lizaron el avance hacia este nuevo sistema soberano al rechazar compromisos 
vinculantes sobre flujos de financiamiento sin restricciones externas ni media-
ciones institucionales previas, lo que ralentiza la ejecución de proyectos loca-
les. 

La falta de consenso y la pérdida del quórum reglamentario en la plenaria 
obligaron a la presidencia de la COP a suspender la sesión tras una jornada 
ininterrumpida de 24 horas de deliberaciones finales, desarrolladas bajo la 
modalidad técnica denominada "marathon final negotiations sprint". El apla-
zamiento de las decisiones sobre la movilización de los 200.000 millones de 
dólares anuales previstos en la Meta 19 del Marco de Kunming-Montreal 
pospone la resolución del Mecanismo de Planificación, Monitoreo, Presenta-
ción de Informes y Revisión para futuras reuniones diplomáticas. Esto deja 
inconclusos los instrumentos operativos necesarios para garantizar el cum-
plimiento efectivo de los objetivos globales de protección ambiental en la 
presente década. 

El desenlace fragmentado de la conferencia generó advertencias de organi-
zaciones como el Fondo Mundial para la Naturaleza sobre el riesgo de que la 
falta de compromisos financieros inmediatos erosione la confianza política 
entre las partes firmantes del acuerdo internacional. Las demoras en la asigna-
ción de recursos podrían retrasar la implementación de las metas de conserva-
ción establecidas en el Marco Global de Biodiversidad de Kunming-Montreal. 
Esto evidencia que la estabilidad de los avances institucionales depende estric-
tamente de la capacidad de los Estados para resolver las divergencias econó-
micas que afectan la gestión de los recursos naturales en el presente y en el 
futuro cercano (Balán, 2025; Benítez et al., 2025). 

A pesar del cierre suspendido, la COP16 en Colombia dejó un legado de 
avances sustanciales en la integración holística de agendas previamente frag-
mentadas. Los Estados participantes acordaron fortalecer la vinculación entre 
las Estrategias y Planes de Acción Nacionales sobre Biodiversidad y las Con-
tribuciones Determinadas a Nivel Nacional derivadas del Acuerdo de París de 
2015. Esta decisión técnica busca establecer una planificación basada en los 
ecosistemas que evite la duplicidad en el financiamiento de proyectos ambien-
tales, garantizando que las intervenciones estatales no sean contradictorias ni 
generen una doble contabilización de los beneficios obtenidos en la mitiga-
ción del impacto climático global, especialmente en las naciones en desarrollo. 
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Adicionalmente, el plenario alcanzó consensos significativos sobre la 
adopción de directrices para evaluar los riesgos ambientales asociados a la 
aplicación de la biología sintética en contextos industriales y científicos actua-
les. La normativa resultante prioriza la relación entre la preservación de la 
diversidad biológica y la prevención de patógenos, reconociendo que la salud 
humana depende de la integridad de los sistemas naturales y de la implemen-
tación de medidas preventivas que limiten la propagación de enfermedades 
emergentes mediante una vigilancia epidemiológica constante. 

Se aprobaron planes de trabajo actualizados para la identificación y gestión 
de las Áreas Marinas Ecológica o Biológicamente Significativas, con el objeti-
vo de fortalecer la cooperación internacional para la protección de los espa-
cios oceánicos vulnerables. Estos instrumentos normativos incorporan meca-
nismos de contención para reducir el impacto de las especies exóticas invaso-
ras, que constituyen uno de los principales factores de alteración ecológica y 
requieren una respuesta técnica coordinada para asegurar la estabilidad de los 
hábitats marinos frente a las presiones derivadas de la actividad económica 
humana. 

En este contexto, la evolución del régimen jurídico internacional desde la 
firma del Convenio sobre la Diversidad Biológica en 1992 hasta el desarrollo 
de las reglas procedimentales del Protocolo de Nagoya evidencia un proceso 
de maduración normativa constante. El pragmatismo demostrado durante las 
sesiones en Colombia confirma que el derecho ambiental posee la flexibilidad 
necesaria para incorporar innovaciones tecnológicas, integrando al mismo 
tiempo las demandas de justicia de las comunidades que históricamente han 
protegido los recursos naturales frente a las dinámicas extractivas del comer-
cio internacional. 

En la COP16, finalmente se abordó la cuestión del reconocimiento de que 
la biodiversidad y los conocimientos tradicionales no son recursos gratuitos 
para la industria biotecnológica, lo que sienta un precedente para la equidad 
en la distribución de los beneficios derivados de la explotación de secuencias 
genéticas digitales. Esta transformación del sistema busca avanzar hacia una 
relación de transparencia en la que el resarcimiento institucional sea la norma, 
garantizando que el acceso a la información biológica y a los conocimientos 
tradicionales se realice bajo condiciones de justicia biocultural que protejan 
los derechos fundamentales de los pueblos indígenas (Zelli 2025). 

Las potencias industriales conservan la responsabilidad de cumplir con sus 
obligaciones financieras para asegurar que los compromisos adquiridos en el 
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foro multilateral se traduzcan en acciones concretas de conservación y restau-
ración de ecosistemas degradados. Al final, el éxito de este marco depende de 
la capacidad de los Estados del sur global para sostener estos avances frente a 
intentos de regresión normativa en los tribunales de arbitraje comercial, don-
de a menudo se priorizan los intereses económicos particulares por encima de 
la protección de la integridad biológica y del bienestar social de las poblacio-
nes locales. 

4.2 Naturaleza y trazabilidad del certificado de cumplimiento 

El certificado de cumplimiento, como documento probatorio de alcance 
transfronterizo comercial, constituye el principal instrumento administrativo 
para asegurar el monitoreo internacional continuo de las secuencias molecula-
res extraídas de territorios selváticos habitados por pueblos ancestrales sur-
americanos. Los países importadores de materias primas naturales tienen la 
obligación de exigir la presentación de esta certificación virtual oficial en las 
estaciones de revisión científica establecidas en sus metrópolis industrializadas 
(Silvestri, 2016).  

La eficacia de este instrumento reside en su capacidad para vincular las re-
sinas botánicas incautadas con los laboratorios extranjeros beneficiarios de 
concesiones comerciales, desincentivando la comercialización de medicamen-
tos elaborados a partir de biomasa taxonómica extraída ilícitamente que evitan 
los controles aduaneros. 

Por lo tanto, la acreditación ecológica tiene un carácter transaccional que 
supera las fronteras arancelarias locales y actúa como prueba documental irre-
futable del consentimiento previo autorizado y de las condiciones bilaterales 
legalmente acordadas. El instrumento digital aduanero debe incluir un listado 
informativo inalterable que contenga la identidad de la entidad sancionadora, 
la materia biológica transferida, un código único de reconocimiento y la veri-
ficación de la participación consultiva de la comunidad indígena (Protocolo de 
Nagoya, 2010). 

La obligatoriedad de este protocolo estandarizado reduce la incertidumbre 
reglamentaria que anteriormente obstaculizaba las inversiones corporativas 
multinacionales en terapéutica botánica sustentable sobre especies neotropica-
les ecuatoriales no exploradas  (Silvestri, 2016). Un investigador que posee el 
certificado digital puede demostrar ante entidades internacionales que las 
muestras almacenadas en sus laboratorios cumplen plenamente con las leyes 
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del país proveedor, evitando así acusaciones de biopiratería académica extrac-
tiva.  

No obstante, las limitaciones presupuestarias y tecnológicas que afectan a 
los gobiernos de países del sur global dificultan la actualización diaria del ban-
co de datos global que respalda este sistema de monitoreo ambiental interesta-
tal y aduanero. De hecho, Dutfield (2017) señala que algunos Estados aún 
dependen de la gestión de expedientes físicos manuscritos, lo que genera de-
moras administrativas prolongadas y facilita que los traficantes de flora ama-
zónica falsifiquen permisos de exportación mediante documentación institu-
cional apócrifa, difícil de detectar visualmente.  

La cadena de custodia de estos bienes orgánicos perecederos se ve com-
prometida cuando las corporaciones farmacéuticas occidentales evitan el tras-
lado físico del espécimen botánico y, en su lugar, desarrollan algoritmos basa-
dos en las cadenas moleculares mediante medios electrónicos y satelitales. 
Además, el certificado multinacional de rastreabilidad interconectada propor-
ciona protección legal al conocimiento ancestral campesino cuando la legisla-
ción interna condiciona el análisis químico posterior a la autorización volunta-
ria de las autoridades nativas.  

En este sentido, la inclusión intencionada de información falsa por parte 
de funcionarios públicos en los formularios requeridos para tramitar el salvo-
conducto transfronterizo biológico constituye una infracción grave sanciona-
ble ante los tribunales internacionales mercantiles. El TIRFAA, de hecho, 
establece modalidades de rastreabilidad basadas en contratos normalizados 
que prohíben patentar invenciones que restrinjan los usos tradicionales de las 
semillas originarias heredadas por agricultores marginados.    

4.3. Fugas normativas en el monitoreo fronterizo de los re-
cursos 

Las deficiencias operativas en los sistemas sancionatorios ambientales se ori-
ginan en la geografía, históricamente desprotegida por las fuerzas policiales 
fronterizas, lo que facilita el traslado ilícito de biomasa con genes inexplora-
dos hacia países vecinos sin controles aduaneros. Dutfield (2017) destaca la 
falacia jurídica de la compartimentación administrativa de hábitats silvestres 
multinacionales, que permite que las empresas extraigan especies endémicas 
ingresando por jurisdicciones con marcos legales flexibles y sanciones arance-
larias mínimas. 
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Las comisarías ambientales territoriales enfrentan un déficit financiero 
crónico que limita la adquisición de equipos microscópicos avanzados necesa-
rios para verificar, en tiempo real, de forma genómica, si el material celular 
transportado tiene interés biotecnológico comercial o implica riesgos. El Pro-
tocolo de Nagoya exige que los países signatarios prioricen la inversión en 
tecnologías de revisión láser para frenar el aumento de los fraudes cometidos 
por traficantes botánicos ilegales. 

En un entorno marcado por trámites burocráticos ineficientes, algunas ins-
tituciones u universidades extranjeras encubren importaciones aparentemente 
lícitas con fines académicos, pero, en realidad, introducen recursos naturales 
en esquemas empresariales occidentales cerrados y lucrativos. Los acuerdos 
de libre comercio, negociados de manera asimétrica entre potencias industria-
lizadas y países periféricos, imponen la eliminación de aranceles sobre pro-
ductos orgánicos de origen nativo, lo que debilita la labor de los agentes 
aduaneros ambientales. 

Las nuevas estrategias tecnológicas de apropiación intelectual permiten 
eludir la necesidad de trasladar material vegetal físicamente mediante el envío 
de secuencias moleculares desde campamentos improvisados, cifradas y 
transmitidas por satélite a empresas multinacionales de los sectores farmacéu-
tico y biotecnológico. Por ejemplo, los ingenieros biomédicos vinculados a 
consorcios extranjeros evitan por completo los controles fronterizos físicos, 
lo que hace ineficaz el uso de escáneres en terminales aéreas; por ello, es ur-
gente que el marco sancionatorio se modernice tecnológicamente para incluir 
la usurpación digital transfronteriza de códigos genómicos bajo las mismas 
penalidades que la biopiratería tradicional. 

. 



 

 

115 

 

 

 

 

 

Capítulo 5. Los contratos de acceso a recursos 
genéticos y los modelos de negociación de be-

neficios monetarios y no monetarios 

 

5.1. Naturaleza jurídica del contrato  

El contrato de acceso a recursos genéticos es el instrumento jurídico del dere-
cho ambiental contemporáneo mediante el cual un Estado, en ejercicio de su 
soberanía nacional, autoriza a un solicitante —ya sea una institución académi-
ca, un investigador independiente o una corporación biotecnológica— a reali-
zar actividades de recolección, estudio y posible explotación comercial del 
patrimonio biológico y genético existente en su territorio. Su naturaleza tras-
ciende la de un simple acuerdo privado de voluntades, estableciéndose en un 
contrato de derecho público estrictamente regulado. 

Este instrumento se fundamenta en el principio de soberanía estatal sobre 
los recursos naturales, consolidado a nivel global en el Convenio sobre la Di-
versidad Biológica de 1992. Antes de este hito, el material biológico se consi-
deraba "patrimonio común de la humanidad", lo que permitía su extracción 
indiscriminada. Hoy, el contrato de acceso es la barrera jurídica que impide la 
biopiratería, materializando las reglas del consentimiento previo y fundamen-
tado, así como las condiciones mutuamente acordadas (Heineke & Wolff, 
2004). 

En su naturaleza jurídica, el contrato de acceso posiciona al Estado como 
administrador fiduciario de los recursos (Kageyama, 2017). El Estado no 
"vende" el recurso genético, sino que concede un derecho condicionado, 
temporal y específico para acceder a la información contenida en las molécu-
las orgánicas (ADN, ARN o ácido ribonucleico) y en los metabolitos secun-
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darios. El control sobre la titularidad del patrimonio inmaterial asociado per-
manece inalienable (Ebert et al., 2023). 

El régimen andino, mediante la Decisión 391, fue pionero en establecer un 
marco procedimental estricto para estos contratos. El artículo 2 de esta nor-
mativa estableció que los recursos genéticos y sus derivados constituyen bie-
nes pertenecientes al patrimonio de la Nación. Este marco exige que cualquier 
prospección biológica esté precedida de un contrato formal, lo que limita se-
veramente la infiltración corporativa. 

Para agilizar los procesos investigativos puramente académicos, la Ley 
1753 de 2015 introdujo el artículo 252, que facilita la firma de instrumentos 
gubernamentales mediante contratos marco. Esta figura permitió a las univer-
sidades locales regularizar sus actividades de campo y sus colecciones biológi-
cas sin la pesada carga burocrática que se les imponía a las farmacéuticas ex-
tranjeras. 

A nivel internacional, el Protocolo de Nagoya sistematizó las reglas para 
estos contratos y estableció la obligación de cumplir las condiciones mutua-
mente acordadas. Este tratado exige a todos los países signatarios crear auto-
ridades nacionales competentes y puntos focales para tramitar, vigilar y certi-
ficar los contratos de acceso mediante certificados de cumplimiento recono-
cidos internacionalmente. 

Todo contrato de acceso debe contener cláusulas esenciales o condiciones 
mutuamente acordadas. La primera es la delimitación del alcance: el investiga-
dor solo puede utilizar el material extraído para los fines específicos declara-
dos. Si el fin muta de académico a comercial, el contrato debe renegociarse 
obligatoriamente bajo condiciones económicas más estrictas. 

Las cláusulas de salvaguardia biológica son igualmente ineludibles. El con-
trato faculta al Estado para fijar topes máximos de recolección e imponer la 
cancelación inmediata de los permisos si el contratista excede los límites de 
asimilación forestal previstos (Kageyama, 2017). Esto protege a las especies 
de la extinción derivada del extractivismo corporativo intensivo. 

En cuanto a la distribución de beneficios monetarios, el contrato estipula 
los porcentajes de regalías, las tasas de acceso, los pagos por hitos de investi-
gación ("milestone payments") y la financiación directa a fondos estatales de 
conservación. Esta estructuración busca equilibrar las finanzas públicas del 
país proveedor frente a los altos dividendos bursátiles de la empresa desarro-
lladora del fármaco (Heineke & Wolff, 2004). 
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Asimismo, los beneficios no monetarios son estipulaciones contractuales 
de cumplimiento obligatorio. Incluyen la coautoría académica, el depósito de 
los resultados en bases de datos nacionales, la participación de científicos lo-
cales y la transferencia tecnológica de protocolos de aislamiento genético y de 
purificación (Kageyama, 2017). 

Una de las cláusulas más sensibles aborda los derechos de propiedad inte-
lectual. El contrato de acceso debe prever si se autoriza al bioprospector a 
solicitar patentes, en qué jurisdicciones y con qué limitaciones. Además, se 
requiere el reconocimiento explícito del país de origen y de la comunidad in-
dígena proveedora en cualquier solicitud futura de patente. 

El régimen sancionatorio por el incumplimiento de este contrato es riguro-
so. Administrativamente, conlleva la rescisión del acuerdo, el decomiso de las 
muestras biológicas, multas sustanciales y la prohibición de investigar en el 
país. El Estado puede, además, iniciar litigios ante tribunales internacionales 
para reclamar la devolución de materiales extraídos ilícitamente.  

En el ámbito de la propiedad industrial, la consecuencia más grave de ope-
rar sin un contrato de acceso válido es la nulidad de las patentes. El artículo 
75 de la Decisión 486 establece la "nulidad absoluta" de los títulos de inven-
ción cuando no se acredita el origen legal del recurso mediante el documento 
oficial correspondiente. 

A nivel comparativo, el acceso en otros países de la región presenta mati-
ces importantes. En Costa Rica, pionera en el tema, la Ley de Biodiversidad 
de 1998 creó la Comisión Técnica Nacional de la Biosfera. Su sistema de con-
tratos ha sido destacado por exigir estrictamente el consentimiento previo y 
fundamentado de los consejos indígenas antes de que el Estado otorgue la 
concesión de bioprospección. 

En Brasil, la gestión del acceso experimentó un cambio radical con la 
promulgación de la Ley de Biodiversidad (Ley 13.123/2015), que creó el Sis-
tema Nacional de Gestión del Patrimonio Genético. Brasil migró de un siste-
ma de autorización previa y de contratos engorrosos a un modelo de "registro 
electrónico" más ágil para la investigación, dejando la firma de Acuerdos de 
Reparto de Beneficios exclusivamente para la fase final de la comercialización 
del producto. 

Finalmente, en India, la Ley de Diversidad Biológica de 2002 (Biodiversity 
Act) estableció la Autoridad Nacional de Biodiversidad. Su sistema contrac-
tual es profundamente proteccionista: prohíbe a ciudadanos extranjeros o a 
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empresas no indias acceder a recursos biológicos o a conocimientos tradicio-
nales sin aprobación explícita, y exige que la transferencia de resultados de 
investigación a terceros cuente siempre con un acuerdo previo validado por la 
Autoridad. 

De este modo, el contrato de acceso a los recursos genéticos se establece 
como la herramienta de gobernanza más sofisticada en el marco del derecho 
ambiental internacional, asegurando que la innovación biotecnológica global 
no se cimente sobre la expoliación silenciosa de la vasta agrobiodiversidad 
custodiada por los países del sur global. 

5.2 Las cláusulas de salvaguardia 

Los acuerdos administrativos para la recolección y uso de recursos genéticos 
constituyen una modalidad contractual pública particular, en la que el Estado, 
en calidad de fiduciario irrevocable de su patrimonio botánico nacional, auto-
riza extracciones limitadas y establece topes biológicos preventivos obligato-
rios para los inversores internacionales. La formulación precisa de estos 
acuerdos incorpora cláusulas de protección orientadas a evitar la extinción 
prematura de especies endémicas, como consecuencia de exploraciones masi-
vas impulsadas por intereses comerciales de empresas biotecnológicas extran-
jeras (Ebert et al., 2023). 

El Título VI del Régimen Común sobre Acceso a los Recursos Genéticos 
confiere a los Estados facultades excepcionales para ordenar la cancelación 
inmediata de los permisos cuando un biólogo contratado exceda los límites de 
asimilación forestal establecidos en los estudios ecosistémicos preliminares. 
Asimismo, las medidas de protección aseguran la preservación del modo de 
vida de los cabildos rurales, subordinando la ejecución de planes científicos 
botánicos al cumplimiento del proceso de deliberación informada en territo-
rios indígenas ancestrales, garantizando la ausencia de desigualdades operati-
vas. 

Los contratos o acuerdos ambientales se diferencian jurídicamente de los 
contratos civiles ordinarios de transferencia comercial, dado que la titularidad 
inmaterial originaria permanece en la nación ecuatorial propietaria de los re-
cursos genéticos. Robinson et al. (2017) sostienen que el investigador extran-
jero únicamente adquiere un derecho temporal y condicionado para aislar 
secuencias, y que la transferencia de aislados cromosómicos a terceros está 
estrictamente prohibida sin un nuevo convenio administrativo. 
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Las restricciones preventivas comprenden la exigencia de una reserva fidu-
ciaria para proteger los protocolos de análisis iniciales y el deber inalienable de 
las corporaciones de presentar informes financieros anuales que reflejen los 
avances de laboratorio, bajo estricta supervisión gubernamental. El artículo 18 
del Protocolo de Nagoya establece la obligación de cumplir las condiciones 
mutuamente acordadas y faculta a los países afectados para reclamar indemni-
zaciones significativas ante los tribunales internacionales en caso de incum-
plimiento de las obligaciones científicas pactadas (Protocolo de Nagoya, 
2010). 

En este contexto, las empresas biotecnológicas con frecuencia impulsan el 
traslado del foro resolutorio a instancias arbitrales, que resuelven disputas 
ecológicas aplicando principios de derecho mercantil ajenos a los tratados 
medioambientales de equidad y redistribución. Efferth et al. (2016) denuncian 
esta estrategia y destacan la desventaja financiera de los países del sur al en-
frentarse a equipos legales extranjeros especializados en eludir regulaciones 
ecológicas originadas en regiones productoras. 

Un acuerdo o contrato bilateral de carácter ambiental debe contemplar li-
neamientos procesales estrictos que aseguren el retorno al territorio nacional 
o la destrucción legalmente certificada de los excedentes orgánicos recolecta-
dos, a fin de evitar filtraciones no autorizadas de información genómica en-
démica.  

En este sentido, la Secretaría de la Comunidad Andina ha establecido 
normas rigurosas de bioseguridad para las transacciones de productos deriva-
dos, obligando al contratista a mantener la confidencialidad y la integridad del 
componente químico originario, así como a prevenir apropiaciones no autori-
zadas (Decisión 391 de la Comunidad Andina, 1996). Asimismo, la manipula-
ción microscópica de cromosomas fuera de los plazos legales establecidos 
constituye una infracción sancionada con multas significativas y de ejecución 
inmediata.  

5.3 Modelos de negociación de beneficios monetarios y no 
monetarios 

En el ámbito de la bioprospección, la estructuración de acuerdos justos y si-
métricos constituye el fundamento de la justicia ambiental y epistémica. Los 
paradigmas de resarcimiento ecológico establecen mecanismos compensato-
rios obligatorios que buscan equilibrar las ganancias corporativas con las ca-
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rencias críticas de equipamiento biomédico en las universidades suramerica-
nas ubicadas en regiones biodiversas y financieramente marginadas. 

Para desmontar las lógicas coloniales de expropiación gratuita, el Protoco-
lo de Nagoya exige la distribución obligatoria y equitativa de los beneficios a 
los países que protegen la biodiversidad. Este marco vinculante opera median-
te el establecimiento de cuotas negociadas individualmente, evitando imposi-
ciones mercantiles unilaterales por parte de la industria farmacéutica occiden-
tal. 

Sin embargo, la materialización financiera de estas compensaciones suele 
enfrentar serios obstáculos prácticos en las mesas de negociación. Los delega-
dos ministeriales ambientales enfrentan dificultades para proyectar financie-
ramente los beneficios cuando las innovaciones en salud pública requieren 
largos periodos de desarrollo y múltiples ensayos fallidos antes de alcanzar el 
éxito comercial. Esta incertidumbre se agrava cuando el producto biotecnoló-
gico se materializa con precios globales prohibitivos, respaldados por rígidos 
monopolios de patentes (Kageyama, 2017). 

Ante esta asimetría de capital y riesgo, se han propuesto alternativas con-
tractuales mucho más garantistas para el sur global. Por ejemplo, Vallejo Ro-
binson (2010) sugiere reemplazar los acuerdos de rentabilidad especulativa 
por modelos híbridos expeditos. En estos esquemas, la multinacional realiza 
transferencias tecnológicas inmediatas y los pagos líquidos se reservan para 
esquemas tributarios futuros, voluntarios y comercialmente viables para los 
consorcios. 

Además de los retornos financieros a largo plazo, los beneficios intangibles 
desempeñan un papel clave en el fortalecimiento del ecosistema científico 
local. Los estipendios no monetarios incluyen aportes inmateriales, como 
becas completas y la obligatoria inclusión de investigadores en publicaciones 
indexadas. Esta medida transversal impulsa a las instituciones del sur global 
en los índices de alto impacto y contribuye a reducir la asimetría eurocéntrica 
en la investigación. 

En paralelo al fomento de la ciencia alopática, el modelo de beneficios de-
be garantizar la pervivencia integral de los sistemas médicos y de los conoci-
mientos tradicionales subyacentes. El artículo 8 del Convenio sobre la Diver-
sidad Biológica establece requisitos específicos para promover la continuidad 
de las prácticas tradicionales curativas. Con esto, se fomenta y protege la in-
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dependencia técnica necesaria para realizar prospecciones botánicas sin inter-
ferencias de las entidades multinacionales occidentales. 

En lo que respecta a las contraprestaciones financieras de carácter directo, 
las primas económicas de pago continuo se calculan como un porcentaje de 
las facturaciones netas. No obstante, la auditoría de este cálculo suele ser pro-
blemática, puesto que los auditores privados a menudo manipulan los balan-
ces contables y argumentan ante los tribunales que el extracto amazónico tie-
ne una incidencia financiera insignificante en la compleja síntesis del fármaco. 

Para contrarrestar la evasión corporativa sistemática, los foros diplomáti-
cos ambientales han diseñado herramientas de supervisión complementarias. 
El artículo 10 del Protocolo de Nagoya establece mecanismos formales para 
explorar la participación multilateral global en los recursos fronterizos. Esta 
figura jurídica busca eliminar la incertidumbre asociada al rastreo de los ren-
dimientos ocultos por parte de multinacionales en paraísos fiscales. 

La protección ecosistémica territorial también debe ser un componente 
irrevocable en la negociación de estos accesos biológicos. Además, los mode-
los de acceso a los recursos genéticos en algunos países del sur global, como 
los Estados miembros de la Comunidad Andina, prevén aportes irrevocables 
destinados a fondos patrimoniales estatales. Estos fondos soberanos están 
orientados exclusivamente a financiar procesos de restauración ecosistémica 
en los territorios nativos de los que se han extraído recursos endémicos (Fix, 
2002).  

La rigidez de los contratos iniciales puede resultar altamente lesiva si las 
cláusulas no se adaptan al avance de los descubrimientos científicos a lo largo 
del tiempo. Por ello, la actualización automática de los montos resarcitorios 
pactados se produce cuando un recurso inicialmente recolectado para un uso 
menor revela propiedades curativas significativas, lo que altera sustancialmen-
te las proyecciones financieras originales.  

En relación con este punto, Ten Kate y Laird (2019) señalan que un marco 
normativo preventivo incorpora cláusulas de revisión que obligan al sector 
privado a aumentar progresivamente las regalías al Estado cuando el valor de 
mercado del principio activo endémico supera las expectativas. 

La consolidación de una verdadera justicia transaccional en la política am-
biental exige, en última instancia, posturas gubernamentales firmes e inque-
brantables. Por lo tanto, un delegado ministerial ambiental íntegro rechaza los 
acuerdos transaccionales injustos en los que los pagos fijos dependen de be-
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neficios futuros inciertos, perpetuando el extractivismo biológico colonial en 
la cuenca ecuatorial sudamericana. Como custodio, el Estado de los bosques 
nativos garantiza la provisión continua de semillas nativas, altamente valora-
das por la botánica farmacéutica internacional, y, a cambio, otorga licencias 
equitativas para su estudio.    

5.4 Transferencia tecnológica real versus compromisos con-
tractuales simbólicos 

La promesa de la transferencia de tecnología ha sido, durante décadas, el 
principal argumento retórico para justificar la incursión de corporaciones ex-
tranjeras en los ecosistemas de los países biodiversos. En el papel, los acuer-
dos de bioprospección se presentan como alianzas simétricas que prometen 
modernizar la infraestructura científica del sur global a cambio del acceso a su 
invaluable patrimonio genético. Sin embargo, la materialidad del extractivis-
mo, presentada con frecuencia como colaboración académica binacional, re-
vela que la transferencia de conocimiento tecnológico acordada suele reducir-
se al envío de manuales descontextualizados, sin generar un impacto trans-
formador real en la infraestructura de los países del sur global, históricamente 
empobrecidos por el subdesarrollo estructural. 

El artículo 16 del Convenio sobre la Diversidad Biológica establece clara-
mente que el suministro de dispositivos biotecnológicos avanzados debe rea-
lizarse oportunamente y en condiciones concesionales favorables, con el fin 
de mitigar la inequidad generada por el oligopolio corporativo, protegido tec-
nológicamente e inaccesible tanto intelectualmente como financieramente en 
el mercado mundial. Este mandato jurídico internacional buscaba, en su espí-
ritu original, nivelar las capacidades de investigación para que las naciones 
ricas en biodiversidad dejaran de ser proveedoras de materias primas biológi-
cas (Hoisington et al., 1999). 

A pesar de este mandato, la implementación práctica de la transferencia 
tecnológica se ha enfrentado a una férrea resistencia corporativa. Las empre-
sas farmacéuticas y biotecnológicas litigan en tribunales de arbitraje interna-
cional, argumentando que la cesión incondicional de protocolos moleculares, 
protegidos por el secreto industrial, vulnera los principios del comercio glo-
bal, desincentiva futuras inversiones y pone en riesgo ensayos clínicos vitales 
de relevancia global. Esta postura defensiva perpetúa un modelo asimétrico 
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en el que el valor agregado siempre se capitaliza fuera de las fronteras de los 
países proveedores. 

La sustitución de una verdadera transferencia de capacidades por "com-
promisos simbólicos" constituye una nueva forma de extractivismo epistémi-
co. El envío de manuales de uso para equipos obsoletos o la realización de 
talleres de capacitación superficial no dotan a los investigadores locales de las 
herramientas necesarias para decodificar, sintetizar o patentar sus propios 
descubrimientos. De este modo, la dependencia tecnológica se mantiene in-
tacta, asegurando que el monopolio del conocimiento aplicado permanezca 
concentrado en el hemisferio norte (Buck & Hamilton, 2011). 

Por el contrario, una transferencia tecnológica real exige la instalación de 
laboratorios de última generación, la donación de secuenciadores genómicos y 
la capacitación en bioinformática. Significa habilitar a la contraparte nacional 
para que domine el ciclo completo de innovación, desde la recolección de la 
muestra silvestre hasta el escalamiento industrial del fármaco. Sin estos ele-
mentos materiales, cualquier estipulación contractual carece de eficacia prácti-
ca para el desarrollo nacional. 

La creación de un ecosistema internacional de simetría técnica requiere la 
concesión de licencias subsidiadas y perpetuas que permitan a la manufactura 
de los países del sur global producir, comercializar y proveer masivamente 
fármacos originados en sus territorios biodiversos. Esto garantiza que las me-
dicinas derivadas de la biodiversidad local regresen a las comunidades a pre-
cios justos, cerrando el ciclo de la justicia sanitaria (Glowka, 1998; Ruiz, 
2018). 

En este escenario, el Acuerdo sobre los ADPIC contempla disposiciones 
excepcionales de orden público que facultan a los gobiernos para emitir licen-
cias obligatorias ante emergencias de salud pública, priorizando la protección 
de vidas humanas por encima de los intereses comerciales. Estas flexibilidades 
son necesarias para presionar a los titulares de patentes biotecnológicas para 
que cumplan con sus promesas de transferencia de tecnología, bajo pena de 
perder su exclusividad en el mercado local. 

La Comunidad Andina, por su parte, impone a sus Estados miembros con-
tar con mecanismos para exigir a los bioprospectores extranjeros que revelen 
por completo los secretos productivos obtenidos en las recolecciones realiza-
das. Esta exigencia subregional desafía abiertamente las lógicas de ocultamien-
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to corporativo y busca democratizar el conocimiento derivado de la flora y la 
fauna compartidas entre los países del sur global. 

El artículo 45 de la Decisión 391 condiciona la validez procesal de las con-
cesiones a la demostración de programas formativos verificables, limitando así 
prácticas discriminatorias que excluyen al talento botánico de los países 
miembros, formado rigurosamente, pero sin acceso a equipamiento de van-
guardia. Esta disposición normativa convierte la capacitación y el intercambio 
académico en requisitos de validez del contrato (Heineke & Wolff, 2004). 

La inclusión de científicos locales en todas las fases de la investigación de-
be trascender el rol de simples recolectores de muestras o de "guías" de cam-
po. La transferencia real implica coautoría en publicaciones indexadas de alto 
impacto, participación activa en el diseño experimental de ensayos clínicos y 
el reconocimiento explícito de sus aportes en las patentes que lleguen a regis-
trarse internacionalmente. 

Además, los programas formativos verificables deben ser auditados perió-
dicamente por las autoridades ambientales. Si una empresa biotecnológica 
incumple sus hitos de capacitación tecnológica, el Estado debe tener la potes-
tad innegociable de suspender los permisos de exportación de las muestras 
genéticas, garantizando así el cumplimiento forzoso de las cláusulas de trans-
ferencia. 

La exigencia de cotitularidad de las invenciones desarrolladas a partir de 
recursos genéticos nacionales constituye otro mecanismo vital. Al compartir 
los derechos de propiedad intelectual, el Estado proveedor y sus universida-
des se aseguran tanto de una participación en las regalías como del poder de 
decisión sobre cómo, dónde y a qué precio se licenciará la tecnología en el 
futuro. 

La infraestructura tecnológica transferida debe ser sostenible a largo plazo. 
Los contratos deben prever fondos para el mantenimiento de los equipos 
donados, la actualización de los programas informáticos y la financiación con-
tinua de las líneas de investigación endógenas, evitando que los laboratorios 
queden inoperativos una vez que la empresa extranjera finalice su bioprospec-
ción. 

El desmantelamiento de las lógicas coloniales en la ciencia biológica re-
quiere un esfuerzo diplomático conjunto por parte de los países del sur global. 
Estos Estados deben negociar en bloque ante la Organización Mundial de la 
Propiedad Intelectual y la Organización Mundial del Comercio para que la 
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transferencia de tecnología deje de ser tratada como un ideal voluntario y se 
consagre como una obligación coercitiva del derecho internacional comercial. 

De acuerdo con Ten Kate & Laird (2019), únicamente mediante una exi-
gencia contractual estricta y sancionada, la bioprospección podrá despojarse 
de su velo extractivista. Las autoridades nacionales competentes deben recha-
zar sistemáticamente aquellos modelos de contrato en los que el resarcimiento 
se limite a beneficios monetarios de largo plazo y exigir, en su lugar, com-
promisos de construcción de capacidades institucionales medibles y de corto 
plazo. 

La asimetría de información técnica durante la negociación contractual de-
be abordarse dotando a los Ministerios de Ambiente de peritos en transferen-
cia tecnológica, capaces de tasar el valor real del "know-how" que la multina-
cional ofrece, separando las verdaderas herramientas de biotecnología de 
aquellas tácticas corporativas que solo buscan cumplir un requisito adminis-
trativo sobre el papel. 

Las universidades públicas de los países proveedores deben ser las princi-
pales beneficiarias de esta transferencia. Al dotar a la academia local de tecno-
logía punta, se fomenta la creación de empresas biotecnológicas nacionales 
("spin-offs") que pueden competir en el mercado global y agregar valor in situ 
al patrimonio biológico. 

La resistencia del derecho privado a la transferencia obligatoria puede mi-
tigarse mediante cláusulas de uso exclusivo para investigación no comercial, 
que permiten que el país de origen utilice los secretos industriales para avan-
zar en la ciencia básica, sin competir directamente en el mercado farmacológi-
co con el titular de la patente original, y aseguran el aprendizaje técnico. 

En conclusión, la dicotomía entre la transferencia tecnológica real y los 
compromisos simbólicos define la frontera misma entre la cooperación cientí-
fica legítima y la biopiratería contractualmente avalada. Mientras los marcos 
regulatorios no impongan la cesión material y efectiva de biotecnología avan-
zada como requisito indispensable (sine qua non) para acceder a los ecosiste-
mas hiperdiversos, el régimen de acceso a los recursos genéticos seguirá per-
petuando un intercambio asimétrico y neocolonial.  
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Capítulo 6. El consentimiento libre, previo e in-
formación y la bioprospección 

 

La aplicación del consentimiento libre, previo e informado constituye el fun-
damento de las relaciones entre investigadores y pueblos indígenas en el con-
texto de la bioprospección. Así, los pueblos indígenas mantienen una relación 
intrínseca con su entorno que trasciende la propiedad material de los elemen-
tos naturales (Rodríguez, 2017).  

Aguilar (2001) sostiene que la protección del conocimiento tradicional exi-
ge un reconocimiento jurídico que respete tanto la autonomía territorial como 
las formas de organización propias de cada colectividad indígena. Al igual que 
Robinson (2010), en Vargas-Chaves (2026), argumentamos que el cumpli-
miento de estas disposiciones internacionales es esencial para prevenir el 
aprovechamiento indebido de los conocimientos tradicionales por parte de 
industrias externas. 

El Protocolo de Nagoya complementa este marco normativo al establecer 
obligaciones claras para los usuarios de recursos genéticos y de conocimientos 
tradicionales asociados. Las disposiciones de este instrumento vinculante re-
quieren que cada Estado parte adopte medidas legislativas para garantizar la 
obtención del consentimiento de las comunidades involucradas.  

Un aspecto clave de este proceso es asegurar que la información se presen-
te de manera comprensible y transparente para todos los miembros de la co-
munidad. Laird (2010) afirma que la bioprospección solo puede considerarse 
éticamente válida si existe una distribución equitativa de los beneficios gene-
rados por la investigación científica. 

La soberanía estatal sobre los recursos naturales debe conciliarse con el 
respeto a los sistemas normativos internos de las comunidades locales (Van 
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Overwalle, 2005). Por lo tanto, el proceso de obtención del consentimiento 
debe iniciarse antes de cualquier actividad de recolección de muestras biológi-
cas o de documentación de conocimientos tradicionales.  

En efecto, la protección del patrimonio biocultural frente a intereses co-
merciales exige un sistema de salvaguardas que reconozca la titularidad colec-
tiva de estos recursos; por ello, un amplio sector teórico coincide en que el 
consentimiento constituye una manifestación del derecho a la autodetermina-
ción de los pueblos indígenas y no un simple trámite administrativo (Robin-
son, 2010; Rodríguez, 2017; Ten Kate & Laird, 2019; Vargas-Chaves, 2026). 

6.1 Divergencias doctrinarias entre la "consulta previa" y el 
"consentimiento vinculante" 

La distinción jurídica entre el trámite de consulta y la obtención de un acuer-
do vinculante suscita debates significativos en la implementación de políticas 
de bioprospección. Mientras que la consulta previa es un derecho fundamen-
tal cuyo objetivo es informar y recoger las preocupaciones de la comunidad, el 
consentimiento libre, previo e informado otorga la facultad de decidir de ma-
nera definitiva sobre la ejecución de proyectos en el territorio (Rodríguez, 
2017). 

El Convenio 169 de la OIT establece que los pueblos deben participar en 
los beneficios derivados de las actividades de explotación de recursos en sus 
tierras. Sin embargo, persiste una tendencia en algunos sectores administrati-
vos a limitar la consulta previa a un trámite formal que no obstaculice el avan-
ce de los intereses corporativos. Alzate-Mora et al. (2018), al respecto, señalan 
que el acceso a la justicia ambiental requiere que las comunidades dispongan 
de mecanismos efectivos para oponerse a proyectos que vulneren sus dere-
chos territoriales y culturales. 

La Declaración de las Naciones Unidas sobre los Derechos de los Pueblos 
Indígenas de 2007 eleva el estándar al exigir el consentimiento libre, previo e 
informado antes de aprobar cualquier proyecto que afecte las tierras indíge-
nas. Robinson (2010) sostiene que esta distinción es relevante, ya que otorga a 
los pueblos una posición de negociación más equitativa frente a las empresas 
interesadas en la biodiversidad. 

En este contexto, la bioprospección ocupa una posición central en la ten-
sión jurídica debido a la naturaleza intangible de los conocimientos tradiciona-
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les que constituyen su principal objeto de estudio. Dutfield (2000) explica que 
los derechos de propiedad intelectual aplicados a la biotecnología suelen en-
trar en conflicto con las perspectivas comunitarias sobre el uso compartido de 
los recursos naturales. 

Así, el consentimiento libre, previo e informado, como sustento del dere-
cho fundamental a la consulta previa , constituye una garantía para la supervi-
vencia de los pueblos cuya cultura está intrínsecamente ligada a la conserva-
ción de la biodiversidad local. El Protocolo de Nagoya refuerza este derecho 
al establecer que el acceso a los recursos debe sustentarse en condiciones mu-
tuamente acordadas que incluyan la participación en los beneficios. Ello, pese 
a que el reconocimiento de la capacidad de veto de las comunidades continúa 
enfrentando resistencia en las legislaciones nacionales de varios países lati-
noamericanos. 

6.2 Los protocolos bioculturales comunitarios como derecho 
propio  

Los protocolos bioculturales constituyen una herramienta innovadora que 
faculta a las comunidades para establecer reglas propias en el diálogo con ac-
tores externos. Estos documentos, elaborados de manera participativa, inte-
gran normas tradicionales, valores y visiones de desarrollo de cada pueblo en 
relación con su entorno natural (Rodríguez, 2017). 

Asimismo, los protocolos actúan como una interfaz que traduce el derecho 
propio de las comunidades al lenguaje jurídico estatal e internacional. Laird 
(2010) señala que estos protocolos permiten a los grupos locales definir sus 
prioridades y las condiciones para compartir sus conocimientos con la ciencia 
moderna. En efecto, su uso contribuye a prevenir la biopiratería mediante el 
establecimiento de requisitos claros para la trazabilidad de los recursos y el 
reconocimiento de los autores originales de los saberes.  

Robinson (2010), en este sentido, es enfático al afirmar que estas herra-
mientas fortalecen la gobernanza local y ofrecen seguridad jurídica tanto a las 
comunidades como a las instituciones interesadas en realizar investigaciones 
legítimas. En este sentido, la bioprospección puede convertirse en una activi-
dad de colaboración mutua, en contraste con un proceso de extracción unila-
teral de información biológica. 
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Un protocolo bien estructurado determina los interlocutores válidos en la 
comunidad y establece los plazos necesarios para la toma de decisiones colec-
tivas. Aguilar (2001) argumenta que el respeto por estas normas internas es 
esencial para evitar que el proceso de consulta se convierta en una imposición 
de tiempos y métodos ajenos a la cultura local. Por ello, la efectividad de estos 
instrumentos depende de su reconocimiento oficial por parte de las autorida-
des ambientales y de los sistemas de propiedad intelectual.  

Vallejo Trujillo & Álvarez Amézquita (2023) concluyen que los protocolos 
bioculturales constituyen expresiones del derecho a la participación y deben 
integrarse en los procesos administrativos de acceso a los recursos genéticos. 
De este modo, la comunidad deja de ser un objeto de estudio y se convierte 
en una socia activa con derechos claramente definidos. De hecho, el TIRFAA 
reconoce la importancia de los conocimientos tradicionales y el derecho de 
los agricultores a participar en la toma de decisiones. 

En todo caso, la implementación de protocolos comunitarios reduce el 
riesgo de conflictos sociales al aclarar las expectativas y las obligaciones de 
todas las partes involucradas en la investigación. Estos documentos garanti-
zan que el acceso a la biodiversidad respete la integridad espiritual y física de 
los territorios indígenas conforme a sus propias leyes y costumbres. 

6.3 Reducción de la asimetría de información técnica durante 
la fase de negociación 

La disparidad de conocimientos técnicos entre las empresas biotecnológicas y 
las comunidades locales constituye uno de los principales obstáculos para 
lograr un consentimiento verdaderamente informado. Mientras los investiga-
dores cuentan con formación especializada en genética y en patentes, las co-
munidades suelen desconocer los términos legales y comerciales que rigen la 
industria científica global (Heineke & Wolff, 2004). 

El derecho al consentimiento informado requiere que la información pro-
porcionada sea completa, veraz y presentada en un lenguaje accesible para la 
población afectada. Vallejo Trujillo (2016) indica que la consulta previa pierde 
validez si los sujetos consultados no comprenden las consecuencias a largo 
plazo de los acuerdos que suscriben con las entidades interesadas. 

A pesar de los avances normativos, muchas negociaciones se llevan a cabo 
sin que las comunidades dispongan de asesoría técnica o jurídica independien-
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te. Robinson (2010) advierte que la falta de recursos para contratar expertos 
propios coloca a los pueblos indígenas en una situación de vulnerabilidad 
frente a las grandes empresas del sector farmacéutico y biotecnológico. 

De cualquier forma, la reducción de estas asimetrías exige que el Estado y 
las organizaciones internacionales faciliten espacios de capacitación y acom-
pañamiento durante las fases de negociación. Robinson (2010) y Dutfield 
(2000) sugieren que la transparencia sobre el valor comercial potencial de los 
recursos es necesaria para que la distribución de beneficios sea justa y no sim-
bólica. 

6.4 Vicios del consentimiento y mecanismos de coerción ex-
terna 

La validez del consentimiento en los acuerdos de bioprospección requiere que 
la voluntad comunitaria se exprese sin presiones, engaños ni manipulación de 
las condiciones económicas. Los vicios del consentimiento, como el error, la 
fuerza o el dolo, invalidan jurídicamente cualquier contrato de acceso a recur-
sos genéticos o conocimientos tradicionales asociados a la biodiversidad. 

Las comunidades locales suelen enfrentar situaciones de precariedad eco-
nómica que pueden ser explotadas por agentes externos para obtener permi-
sos de investigación a cambio de compensaciones mínimas. Según Rodríguez 
(2017), el uso de incentivos económicos desproporcionados para inducir deci-
siones favorables constituye una forma de coerción que afecta la libertad de 
elección del grupo. 

El dolo se presenta cuando los investigadores ocultan la magnitud real de 
los beneficios comerciales que esperan obtener mediante el uso de la biodi-
versidad local. El Convenio 169 exige que los procedimientos de consulta 
sean honestos y busquen genuinamente el consenso entre las partes. Toda 
acción orientada a confundir a los líderes comunitarios sobre el alcance de la 
investigación científica contraviene los estándares internacionales de protec-
ción de los derechos humanos indígenas. 

En numerosos casos, la bioprospección se presenta como ayuda humanita-
ria o como proyectos de conservación ambiental, con el objetivo de ganar la 
confianza de la población. Robinson (2010) advierte que este encubrimiento 
de actividades comerciales con fines altruistas constituye una práctica común 
de biopiratería que vulnera la integridad ética de la ciencia contemporánea. 
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El derecho al consentimiento libre exige que las comunidades tengan la 
posibilidad efectiva de rechazar una propuesta sin temor a represalias por 
parte del Estado o de las empresas. Vargas-Chaves (2024) señala que la coac-
ción puede ser no solo física, sino también política o legal, al amenazar a las 
comunidades con la pérdida de derechos territoriales en caso de no cooperar. 

La nulidad de los contratos celebrados bajo estos vicios constituye una 
medida necesaria para restaurar el orden jurídico y proteger el patrimonio 
biocultural de los pueblos afectados. El Protocolo de Nagoya de 2010 esta-
blece que el acceso debe realizarse conforme a las leyes nacionales, las cuales 
deben prever mecanismos para sancionar el incumplimiento de las condicio-
nes acordadas. 

Por lo tanto, los organismos de control deben supervisar activamente que 
los investigadores no utilicen su posición de poder para imponer condiciones 
desfavorables a los poseedores de conocimientos tradicionales. Vallejo Truji-
llo (2016) sostiene que la protección de la autonomía étnica exige una vigilan-
cia permanente de la transparencia y la equidad en todos los procesos de diá-
logo intercultural. 

6.4.1. Dolo y ocultamiento sobre la finalidad comercial de la recolección 

El ocultamiento deliberado de la intención comercial detrás de una investiga-
ción científica constituye una de las formas más graves de fraude en el contex-
to de la bioprospección. Efferth et al. (2016) explican que este desplazamiento 
de la finalidad inicial del consentimiento constituye una apropiación indebida 
de recursos genéticos que debe ser sancionada por las autoridades competen-
tes. 

La biopiratería se nutre de este vacío informativo y de la confianza que los 
grupos locales depositan en las instituciones académicas que afirman buscar el 
beneficio de la humanidad. Chen (2006) advierte que la frontera entre la in-
vestigación pública y el desarrollo privado se ha vuelto tan difusa que resulta 
necesario exigir declaraciones juradas sobre la finalidad de cada recolección. 

Por lo tanto, el consentimiento debe renovarse si el propósito de la inves-
tigación se modifica de académico a comercial durante el desarrollo del pro-
yecto científico inicial. Al igual que Sharma & Pradhan (2024), consideramos 
que la trazabilidad de los recursos y la transparencia absoluta constituyen los 
únicos medios para evitar que la bioprospección se convierta en una herra-
mienta de despojo encubierto. 
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La obligación de que los investigadores revelen sus fuentes de financia-
miento y sus socios corporativos constituye un paso necesario para garantizar 
un trato equitativo y respetuoso. La detección de dolo en las fases iniciales de 
un proyecto permite que la comunidad revoque su autorización y solicite la 
devolución de las muestras o la destrucción de los datos obtenidos. La justicia 
ambiental exige que las empresas no se beneficien de la ignorancia ni de la 
buena fe de quienes han preservado la biodiversidad para las generaciones 
futuras. 

6.4.2. Estrategias de división comunitaria y cooptación de autoridades 
tradicionales 

Algunas empresas que buscan un acceso expedito a recursos genéticos em-
plean tácticas orientadas a debilitar la cohesión social de los pueblos indíge-
nas, con el fin de facilitar su acceso a los territorios. Entre estas estrategias se 
encuentran el ofrecimiento de beneficios individuales a determinados líderes y 
la conformación de organizaciones paralelas que no reflejan la voluntad colec-
tiva de la comunidad afectada por la investigación. 

La cooptación de autoridades tradicionales deslegitima el proceso de con-
sulta previa, al convertir un derecho colectivo en una transacción privada en-
tre el investigador y un grupo reducido de individuos. Rodríguez (2017) afir-
ma que la validez del consentimiento requiere que este provenga de estructu-
ras de representación legítimas y reconocidas por la comunidad conforme a 
sus usos y costumbres. 

La división interna resultante de estas prácticas externas reduce la capaci-
dad de negociación del grupo y puede desencadenar conflictos violentos entre 
sus miembros. Para Kim (2021), las estrategias de fragmentación social consti-
tuyen una forma de coerción que vulnera tanto el derecho a la autodetermina-
ción como la integridad cultural de los pueblos. 

El artículo 18 de la Declaración de las Naciones Unidas sobre los Dere-
chos de los Pueblos Indígenas enfatiza el derecho de estos pueblos a partici-
par en la toma de decisiones a través de sus representantes legítimos. Todo 
intento de eludir a las autoridades reconocidas mediante sobornos o manipu-
lación política debe ser denunciado ante organismos nacionales e internacio-
nales de derechos humanos. 

En el ámbito de la bioprospección, obtener firmas de personas sin autori-
dad legítima para comprometer el patrimonio biocultural de la comunidad 
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constituye una práctica jurídicamente nula. Robinson (2010) sostiene que los 
investigadores tienen la responsabilidad ética de asegurarse de que sus interlo-
cutores cuenten con el mandato social necesario para autorizar el acceso a los 
conocimientos tradicionales. 

La transparencia en la gestión de los fondos destinados a compensaciones 
comunitarias resulta clave para prevenir acusaciones de corrupción y de mal-
versación de recursos por parte de los líderes. Por su parte, Dutfield (2000) 
advierte que los pagos en efectivo a individuos, en lugar de inversiones en 
proyectos de beneficio colectivo, suelen indicar una obtención irregular del 
consentimiento. 

Por lo tanto, el Estado debe garantizar que los procesos de diálogo se lle-
ven a cabo en asambleas abiertas, permitiendo que toda la comunidad exprese 
su opinión sobre la propuesta de bioprospección. En suma, el respeto por los 
protocolos bioculturales comunitarios protege a las organizaciones locales 
frente a intentos externos de manipulación o cooptación de sus dirigentes. En 
este sentido, la solidez de las instituciones indígenas constituye el principal 
obstáculo para quienes buscan acceder a la biodiversidad sin cumplir con los 
estándares éticos de participación. 

6.4.3 El problema del consentimiento fragmentado entre pueblos que 
comparten un recurso 

La distribución geográfica de los recursos genéticos y de los conocimientos 
tradicionales generalmente no coincide con las fronteras políticas ni con los 
límites territoriales de una sola comunidad indígena. A menudo, el conoci-
miento sobre las propiedades medicinales de una planta es compartido por 
varios pueblos que residen en la misma región o pertenecen a la misma familia 
lingüística. 

Esta situación plantea el desafío de determinar quién tiene la autoridad le-
gal para otorgar el consentimiento cuando el recurso o el conocimiento no 
son propiedad exclusiva de un solo grupo social. No obstante, en la práctica, 
los investigadores suelen solicitar el permiso de la comunidad más accesible o 
dispuesta a negociar, omitiendo a otros grupos que también poseen el mismo 
conocimiento ancestral. 

Existe el riesgo de que una comunidad autorice el uso comercial de un co-
nocimiento compartido sin consultar a las demás, lo que puede derivar en la 
pérdida del control cultural para todos los involucrados en la región. Fredriks-
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son (2017) advierte que la bioprospección en zonas de alta diversidad cultural 
requiere enfoques regionales y coordinados que reconozcan la titularidad 
compartida del patrimonio biocultural. 

De hecho, de acuerdo con las normas del Protocolo de Nagoya, los Esta-
dos deben promover la cooperación entre comunidades cuando los conoci-
mientos tradicionales se encuentran de manera transfronteriza o compartida. 
Khan (2022) insiste en que el reconocimiento de derechos colectivos amplios 
es necesaria para evitar que el acceso a la biodiversidad se convierta en una 
fuente de disputas territoriales. 

Asimismo, la conformación de consejos regionales de autoridades tradi-
cionales puede constituir una solución efectiva para la gestión conjunta de los 
recursos compartidos por varios pueblos indígenas de una misma zona; es 
necesario contemplar un escenario en el que los beneficios derivados de la 
bioprospección se canalicen en fondos destinados a todas las comunidades 
que han contribuido históricamente a la conservación de ese conocimiento. 

El reconocimiento de la naturaleza compartida de la biodiversidad fortale-
ce la solidaridad entre los pueblos y previene que la industria biotecnológica 
utilice estrategias de división en los territorios indígenas. Una gestión ética de 
los recursos compartidos garantiza que el consentimiento refleje la voluntad 
colectiva de quienes habitan el ecosistema donde se lleva a cabo la investiga-
ción científica. 

6.5 Efectividad, nulidad y exigibilidad de los acuerdos co-
munitarios 

La efectividad de los acuerdos entre investigadores y comunidades requiere 
mecanismos legales claros que permitan exigir el cumplimiento de las obliga-
ciones pactadas por ambas partes. Un contrato de acceso a recursos genéticos 
debe constituir un instrumento jurídico vinculante que garantice la protección 
efectiva de los derechos bioculturales locales, en lugar de limitarse a una de-
claración de intenciones. 

Sin embargo, en numerosos casos, los acuerdos no se implementan de 
manera efectiva debido a la ausencia de mecanismos de monitoreo por parte 
de las autoridades ambientales y de los registros de propiedad intelectual. Dal 
Monico (2024) es enfático al señalar que la vulnerabilidad de las comunidades 
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aumenta cuando el Estado no interviene para garantizar que los beneficios 
lleguen a los territorios de origen del recurso. 

La nulidad de los acuerdos constituye la sanción jurídica aplicable cuando 
se demuestra que el consentimiento fue obtenido mediante engaño, coacción 
o la ausencia de información esencial para la toma de decisiones colectivas. 
Sharma & Pradhan (2024) sugieren concebir un escenario en el que los jueces 
cuenten con la facultad de anular contratos de bioprospección que vulneren 
los principios fundamentales de la consulta previa y la integridad étnica de los 
pueblos. 

Finalmente, el establecimiento de registros de contratos y de certificados 
de cumplimiento puede mejorar la trazabilidad de los recursos y facilitar la 
verificación del cumplimiento de los términos del consentimiento inicialmente 
otorgado. Al igual que Aguilar (2001), consideramos que la seguridad jurídica 
para los investigadores solo es posible si se respetan plenamente los derechos 
territoriales y culturales de los pueblos indígenas consultados. En definitiva, la 
justicia ambiental se materializa cuando las comunidades pueden defender sus 
intereses ante tribunales nacionales e internacionales por violaciones de los 
pactos sobre el acceso a la biodiversidad. 

6.5.1 Estándares probatorios para certificar un consentimiento mate-
rialmente "informado" 

La certificación de que un proceso de consulta ha resultado en un consenti-
miento materialmente informado exige evidencias sólidas que vayan más allá 
de la presentación de listas de firmas o de actas administrativas. No basta con 
demostrar la celebración de una reunión entre las partes; es imprescindible 
acreditar que la colectividad afectada comprendió y aceptó conscientemente el 
contenido de la propuesta. Según explica Rodríguez (2017), los estándares 
probatorios deben incluir registros de las sesiones de capacitación, las traduc-
ciones realizadas y los debates internos que precedieron a la firma del docu-
mento final. 

Asimismo, la prueba de la información suministrada debe demostrar que 
se explicaron tanto los beneficios potenciales como los riesgos ambientales, 
culturales y legales asociados a la actividad científica de bioprospección. 
Wright & Tomaselli (2019) advierten que la carga de la prueba sobre la trans-
parencia de la información debe recaer en el investigador o en la empresa que 
solicita el acceso al recurso. 
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La documentación audiovisual y la participación de testigos independien-
tes, como organismos de derechos humanos o académicos neutrales, pueden 
constituir elementos probatorios de la libertad con la que se actuó. Robinson 
(2010) sugiere que el uso de lenguajes visuales y pedagógicos adaptados a la 
cultura local evidencia el esfuerzo real del investigador por cumplir con el 
requisito de informar adecuadamente. Glowka (1998) destaca que este sistema 
de certificación busca unificar criterios para que la legalidad de la investiga-
ción sea verificable en cualquier país donde se pretenda utilizar el recurso 
biológico. 

En consecuencia, la falta de comprensión real de conceptos como patentes 
o secuencias genéticas invalida la calidad del consentimiento otorgado por los 
poseedores de conocimientos tradicionales; por ello, concordando con auto-
res como Khan (2022), South (2017), Kim (2021) y Vallejo Trujillo (2016), en 
materia de bioprospección y biopiratería, la justicia debe trascender las forma-
lidades y analizar la sustancia de la relación comunicativa establecida durante 
el proceso de consulta previa obligatoria. 

De igual manera, la participación de mujeres y ancianos en las deliberacio-
nes indica que el consentimiento refleja la diversidad de opiniones y saberes 
dentro de la organización social. El rigor en la certificación del consentimien-
to informado previene litigios futuros y asegura que la investigación científica 
se desarrolle sobre una base ética sólida y respetuosa con la diversidad étnica. 
La transparencia en las pruebas presentadas ante las autoridades administrati-
vas fortalece la confianza entre los actores y garantiza la sostenibilidad social 
de los proyectos de bioprospección a largo plazo. 

6.5.2 El derecho al retiro del consentimiento y sus implicaciones para 
patentes derivadas 

El derecho al retiro del consentimiento constituye una prerrogativa de los 
pueblos indígenas, que les permite revocar su autorización cuando las condi-
ciones del acuerdo inicial han sido incumplidas o modificadas unilateralmente. 
Esta facultad de retractación amplía la autonomía territorial y cultural, prote-
giendo a las comunidades frente a investigaciones que puedan afectar su inte-
gridad social o espiritual. 

La aplicación de este derecho introduce una incertidumbre significativa en 
la industria biotecnológica, dado que el retiro del consentimiento puede pro-
ducirse tras la realización de inversiones sustanciales en el desarrollo de pro-
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ductos. De hecho, la principal tensión radica en determinar el destino de los 
datos genéticos y de las patentes derivadas si la comunidad decide retirarse del 
proyecto de investigación. 

En este contexto, el retiro del consentimiento puede requerir la suspensión 
de solicitudes de patentes fundamentadas exclusivamente en el conocimiento 
tradicional o en el recurso biológico cuya autorización ha sido revocada por la 
comunidad. Dutfield (2001) advierte que los sistemas actuales de propiedad 
intelectual no están preparados para gestionar la revocación del acceso, lo que 
genera un vacío legal de difícil resolución judicial. 

La inclusión de cláusulas de terminación anticipada y de reversión de datos 
debe considerarse una práctica estándar en la redacción de contratos de acce-
so y de reparto de beneficios conforme al Protocolo de Nagoya. Rodríguez 
(2017) señala que respetar la voluntad de las comunidades implica reconocer 
su derecho a modificar su consentimiento si perciben que su identidad está en 
riesgo debido a actividades externas. 

La posibilidad de retirar el consentimiento incentiva a los investigadores a 
mantener altos estándares éticos y a cumplir con los compromisos de distri-
bución justa de los resultados obtenidos. Una relación de bioprospección que 
no reconozca este derecho puede percibirse como una imposición que desco-
noce la soberanía de los pueblos sobre su propio destino. 

. 
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Capítulo 7. La función social y ecológica de la 
propiedad intelectual sobre invenciones bio-

tecnológicas y farmacéuticas para contrarrestar 
la biopiratería 

 

La regulación sustantiva de la apropiación del patrimonio biocultural en el 
contexto del comercio internacional constituye el fundamento doctrinal para 
analizar la legitimidad de las prácticas extractivas de las empresas multinacio-
nales. Como se ha estudiado, el análisis de las reglas procedimentales de la 
bioprospección y de las asimetrías presentes en los contratos de acceso a re-
cursos genéticos demuestra que mecanismos como la obtención del consen-
timiento libre, previo e informado resultan insuficientes para garantizar una 
distribución equitativa de los beneficios derivados de la biodiversidad. 

El sistema actual de propiedad intelectual exige una transición de la fiscali-
zación administrativa a un marco normativo que reconozca la naturaleza co-
lectiva de los conocimientos tradicionales, con el objetivo de mitigar el impac-
to del extractivismo corporativo. La literatura especializada sostiene que los 
derechos de exclusividad deben armonizarse con las realidades territoriales de 
las comunidades locales, ya que la gestión de los recursos genéticos está in-
trínsecamente vinculada a la protección integral de la identidad cultural que 
los respalda a lo largo del tiempo (Aguilar, 2001; Buck & Hamilton, 2011; Dal 
Monico, 2024; Ruiz, 2018). 

En esta línea, varios autores señalan que la función social y ecológica de la 
propiedad intelectual debe operar como un límite al alcance de los monopo-
lios biotecnológicos y farmacéuticos globales (Herrera Carrascal, 2017; Pasto-
rino, 2018; León Morales, 2024). Esta perspectiva teórica posibilita que el 
derecho de propiedad se interprete conforme a criterios que priorizan la sos-
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tenibilidad y el interés colectivo, garantizando que el aprovechamiento comer-
cial de la vida vegetal y animal no comprometa el equilibrio de los ecosistemas 
de origen. 

7.1. Reconfiguración dogmática y constitucional de la pro-
piedad intelectual 

Las premisas utilitaristas de la Revolución Industrial sentaron las bases de la 
dogmática clásica del derecho de patentes, bajo la premisa de que otorgar un 
monopolio exclusivo sobre invenciones mecánicas impulsaría el progreso 
público. La extensión de este sistema a la apropiación de seres vivos, secuen-
cias de ADN y fórmulas etnobotánicas ha alterado la ecuación de beneficio 
mutuo que justificaba la protección jurídica original de estas creaciones. 

Las potencias industrializadas y las corporaciones biotecnológicas utilizan 
el marco legal para proteger la extracción de material fisiológico, ignorando 
los orígenes colectivos de estos recursos y consolidando una privatización 
excluyente de los bienes comunes globales, lo que afecta la equidad interna-
cional (Dutfield, 2017). En este sentido, los marcos jurídicos latinoamerica-
nos, como el colombiano, promueven una reinterpretación de la propiedad 
privada mediante la incorporación de límites teleológicos que supeditan la 
validez de las prerrogativas comerciales al cumplimiento de obligaciones so-
ciales y ambientales.  

Esta transformación normativa responde a la necesidad de contrarrestar 
los efectos de un sistema que, en su configuración actual, favorece la acumu-
lación de rentas en detrimento del bienestar colectivo de las naciones en desa-
rrollo. La transición hacia este modelo implica que la titularidad de una inven-
ción no confiere un poder ilimitado, sino que requiere una correspondencia 
directa con las necesidades de salud pública y la preservación de la diversidad 
biológica en la región (Herrera Carrascal, 2017). 

Con todo, el Estado social de derecho contemporáneo ha superado la con-
cepción decimonónica que consideraba la propiedad como un derecho abso-
luto, perpetuo e incondicionado frente a las potestades regulatorias estatales. 
Actualmente, la propiedad intelectual se entiende como una manifestación del 
derecho general de propiedad que, por mandato constitucional, está sujeta a 
las restricciones derivadas del interés general y de la utilidad pública. La Corte 
Constitucional de Colombia, en la Sentencia C-262 de 1996, estableció que el 
otorgamiento de monopolios sobre procedimientos no persigue el enriqueci-
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miento corporativo, sino la obtención de una relación proporcional entre la 
recompensa al inventor y el bienestar de la sociedad. 

El principio de temporalidad constituye el mecanismo que materializa la 
relación de proporcionalidad en el ámbito de las invenciones biotecnológicas 
y de los productos farmacéuticos. El inventor dispone de un plazo específico 
para recuperar la inversión realizada, tras el cual la creación debe pasar al do-
minio público para garantizar el acceso libre de la ciudadanía a los beneficios 
del conocimiento científico. Sin embargo, la función social trasciende la limi-
tación temporal al exigir que la exclusividad no genere prácticas anticompeti-
tivas que obstaculicen el desarrollo de alternativas terapéuticas asequibles para 
la población (Herrera Carrascal, 2017). 

En este contexto, la función social actúa como un mandato que exige que 
toda innovación tecnológica contribuya al fortalecimiento de las capacidades 
locales y al sostenimiento de los medios de vida de los sectores más vulnera-
bles. Una patente farmacéutica basada en conocimientos tradicionales que 
bloquea las investigaciones endógenas y restringe el acceso de las comunida-
des de origen a tratamientos de salud constituye una desviación del funda-
mento jurídico que sustenta el sistema. La intervención estatal es necesaria 
para corregir estas distorsiones y garantizar que la protección de la propiedad 
intelectual no se convierta en una barrera para el ejercicio efectivo de los de-
rechos fundamentales a la vida y a la integridad. 

7.1.1. La Constitución Ecológica y la función ecológica como límite 
sustantivo al privilegio mercantil 

La función ecológica de la propiedad impone al titular una responsabilidad 
dirigida a la salvaguarda de la biosfera y al aseguramiento de los derechos de 
las generaciones futuras, lo cual permite trascender la utilidad inmediata de la 
colectividad presente, bajo el amparo de una Constitución Ecológica que de-
fine la preservación de la diversidad biológica y la estabilidad de los ecosiste-
mas como límites materiales para el desarrollo de cualquier actividad comer-
cial o industrial. En la Sentencia 596 de 1998, la Corte Constitucional de Co-
lombia establece que la protección de las riquezas naturales constituye un 
mandato vinculante, capaz de condicionar la validez de los derechos patrimo-
niales sobre los recursos biológicos, y que debe integrarse plenamente en el 
orden jurídico vigente como un requisito de legalidad sustancial que rige la 
actuación de los particulares y del Estado. 
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La naturaleza ecológica de los recursos genéticos mantiene un vínculo in-
trínseco con su valoración económica, lo que obliga al Estado, en su calidad 
de administrador fiduciario del patrimonio natural nacional, a ejercer una vigi-
lancia jurídica rigurosa para asegurar la estabilidad biótica frente a las presio-
nes del mercado global contemporáneo. Los componentes de la biodiversidad 
integran un interés jurídico prevalente cuya protección impide el otorgamien-
to de prerrogativas comerciales sobre biotecnología cuando el ejercicio de 
tales facultades de propiedad intelectual compromete la integridad de las es-
pecies endémicas o incentiva el agotamiento de la riqueza biológica que el 
ordenamiento jurídico nacional está obligado a salvaguardar de manera per-
manente y prioritaria.  

En consecuencia, la faceta ambiental de la propiedad intelectual establece 
la invalidez de toda prerrogativa jurídica que amenace la integridad de los sis-
temas bióticos o la estabilidad de los ciclos biológicos naturales, asegurando 
que el ejercicio de los derechos exclusivos no contravenga la protección de la 
biosfera ni los compromisos internacionales en materia de conservación (Var-
gas-Chaves, 2026a).  

Por su parte, Ceccon (2008) sostiene que la introducción de microorga-
nismos transformados genéticamente en los ecosistemas exige un análisis de 
riesgos riguroso para impedir la desaparición de variedades botánicas obteni-
das mediante actividades de bioprospección que sobrepasen la capacidad de 
absorción y regeneración de los entornos forestales, de manera que se preser-
ve la funcionalidad del orden ecológico frente a las intervenciones técnicas de 
carácter extractivo. 

7.1.2 Armonización del derecho privado corporativo con los derechos 
humanos, económicos, sociales y culturales 

La reconceptualización de la propiedad intelectual a partir de sus dimensiones 
sociales y ecológicas impone una lectura basada en el derecho internacional de 
los derechos humanos que transforme las estructuras del derecho privado 
tradicional. Los instrumentos y relatores de la Organización de las Naciones 
Unidas exigen que la legislación de los Estados Parte en el Pacto Internacional 
de Derechos Económicos, Sociales y Culturales asegure que el régimen de 
propiedad intelectual no vulnere el derecho fundamental a la alimentación, la 
salud pública y la pervivencia cultural de las minorías indígenas. 
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La gobernanza del acceso a los recursos genéticos enfrenta un desajuste 
debido a la resistencia de los conglomerados económicos a someter sus inver-
siones a los estándares de derechos humanos vigentes en países biodiversos 
como Colombia, Perú y Ecuador (Gómez Lee, 2023; Fix, 2002). Un análisis 
detallado muestra que la concepción clásica del derecho privado que avala la 
adquisición de bienes vacantes resulta anacrónica e inconstitucional cuando se 
aplica al patrimonio botánico, pues los ecosistemas sudamericanos han sido 
creados mediante la interacción milenaria entre los pueblos nativos y su en-
torno geográfico (Ten Kate & Laird, 2019). 

En consecuencia, el replanteamiento del derecho privado propuesto por 
Vargas-Chaves (2026a) exige superar aquellas visiones que legitiman el extrac-
tivismo y adoptar un sistema de protección que reconozca la integridad del 
conocimiento tradicional y del patrimonio biológico. La función social impo-
ne al Estado el deber de evaluar si la concesión de una patente o la adjudica-
ción de una licencia de bioprospección menoscaba la seguridad nutricional o 
los medios de subsistencia de las comunidades raizales, afrodescendientes y 
campesinas, y proceder a su denegación o revocatoria ante cualquier ejercicio 
monopólico que perjudique el bienestar social general. 

7.2. Tensiones geopolíticas y normativas en el patentamiento 
de invenciones biotecnológicas 

La función social y ecológica de la propiedad intelectual se materializa en un 
contexto internacional complejo que requiere la armonización de las normati-
vas nacionales con los compromisos internacionales en materia de comercio 
exterior (Herrera Carrascal, 2017). Los países de la región ecuatorial deben 
proteger su biodiversidad soberana ante las presiones de un sistema de inter-
cambio internacional estructurado por economías occidentales industrializa-
das. 

Estudios que superan la perspectiva tradicional evidencian que esta diso-
nancia regulatoria ha generado vacíos legales que han sido aprovechados por 
multinacionales mediante estrategias de arbitraje normativo (Ruiz, 2018). El 
marco jurídico debe establecer mecanismos de control que prevengan la ex-
plotación de estas brechas y garanticen la primacía de los derechos colectivos 
sobre los intereses comerciales privados de carácter extractivo. 

Algunas aproximaciones contemporáneas demuestran que estos mandatos 
han obligado a los países en desarrollo a adoptar regímenes de exclusividad 
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incompatibles con sus dinámicas de innovación colectiva (Fix, 2002; Robin-
son, 2010; Ten Kate & Laird, 2019). Un análisis detallado indica que este pro-
ceso tiende a criminalizar las economías locales y a ocultar el origen de nume-
rosas cepas germoplásmicas patentadas que pertenecen al patrimonio biológi-
co de las naciones proveedoras. 

De hecho, el conflicto entre el Convenio sobre la Diversidad Biológica y el 
Acuerdo sobre los ADPIC evidencia una discrepancia entre la soberanía de 
los Estados sobre sus recursos y la lógica de homologación de monopolios 
privados. El estudio de las decisiones internacionales confirma que las empre-
sas farmacéuticas y biotecnológicas occidentales aprovechan estas asimetrías 
mediante el uso de tecnologías de secuenciación y de procesamiento de datos 
genómicos para extraer valor de las reservas naturales tropicales. 

El marco jurídico debe responder mediante una interpretación sistemática 
de las flexibilidades permitidas, como la exclusión de las plantas de la patenta-
bilidad y la adopción de regímenes especiales para las obtenciones vegetales. 
Los países del sur global deben aplicar estas cláusulas considerando sus com-
promisos en materia de derechos humanos, a fin de garantizar que la protec-
ción de la propiedad intelectual no limite la gestión de los bienes públicos 
globales. 

De esta manera, la función ecológica entra en conflicto directo con el de-
recho corporativo e internacional en el ámbito de los monopolios sobre el 
material fitogenético alimentario, especialmente en el marco del Convenio 
Internacional para la Protección de las Obtenciones Vegetales (Convenio 
UPOV). El Acta de 1991 de este instrumento otorga amplios privilegios a los 
laboratorios que modifican genéticamente las semillas. Este régimen, promo-
vido mediante tratados de libre comercio bilaterales, impone un modelo agro-
nómico dependiente de insumos químicos, lo que debilita la autonomía de las 
poblaciones vulnerables (Glowka, 1998). 

La implementación del sistema UPOV 1991 conlleva la criminalización de 
prácticas campesinas, como el intercambio, el almacenamiento y la siembra 
solidaria de granos y tubérculos ancestrales. La transformación de recursos 
colectivos milenarios en bienes de capital transables en mercados de élite ge-
nera el fenómeno del cercamiento jurídico de las semillas, desplazando las 
formas tradicionales de gestión comunitaria por una lógica de apropiación 
privada que restringe el acceso a la biodiversidad esencial para la subsistencia. 



 

 

144 

La revisión de constitucionalidad de la adhesión al Acta de 1991 en Co-
lombia, mediante la Sentencia C-1051 de 2012, ha suscitado un debate sobre 
los límites de la propiedad privada y la protección de la producción agrícola 
local. La jurisprudencia, respaldada por movimientos sociales, sostiene que las 
normativas restrictivas eliminan la función social de la tierra, amenazan la 
supervivencia de semillas criollas adaptadas a microclimas andinos y vulneran 
el derecho a una alimentación libre de oligopolios corporativos (Altieri, 2010; 
Bernstein, 2016a; Rosset, 2003). 

Asimismo, la revolución genómica ha transformado los métodos de exa-
men botánico y ha dado lugar al fenómeno de la biopiratería desmaterializada, 
que cuestiona la eficacia de los sistemas regulatorios físicos tradicionales. Las 
empresas del sector biotecnológico utilizan la información digital sobre se-
cuencias para evitar la extracción de material de especímenes de los bosques 
suramericanos, decodificando el ácido desoxirribonucleico en laboratorios y 
transfiriendo los algoritmos resultantes a servidores ubicados en el norte glo-
bal (Buck & Hamilton, 2011). 

En este contexto, el avance tecnológico mencionado permite a los actores 
corporativos eludir los controles ambientales al argumentar que los datos al-
macenados en plataformas virtuales de acceso abierto constituyen bienes pú-
blicos globales. Esta interpretación omite que las secuencias numéricas refle-
jan el conocimiento acumulado por los pueblos indígenas, quienes clasificaron 
y protegieron las especies. Por ello, la función ecológica de la propiedad inte-
lectual impide que la virtualización de la información se utilice como meca-
nismo de elusión procedimental (Hoisington et al., 1999). 

7.3. La justicia transaccional y la equidad epistémica en las 
actividades de bioprospección 

La efectividad de la función social de la propiedad industrial en la lucha con-
tra la biopiratería requiere la instauración de un nuevo marco ético y comer-
cial que garantice la justicia transaccional en todas las fases de la bioprospec-
ción. Las directrices internacionales y andinas exigen una transición desde un 
modelo caracterizado por la asimetría de información y la coerción económica 
hacia un entorno contractual simétrico, basado en la equidad epistemológica y 
la redistribución monetaria proporcional (Heineke & Wolff, 2004). 

El sistema occidental de patentes ha utilizado la descalificación epistemo-
lógica como mecanismo para apropiarse del conocimiento inmaterial de las 
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comunidades locales (Shiva, 1999). Los examinadores de patentes en países 
del norte global suelen asumir que las prácticas curativas precolombinas care-
cen de rigor científico y las clasifican como folclore, lo que les permite consi-
derar el aislamiento químico de una molécula de uso público como una in-
vención merecedora de un monopolio global. Por ello, la función social de la 
propiedad exige el reconocimiento explícito del conocimiento tradicional co-
mo una forma de innovación sistemática, rigurosa, continua y de alto valor 
investigativo.  

Los conocimientos tradicionales orales e intergeneracionales que orientan a 
los investigadores hacia la especie vegetal adecuada constituyen innovaciones 
empíricas con titularidad colectiva legítima, que permiten a las corporaciones 
evitar inversiones significativas en cribado biológico. Por tanto, cualquier soli-
citud de patente basada en la botánica amazónica debe incluir la cotitularidad 
tecnológica o el reconocimiento de las fuentes originarias (Dutfield, 2010). 

El mandato constitucional de la función social requiere que los contratos 
administrativos de acceso a recursos genéticos incluyan salvaguardas econó-
micas redistributivas concretas, vinculantes y auditables, en lugar de limitarse 
a declaraciones de cooperación. Las disposiciones del Protocolo de Nagoya y 
el artículo 35 de la Decisión 391 establecen la obligación de negociar com-
promisos de distribución de beneficios, tanto monetarios como no moneta-
rios, para asegurar la equidad en materia de propiedad intelectual. En este 
sentido, la exigencia de una transferencia tecnológica estructural permite co-
rregir el extractivismo, superando los acuerdos de regalías residuales sobre 
ventas futuras que los conglomerados suelen diluir mediante prácticas conta-
bles para reducir los márgenes de utilidad neta. 

Las entidades estatales deben interpretar la función social, exigiendo que 
las corporaciones extranjeras revelen de manera completa los protocolos de 
decodificación y los secretos industriales asociados, como contraprestación 
por el acceso al germoplasma nativo. La concesión de licencias subsidiadas 
permite que los laboratorios universitarios y públicos de las naciones del sur 
global produzcan genéricos derivados a bajo costo, asegurando que la patente 
cumpla su objetivo de garantizar el acceso a la salud para las poblaciones de 
los ecosistemas de origen. 

El sistema jurídico ha desarrollado herramientas procesales disuasorias que 
cumplen una función ecológica y social al eliminar los privilegios obtenidos 
por fraude o por la omisión de requisitos legales en materia de propiedad in-
dustrial. El desarrollo normativo andino ha establecido un mecanismo directo 
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contra la biopiratería a nivel internacional mediante la exigencia del certificado 
de origen lícito, que constituye un requisito indispensable para la validez de 
cualquier título de invención (Glowka, 1998). 

Las normativas ambientales requieren que los ministerios implementen au-
ditorías permanentes de los certificados de cumplimiento transfronterizo del 
Protocolo de Nagoya, mediante la trazabilidad digital interconectada para 
detectar y denunciar prácticas corporativas engañosas. Las autoridades deben 
revocar concesiones a instituciones que actúan como redes de intermediación 
mercantil al servicio de cárteles agroindustriales bajo el pretexto de fines in-
vestigativos no comerciales, garantizando así la integridad del sistema de pro-
tección biológica y cultural (Wright & Tomaselli, 2019). 

7.4. Alternativas sui generis y gobernanza regional para la 
protección del patrimonio biocultural 

El sistema de patentes presenta limitaciones estructurales para incorporar las 
cosmovisiones integradoras de los pueblos indígenas, lo que exige desarrollar 
rutas jurídicas alternativas que reconozcan la interdependencia biológica y 
cultural. La realización de la función social requiere reemplazar el modelo de 
privatización fragmentada por la creación de regímenes sui generis y el forta-
lecimiento de la diplomacia ambiental a nivel biorregional. 

Los pueblos indígenas desarrollan sistemas de conocimiento que no se 
ajustan a los requisitos de novedad y de nivel inventivo propios del derecho 
de propiedad intelectual individualista. El reconocimiento de la soberanía 
comunitaria posibilita que la gestión de los recursos genéticos responda a ló-
gicas de protección colectiva, en lugar de limitarse a intereses de explotación 
comercial (Glowka, 1998). 

La creación de normativas de protección atípicas constituye un mecanismo 
para salvaguardar el acervo intelectual transmitido a través de la oralidad mi-
lenaria de los pueblos del sur global. El régimen sui generis considera el cono-
cimiento tradicional asociado a la biodiversidad como un derecho inalienable, 
imprescriptible e inembargable de titularidad colectiva perpetua, que se dife-
rencia de la propiedad industrial individual, fragmentada y perecedera.  

Asimismo, los protocolos bioculturales comunitarios funcionan como una 
interfaz de traducción jurídica entre el derecho consuetudinario de las comu-
nidades y los requisitos formalistas del Estado occidental. El uso de estos 
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instrumentos permite que las asambleas indígenas establezcan reglas precisas 
para la trazabilidad de los recursos biológicos y la preservación de los cono-
cimientos tradicionales etnobotánicos, evitando la divulgación prematura al 
dominio público, lo que facilita la apropiación privada (Dal Monico, 2024). 

De este modo, las comunidades fortalecen su capacidad política para de-
terminar de manera autónoma los parámetros éticos que rigen la bioprospec-
ción en sus territorios ancestrales. El reconocimiento oficial de estas normati-
vas por parte de las entidades estatales previene prácticas de coerción asimé-
trica y eleva el conocimiento local a la categoría de régimen de exclusividad 
defensiva frente a los inversores. 

. 
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Capítulo 8. Marcas, indicaciones geográficas y 
la apropiación de símbolos bioculturales 

 

El debate sobre la biopiratería se ha centrado en la controversia del sistema de 
patentes, priorizando el análisis del aislamiento y la monopolización de los 
recursos genéticos provenientes de la biodiversidad del sur global (Donoso 
Bustamante, 2007; Langton & Rhea, 2005; Margulis & Porter, 2013; Martínez 
Aguilar & Arellanes Cancino, 2019; Mauro & Hardison, 2000; Pinton, 2003; 
Ragavan, 2001). Sin embargo, este enfoque convencional omite las dinámicas 
de despojo propias del capitalismo cognitivo, ya que la extracción de valor 
trasciende el ámbito del laboratorio e incide en procesos de acumulación que 
afectan directamente la autonomía de las comunidades.  

Las prácticas de apropiación indebida se manifiestan de manera significati-
va en los departamentos de mercadeo y en las oficinas de registro de propie-
dad industrial, mediante el uso no autorizado de la identidad, las lenguas y los 
símbolos sagrados de las comunidades originarias (Blakeney, 2009; McGregor, 
2012; Parween, R., & Marchant, 2022).  

El objetivo de estas acciones es convertir las expresiones culturales en mo-
nopolios comerciales, despojando así a los colectivos de sus referentes inma-
teriales bajo una lógica de explotación que desatiende la protección de los 
conocimientos tradicionales. En consecuencia, el análisis de otros regímenes 
de propiedad industrial permite examinar cómo las marcas comerciales, las 
indicaciones geográficas y los sistemas de certificación interactúan con los 
derechos colectivos de carácter inmaterial en el marco jurídico vigente. 
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8.1. La mercantilización de la identidad 

De acuerdo con Harvey (2007) y Maxwell (1996), la globalización ha modifi-
cado las dinámicas de acumulación de capital, desplazando el valor de la pro-
ducción material hacia el control de activos intangibles y de bienes inmateria-
les. La industria corporativa global, especialmente en los sectores de la moda, 
la cosmética y la alimentación, explota el patrimonio cultural de los pueblos 
indígenas como fuente constante de estéticas que captan la atención de los 
consumidores. 

Las prácticas corporativas evidencian una estrategia de apropiación lingüís-
tica mediante el registro de nombres de tribus y de términos de lenguas origi-
narias, como el quechua o el wayuunaiki. La utilización de técnicas de tejedu-
ría y terminología del pueblo Wayuu en colecciones de lujo se realiza sin el 
consentimiento previo ni la participación en los beneficios de las artesanas 
que resguardan estos conocimientos tradicionales (Vargas-Chaves et al., 
2021). 

La mercantilización de la agrobiodiversidad adquiere dimensiones críticas 
cuando el registro de marcas se aplica a plantas sagradas como la maca y la 
uña de gato, o a preparados ancestrales como la ayahuasca (Efferth et al., 
2016). Estas entidades integran sistemas médicos y espirituales colectivos que 
el marco jurídico vulnera al convertirlas en activos financieros de acceso res-
tringido para el beneficio exclusivo de los solicitantes (Mazzocchi, 2006). 

La insuficiencia del régimen de marcas para salvaguardar los derechos co-
lectivos se origina en la incompatibilidad entre el derecho occidental y la natu-
raleza de los conocimientos tradicionales de los pueblos indígenas. Para Acea 
Valdés (2016), el sistema de propiedad industrial exige criterios estrictos de 
novedad e individualidad, mientras que los conocimientos tradicionales cons-
tituyen creaciones transgeneracionales intrínsecamente ligadas al territorio y a 
las prácticas consuetudinarias de las comunidades (Blakeney, 2009). 

En este sentido, el requisito de distintividad en el derecho marcario presu-
pone que un signo diferencia productos en el mercado, pero omite que dicha 
fuerza provenga del prestigio histórico generado por la comunidad. El análisis 
técnico rara vez considera bases de datos de conocimientos tradicionales, lo 
que dificulta la extracción de la mística cultural y favorece la promoción co-
mercial de terceros ajenos al origen. 

La concesión de estos registros establece barreras legales que impiden a los 
propios creadores emplear sus lenguas maternas o los nombres de recursos 
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biológicos en sus economías locales sin exponerse a demandas. Estas herra-
mientas actúan como mecanismos de exclusión que refuerzan la subordina-
ción de los pueblos indígenas ante las dinámicas del mercado global (Blake-
ney, 2009; Perelmuter, 2018). 

8.2. El orden público y la moralidad como límites al registro 
marcario  

Las solicitudes de registro marcario que involucran el patrimonio biocultural 
han generado una transformación en los conceptos de orden público y de 
moralidad en el derecho de la propiedad industrial. Tradicionalmente, las ofi-
cinas de marcas interpretaban las prohibiciones relativas a la moralidad de 
manera restrictiva, limitándose a denegar signos con lenguaje obsceno o imá-
genes violentas. No obstante, el activismo de las organizaciones indígenas y la 
evolución del derecho internacional ambiental han obligado a las autoridades 
a reinterpretar estas figuras jurídicas como instrumentos para combatir la bio-
piratería y proteger los derechos colectivos de los pueblos indígenas. 

El análisis de las prohibiciones absolutas de registro exige también un 
examen tanto del marco andino como del marco normativo internacional, con 
especial atención al Acuerdo sobre los ADPIC. Esta normativa otorga a los 
Estados la facultad de excluir del registro aquellos signos cuya explotación 
comercial contravenga el orden público. Este mandato se concreta en la Deci-
sión 486, específicamente en el artículo 135, literal "p", que establece la im-
procedencia de signos contrarios a la ley o a las buenas costumbres. 

En este contexto, el artículo 136 de la Decisión 486 establece una prohibi-
ción relativa que impide el registro de nombres de pueblos indígenas o de 
términos que expresen su cultura sin su consentimiento expreso. La integra-
ción de estas normas evidencia que el respeto por la identidad cultural, más 
que un aspecto secundario, es un componente del orden público económico 
que las oficinas nacionales deben proteger mediante la revisión de oficio, a fin 
de evitar la apropiación indebida de los signos distintivos de productos o ser-
vicios de las poblaciones locales. 

La aplicación de los conceptos de moralidad y de orden público por parte 
de la Superintendencia de Industria y Comercio en Colombia y del Instituto 
Nacional de Defensa de la Competencia y de la Protección de la Propiedad 
Intelectual (INDECOPI) en el Perú representa un cambio significativo en la 
gestión de los procedimientos administrativos de registro.  
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El orden público comprende la defensa de los derechos fundamentales y 
de los valores del sistema constitucional, incluido el principio de la diversidad 
étnica. Por lo tanto, un signo que afrente el acervo de una comunidad origina-
ria o profane un símbolo sagrado vulnera los fundamentos del Estado social 
de derecho, al estar vinculado a prácticas de extracción ilícita derivadas de la 
biopiratería marcial. 

Desde esta perspectiva, la autoridad administrativa debe examinar la legali-
dad del origen del símbolo solicitado para garantizar que su otorgamiento no 
legitime actos de apropiación indebida de conocimientos tradicionales. Esto 
implica alejarse de una evaluación centrada únicamente en la distintividad 
gráfica o fonética y considerar el consentimiento fundamentado y la consulta 
previa como garantías de una protección efectiva. 

Este argumento se refuerza al considerar la prohibición del engaño al con-
sumidor, ya que el registro de marcas que evocan la estética de una etnia espe-
cífica puede inducir a los consumidores a creer que el producto tiene una co-
nexión auténtica con esa población. Si tal relación no existe, la marca usurpa 
el patrimonio cultural inmaterial y constituye un acto de competencia desleal 
que distorsiona la procedencia del bien. Además, instrumentaliza la identidad 
de los pueblos como estrategia publicitaria, lo cual el sistema debe impedir 
para preservar la transparencia del mercado y proteger los bienes comunes. 

El análisis de los examinadores debe complementarse con el conocimiento 
de las autoridades tradicionales para asegurar que los expedientes no encubran 
intentos de apropiación de las lenguas de las poblaciones marginadas. De este 
modo, la aplicación del orden público constitucional puede servir como una 
medida de justicia para corregir las deficiencias del derecho privado en la pro-
tección de los bienes bioculturales. 

8.3. Indicaciones geográficas y denominaciones de origen 

Las Indicaciones Geográficas y las Denominaciones de Origen han adquirido 
relevancia significativa en los debates internacionales sobre propiedad intelec-
tual y desarrollo rural, debido a la insuficiencia del sistema tradicional de pa-
tentes y marcas para resguardar la naturaleza colectiva de la agrobiodiversidad.  

El reconocimiento de estos instrumentos permite identificar un bien como 
originario de un territorio específico, donde la calidad o reputación se atribuye 
a factores naturales, como el clima y el suelo, así como a los conocimientos 
tradicionales y a las técnicas de cultivo ancestrales que lo distinguen de los 
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productos industriales. Estas figuras constituyen un vínculo jurídico para pro-
teger los derivados de la biodiversidad local frente a la competencia desleal, la 
estandarización técnica y las prácticas de biopiratería extranjera, que amena-
zan la integridad de los recursos genéticos y el patrimonio inmaterial de las 
comunidades (Cragg et al., 2012; Lawrence & Skordis, 2004). 

El análisis de las Indicaciones Geográficas demuestra que la vinculación 
del producto a un territorio específico previene la deslocalización de la pro-
ducción, al impedir que empresas multinacionales de los sectores farmacéuti-
co, agroindustrial y biotecnológico trasladen el cultivo de variedades endémi-
cas a zonas industriales de bajo costo.  

Los derechos derivados de esta protección tienen una naturaleza colectiva 
que recae sobre la comunidad o el Estado y se mantienen vigentes mientras 
persistan las condiciones de calidad diferencial (Vargas-Chaves, 2026b). La 
implementación de estas salvaguardas funciona como un mecanismo de de-
fensa destinado a garantizar la estabilidad de las comunidades campesinas e 
indígenas en sus entornos geográficos originales, mediante la valorización del 
conocimiento ecológico desarrollado históricamente en sus parcelas (Corts, 
2024; Díaz Avendaño & Pachón Ariza, 2024). 

La experiencia en el sur global indica que estas herramientas jurídicas pue-
den convertirse en sistemas de exclusión y despojo cuando su implementa-
ción encubre asimetrías estructurales de poder entre los actores de la cadena 
productiva. El riesgo de captura institucional por parte de estos sectores eco-
nómicos desplaza el objetivo de protección biocultural hacia una lógica de 
acumulación, marginando a los pequeños productores del control de sus pro-
pios recursos territoriales y simbólicos.  

Cruz Ramírez et al. (2018), Rey-Lema & Peña-Galindo (2024) y Torres Ri-
vera & Córdoba Cantero (2022) son enfáticos al señalar que la exclusión de 
los sectores campesinos se manifiesta mediante exigencias burocráticas y téc-
nicas que condicionan el acceso al sistema, como la elaboración de reglamen-
tos de uso y la creación de consejos reguladores, que requieren inversiones 
significativas.  

Las comunidades productoras primarias suelen carecer del capital, de la in-
fraestructura administrativa y de la capacidad de gestión necesarios para lide-
rar estos procesos ante las oficinas de propiedad industrial, según Perelmuter 
(2018) y Fajardo (2018). Esta falta de recursos permite que los actores domi-
nantes establezcan parámetros técnicos a su conveniencia, imponiendo barre-
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ras de entrada que dificultan que los agricultores tradicionales costeen las cer-
tificaciones tecnológicas necesarias para participar legalmente en la comercia-
lización de sus productos protegidos. 

Adicionalmente, los reglamentos de las Denominaciones de Origen suelen 
exigir un alto grado de homogeneidad en el producto final para facilitar su 
inserción en mercados globales, lo que contradice la naturaleza de la agricultu-
ra indígena basada en la variabilidad genética. La imposición de criterios de 
uniformidad entra en conflicto con las estrategias de resiliencia frente a las 
fluctuaciones climáticas que caracterizan a los sistemas productivos tradicio-
nales, como ha sido ampliamente documentado por Altieri (2010).  

Al penalizar la heterogeneidad intrínseca de las cosechas locales en favor 
de la estandarización, el instrumento jurídico acelera la erosión genética e in-
centiva el monocultivo, afectando los fundamentos del conocimiento ecológi-
co que la normativa pretendía proteger. Como resultado, la lógica agroexpor-
tadora que sustenta muchas de estas protecciones territoriales prioriza la in-
serción de productos de nicho en mercados del norte global, lo que plantea 
interrogantes sobre la vigencia de la soberanía alimentaria en los territorios 
rurales.  

El desplazamiento de cultivos básicos esenciales para la seguridad nutri-
cional comunitaria hacia una especialización productiva incrementa la vulne-
rabilidad de las comunidades ante las fluctuaciones de los precios internacio-
nales, profundizando la dependencia de sistemas globales regidos por la acu-
mulación por desposesión (Gutiérrez Escobar, 2015; Ojeda et al., 2015).  

Esta dinámica, analizada por Gordillo (2004), evidencia que el enfoque 
comercial del sello de calidad puede desvirtuar la función social de la tierra y 
el derecho de los pueblos a definir sus propias políticas agrícolas. De este 
modo, la eficacia de las Indicaciones Geográficas y Denominaciones de Ori-
gen como herramientas de justicia biocultural depende de la gobernanza del 
proceso y de la democratización efectiva de los espacios de toma de decisio-
nes en los Consejos Reguladores.  

Por lo anterior, es posible concluir preliminarmente que la falta de refor-
mas que reduzcan los costos de certificación y respeten las dinámicas agroe-
cológicas heterogéneas permite que estos dispositivos funcionen como meca-
nismos de cerramiento institucional, concentrando el valor del patrimonio 
inmaterial en las élites mercantiles (Castree, 2003). 
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8.4. La certificación de biocomercio ético y los sellos de ori-
gen comunitario 

Las organizaciones sociales y las autoridades tradicionales han enfocado sus 
esfuerzos en identificar alternativas dentro del derecho de propiedad intelec-
tual, debido a las limitaciones de los regímenes públicos como las patentes. 
Los instrumentos de biocomercio ético y los sellos de origen comunitario 
facilitan que los actores locales gestionen su identidad comercial y ejerzan 
control sobre la cadena de valor de la agrobiodiversidad, lo que permite la 
apropiación de las rentas generadas por su conocimiento tradicional (Laird, 
2010). 

Las iniciativas dentro del sistema de propiedad industrial suelen materiali-
zarse mediante marcas colectivas y certificaciones, que aseguran estándares 
específicos de calidad y sostenibilidad. La marca colectiva es propiedad de una 
asociación de productores o de una entidad representativa y su uso está res-
tringido a sus miembros. Por su parte, la marca de certificación garantiza el 
cumplimiento de las normas de origen y de fabricación, bajo la supervisión 
técnica externa e imparcial. 

La regulación de los sellos de origen comunitario transfiere la gobernanza 
directamente a las organizaciones de base y a las autoridades territoriales legí-
timas. Los reglamentos de uso se establecen conforme al derecho consuetudi-
nario y en respeto a los ciclos ecológicos, lo que garantiza que los recursos 
biológicos se manufacturen sin incurrir en biopiratería y que el eslabón prima-
rio de la cadena de valor reciba una remuneración justa. 

Adicionalmente, la viabilidad de la certificación ética se ve amenazada de 
manera sistémica por la difusión de información engañosa sobre las supuestas 
virtudes medioambientales de productos corporativos (de Freitas Netto et al., 
2020). En este contexto, las certificadoras privadas carentes de legitimidad 
comunitaria emiten certificados de sostenibilidad que solo verifican requisitos 
superficiales de las empresas. Los conglomerados de la industria cosmética 
emplean empaques con diseños que evocan lo indígena, basándose en adqui-
siciones marginales de materia prima, mientras mantienen el monopolio sobre 
las patentes derivadas y perpetúan el despojo bajo el discurso de la responsa-
bilidad corporativa (Efferth et al., 2016). 

El desarrollo de mecanismos jurídicos coercitivos y transparentes debe es-
tar articulado con las regulaciones internacionales sobre el acceso a los recur-
sos genéticos, a fin de proteger el patrimonio biocultural. Los esquemas de 
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certificación legítimos exigen la formalización de contratos auditables de acce-
so y de participación en los beneficios, en estricto cumplimiento de los pará-
metros establecidos por el Protocolo de Nagoya y el Convenio sobre la Di-
versidad Biológica. 

La exigencia de la consulta previa, libre e informada constituye un proce-
dimiento para validar cualquier sello de biocomercio en el marco de un proce-
so de diálogo intercultural. Las instituciones representativas de los pueblos 
afectados deben llevar a cabo un intercambio vinculante que respete sus len-
guas y tiempos, constituyendo así el criterio que distinga las iniciativas de em-
poderamiento territorial de los actos de apropiación cultural encubierta. 

. 
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Capítulo 9. Litigio, restitución y la defensa del 
patrimonio desde la autodeterminación de los 

pueblos indígenas 
 

La identificación de la jurisdicción competente representa el impedimento 
inicial de mayor magnitud en los litigios transnacionales originados por actos 
de biopiratería, puesto que el principio de territorialidad que rige la propiedad 
industrial compele a las partes afectadas a interponer sus pretensiones ante los 
tribunales de los Estados del norte global donde se concedieron los derechos 
de exclusividad técnica.  

Los colectivos indígenas y campesinos del sur global enfrentan la necesi-
dad de trasladar sus controversias a sedes judiciales extranjeras, ubicadas ma-
yoritariamente en Norteamérica o Europa, lo que deriva en cargas económi-
cas y honorarios profesionales que adquieren un carácter excluyente para los 
sujetos que carecen de solvencia financiera suficiente para sostener procesos 
internacionales que demandan una inversión técnica y temporal despropor-
cionada. 

La propiedad intelectual se basa en una lógica de exclusividad que privile-
gia la innovación industrial y técnica de orientación occidental, excluyendo las 
estructuras de propiedad colectiva propias de los pueblos indígenas (McMa-
nis, 2012; Mekonen, 2017; Sinthumule, 2023). Esta asimetría procesal se agra-
va por la ausencia de mecanismos de asistencia legal internacional que permi-
tan equilibrar las capacidades de defensa frente a corporaciones multinaciona-
les dotadas de departamentos jurídicos especializados en la protección de 
activos intangibles. 

En este contexto, la doctrina señala que los procedimientos creados para 
fomentar la inversión tecnológica suelen excluir las reclamaciones basadas en 



 

 

157 

conocimientos tradicionales (Reyes Benavides & Sánchez Castillo, 2024; Suá-
rez-Castro & Izquierdo, 2006; Tustin, 2005; Valladares & Olivé, 2015). Las 
barreras jurisdiccionales y financieras dificultan que la reivindicación de dere-
chos colectivos sea viable en la práctica, lo que consolida un entorno en el 
que la protección del patrimonio biocultural depende de la capacidad econó-
mica de los titulares de los conocimientos tradicionales (Olivé Morett et al., 
2018). 

9.1 La asimetría de litigar en tribunales de Estados Unidos o 
Europa contra corporaciones multinacionales 

El principal obstáculo estructural para la defensa del patrimonio biocultural 
consiste en determinar el foro y la ley aplicable en casos de biopiratería, defi-
nida como la apropiación indebida de recursos genéticos y conocimientos 
tradicionales sin consentimiento previo ni participación equitativa. Esta prác-
tica suele concretarse fuera de los territorios afectados, ya que la protección 
jurídica de estos activos se materializa mediante la concesión de patentes en 
jurisdicciones extranjeras, entre ellas las oficinas de patentes de Estados Uni-
dos (United States Patent and Trademark Office) y de la Unión Europea (Eu-
ropean Patent Office). 

La deslocalización de la disputa genera una asimetría procesal que limita la 
capacidad de respuesta de los pueblos indígenas, comunidades étnicas y cam-
pesinas, al trasladar el litigio al foro donde se otorgó el derecho de exclusivi-
dad. Los Estados en vías de desarrollo se ven obligados a litigar ante tribuna-
les norteamericanos o europeos frente a corporaciones multinacionales con 
amplios recursos financieros, lo que convierte la defensa legal en un privilegio 
inaccesible debido al elevado costo de monitorear solicitudes globales y de 
iniciar acciones de nulidad en sistemas jurídicos extranjeros. 

En este contexto, la disparidad económica se intensifica debido a una ma-
triz normativa originada en el sistema jurídico derivado de la Paz de Westfalia 
de 1648, que excluyó sistemáticamente las formas de organización social y los 
sistemas de los pueblos indígenas. Las normas aplicables en los foros interna-
cionales responden a un modelo de propiedad individual y de mercantiliza-
ción de la naturaleza, incompatible con el carácter colectivo, transgeneracional 
y espiritual de los conocimientos tradicionales, lo que impide una protección 
efectiva conforme a los estándares actuales del derecho de patentes. 
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El sistema internacional evidencia un conflicto significativo entre los 
acuerdos comerciales y los tratados ambientales, especialmente en relación 
con el Acuerdo sobre los ADPIC. La doctrina sostiene que este instrumento 
facilita la biopiratería al omitir requisitos de patentabilidad que limiten los 
monopolios sobre conocimientos tradicionales, lo que permite a las corpora-
ciones aprovechar el vacío normativo mediante una práctica institucional 
orientada a otorgar derechos y a procesar impugnaciones solo después de la 
concesión (Dwyer, 2008; Fredriksson, 2017; Hodnett, 2021; Kapepiso & 
Higgs, 2020; Kalbande & Suradkar, 2021). 

Finalmente, el otorgamiento de la patente invierte la carga de la prueba en 
perjuicio de las comunidades afectadas, que deben asumir el esfuerzo proba-
torio para demostrar la invalidez de un monopolio conferido por un Estado 
extranjero. Como se ha señalado a lo largo de este libro, el Acuerdo sobre los 
ADPIC y el Convenio sobre la Diversidad Biológica operan bajo lógicas 
opuestas, lo que deja desprotegido el origen legítimo de la invención y conso-
lida una estructura en la que la defensa del patrimonio biológico exige recur-
sos que los afectados rara vez poseen en el ámbito judicial internacional. 

9.2 Análisis comparado de casos 

La aplicación de la teoría procedimental exige un análisis detallado de los 
litigios más emblemáticos. Estos casos ilustran las metodologías de apropia-
ción indebida y delinean el desarrollo jurisprudencial que fundamenta las es-
trategias defensivas contemporáneas en América Latina. A continuación, se 
presenta un análisis comparativo de tres litigios clave. 

9.2.1 La Maca Andina (Lepidium meyenii) 

El primer caso examina la maca (Lepidium meyenii), una especie biológica 
cultivada ancestralmente por los pueblos andinos debido a sus propiedades 
nutricionales y medicinales. La controversia jurídica surgió cuando la corpora-
ción estadounidense Pure World Botanicals, filial de la empresa francesa Na-
turex SA, obtuvo patentes en Estados Unidos que reclamaban el monopolio 
exclusivo sobre extractos de la planta destinados a mejorar la función sexual. 

La apropiación corporativa señalada evidencia una inconsistencia en el sis-
tema occidental de propiedad intelectual, al considerar que el aislamiento de 
un compuesto activo a partir de usos tradicionales constituye una invención 
genuina (Del Castillo, 2004). El derecho internacional de patentes exige de-
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mostrar el estado de la técnica en relación con los conocimientos tradiciona-
les, lo que genera obstáculos probatorios que dificultan la protección efectiva 
de dichos conocimientos transmitidos oralmente. 

La respuesta institucional provino del Estado peruano, que, a través de la 
Comisión Nacional contra la Biopiratería, presentó impugnaciones ante la 
Oficina de Patentes y Marcas de los Estados Unidos (Del Castillo, 2004). La 
acción judicial demostró que las aplicaciones reclamadas carecían de novedad, 
pues se basaban en prácticas preexistentes y en la tradición oral andina que 
sustenta el recurso biológico. El litigio estableció un precedente sobre la nece-
sidad de implementar políticas estatales defensivas para proteger el patrimo-
nio genético frente a registros comerciales que omiten la procedencia de la 
materia prima (Uribe Pando et al., 2013). 

9.2.2 La Ayahuasca (Banisteriopsis caapi) 

El segundo caso ilustra la confrontación entre el reduccionismo mercantil y 
las cosmovisiones sagradas que orientan el uso de la liana amazónica Baniste-
riopsis caapi, utilizada durante milenios por chamanes y curanderos indígenas 
en ceremonias de purificación espiritual. La controversia jurídica surgió en 
1986, cuando el ciudadano estadounidense Loren Miller obtuvo la Patente de 
Planta 5.751 sobre una variedad específica de esta especie, reclamando dere-
chos de exclusividad comercial sobre un recurso genético de significativo va-
lor ritual para los pueblos indígenas. 

La defensa de esta planta medicinal ante instituciones como la United Sta-
tes Patent and Trademark Office evidencia la violencia epistémica, en la que 
los conceptos occidentales de novedad comercial y de aplicabilidad industrial 
se oponen a las ontologías indígenas basadas en el parentesco espiritual con la 
naturaleza. Los examinadores técnicos consideran la liana únicamente como 
un compuesto fitoquímico sin carga simbólica, ignorando que estas especies 
representan el espíritu de los ancestros y la inviolabilidad comunitaria de los 
conocimientos compartidos que estructuran la vida en la Amazonía (Robin-
son, 2010). 

La concesión de la mencionada patente provocó una movilización interna-
cional encabezada por la Coordinadora de las Organizaciones Indígenas de la 
Cuenca Amazónica y por diversas organizaciones no gubernamentales, que 
exigieron la revocación inmediata del título de propiedad intelectual. Las enti-
dades demandantes fundamentaron su posición en la falta de novedad bioló-
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gica y en la profanación de un recurso considerado inalienablemente sagrado, 
que no puede ser reducido a la lógica de la apropiación individual ni al apro-
vechamiento económico privado (Finger & Schuler, 2004). 

La resolución inicial del conflicto permitió la revocación del título al de-
mostrarse la existencia de arte previo en diversos herbarios. Sin embargo, la 
patente fue restituida temporalmente debido a tecnicismos procesales en la 
oficina estadounidense, lo que impidió una resolución definitiva. Esta situa-
ción evidenció la incapacidad administrativa para reconocer el carácter comu-
nitario de los recursos fitogenéticos, ya que la conversión de la biodiversidad 
en invenciones mercantiles omite la dimensión espiritual que las comunidades 
atribuyen a las especies botánicas de sus territorios. 

9.2.3 El Frijol Amarillo (Phaseolus vulgaris) 

El tercer caso demuestra que la biopiratería expropia el conocimiento y crimi-
naliza las prácticas agrícolas tradicionales mediante el uso indebido de los 
sistemas de propiedad intelectual. Larry Proctor, empresario estadounidense, 
adquirió semillas de Phaseolus vulgaris en mercados de Sonora y solicitó la 
patente 5,894,079 en 1999, tras un proceso de selección sin profundidad téc-
nica ni novedad científica significativa. 

El título de exclusividad otorgado permitió a Proctor demandar por infrac-
ción de patentes a agricultores mexicanos que históricamente comercializaban 
este cultivo, lo que impuso barreras legales que restringieron el intercambio de 
semillas y conocimientos tradicionales entre comunidades. Estas prácticas 
solidarias fueron objeto de persecución jurídica, lo que transformó un recurso 
biológico desarrollado colectivamente durante generaciones en un bien de 
capital sujeto a las estrictas reglas de los mercados formales extranjeros. 

La movilización institucional global fue necesaria para defender este patri-
monio frente a la apropiación agroindustrial, destacando la intervención del 
Centro Internacional de Agricultura Tropical y el respaldo de la Organización 
de las Naciones Unidas para la Alimentación y la Agricultura. El litigio defen-
sivo se centró en refutar la supuesta novedad del registro mediante herramien-
tas técnicas que permitieron una comparación genética rigurosa entre las va-
riedades reclamadas y las existentes en los bancos de germoplasma (Massieu 
& Chapela, 2002). 

Las técnicas de genetic fingerprinting aplicadas en laboratorios universita-
rios de Italia y Estados Unidos demostraron que el frijol Enola tenía una iden-



 

 

161 

tidad genética idéntica a la de seis variedades mexicanas previamente deposi-
tadas en colecciones internacionales. Esta evidencia científica permitió que la 
comunidad internacional cuestionara la validez del monopolio comercial, ya 
que la supuesta invención consistía en la apropiación de material biológico 
preexistente perteneciente al acervo fitogenético de México. 

Aunque la patente fue revocada definitivamente tras una década de con-
troversia, el proceso evidenció una asimetría procesal: el empresario obtuvo el 
privilegio rápidamente, mientras que el sistema internacional tardó diez años 
en corregir el error. Los daños económicos sufridos por las exportaciones 
mexicanas durante este periodo fueron irreparables, lo que confirma que la 
duración del litigio especializado suele funcionar como una protección indi-
recta para los monopolios comerciales obtenidos de manera ilegítima (Mas-
sieu & Chapela, 2002). 

Las lecciones procesales derivadas de estos casos confirman que la revoca-
ción de privilegios industriales espurios es posible cuando se coordinan evi-
dencias científicas contemporáneas con la documentación sistemática de los 
conocimientos tradicionales. El éxito de estas defensas depende de la capaci-
dad de los Estados del Sur Global para integrar pruebas biotecnológicas en 
sus argumentos jurídicos, lo que permite que las autoridades de propiedad 
intelectual reconozcan la preexistencia de los conocimientos tradicionales. 

La anulación del título no resuelve el daño material ni el cultural causado 
por la vigencia de la patente, lo que exige que las políticas públicas latinoame-
ricanas evolucionen hacia esquemas de defensa preventiva y de reparaciones 
integrales. El marco jurídico debe incorporar sanciones comerciales y la resti-
tución obligatoria de las ganancias obtenidas durante la explotación del recur-
so, y, además, garantizar la repatriación de las secuencias genéticas deposita-
das sin el consentimiento de las comunidades originarias (Sobrevilla-Solís & 
López-Herrera, 2013). 

Por consiguiente, los casos de la maca, la ayahuasca y el frijol amarillo ilus-
tran la transición del saqueo físico a la apropiación jurídica, facilitada por va-
cíos sistémicos en los tratados internacionales de propiedad intelectual. La 
descalificación epistemológica aplicada por las oficinas de patentes occidenta-
les permite la transferencia gratuita de recursos genéticos y de su conocimien-
to tradicional, asociados a mercados exclusivos, ignorando sistemáticamente 
los procesos de innovación colectiva que han sostenido la biodiversidad en las 
regiones de origen. 
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El reconocimiento de la interdependencia entre la conservación natural y la 
continuidad de los sistemas de vida tradicionales permitirá superar la concep-
ción colonial que considera los recursos genéticos como bienes vacantes o sin 
propietario. La creación de un sistema normativo de reparación biocultural 
integral, liderado por las autoridades de las etnias afectadas, constituye el ca-
mino necesario para que el sur global desmantele las lógicas extractivistas y 
asegure la soberanía sobre su herencia biológica. 

9.3 La formación y el papel de los juristas indígenas en el 
pluralismo jurídico 

El proceso de defensa frente al expolio biocultural exige una transformación 
de las categorías jurídicas tradicionales, con el fin de integrar de manera efec-
tiva la racionalidad de los pueblos indígenas en los litigios de propiedad inte-
lectual. La deconstrucción del derecho desde una perspectiva interna posibili-
ta que profesionales de pueblos indígenas y afrodescendientes actúen como 
traductores jurídicos, capaces de cuestionar la hegemonía de los conceptos 
occidentales de propiedad y autoría. 

Las estructuras de la biopiratería persisten debido a una lógica que desco-
noce la naturaleza colectiva de la innovación biológica. Por ello, la labor de 
esta nueva generación de juristas resulta fundamental para la protección de los 
territorios. El pluralismo jurídico adquiere relevancia procesal cuando los liti-
gios incorporan los sistemas de vida tradicionales como fuentes de derecho 
vinculantes, lo que impide que la defensa de la herencia biológica se limite a 
una disputa técnica entre oficinas de patentes. 

En este contexto, el Derecho Internacional Público se configuró históri-
camente como un sistema normativo excluyente, que impuso una cosmovi-
sión europea sobre los pueblos no occidentales. El ordenamiento global, ba-
sado en la narrativa de la Paz de Westfalia de 1648, empleó la ficción del Es-
tado-Nación para marginar formas preexistentes de organización política y 
territorial distintas del modelo europeo. 

Las racionalidades eurocéntricas clasificaron a las poblaciones de América, 
África y Asia como incivilizadas, lo que justificó la expansión imperial y la 
consolidación de la matriz económica capitalista. Este sistema se consolidó 
como una estructura oligárquica orientada a regular las acciones de unas pocas 
potencias, otorgando aparente legalidad a la explotación de las naciones del 
sur global, como señala Pastor Ridruejo. 
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La opresión estructural, analizada a través de la colonialidad del poder 
(Dotson, 2012; Quijano, 2014) y la colonialidad étnica (Lawlor, 2006; Lugo-
nes, 2008), redujo a sociedades diversas a categorías homogeneizadas de 
subordinación racial. Los pueblos indígenas eran presentados ante los regí-
menes ambientales solo como objetos de estudio o proveedores de insumos 
botánicos, negándoles su capacidad intrínseca para desarrollar sistemas jurídi-
cos racionales y autónomos. 

La perspectiva decolonial evidencia que el derecho propio de los pueblos 
indígenas antecede a la modernidad occidental y que presenta una compleji-
dad normativa anterior a los estándares del norte global. Estas civilizaciones 
indígenas mantenían relaciones internacionales sofisticadas mediante tratados 
comerciales y protocolos de justicia, como lo demuestra la primera alianza 
entre Topiltzin, que constituye un testimonio histórico de esta capacidad so-
berana. 

La defensa contemporánea del patrimonio genético implica la recuperación 
de la voz de los pueblos indígenas frente a estructuras de poder que históri-
camente silenciaron a estas comunidades. Las comunidades rechazan la con-
dición de sujetos pasivos y exigen participar como soberanos legítimos del 
territorio, convirtiendo la denuncia de la biopiratería en una resistencia legal 
técnica articulada en foros multilaterales. 

La formación académica de juristas indígenas y su inserción progresiva en 
tribunales internacionales constituyen la base del litigio estratégico moderno, 
al permitir que los pueblos indígenas dispongan de profesionales que actúan 
como traductores ontológicos y decodificadores culturales ante tribunales de 
organización institucional predominantemente eurocéntrica. 

La violencia epistémica implica la deslegitimación sistemática de los cono-
cimientos tradicionales por parte del pensamiento científico hegemónico, que 
suele calificarlos como anecdóticos o ingenuos frente a la supuesta objetividad 
occidental (Beltrán, 2017). Esta dinámica se reproduce en el ámbito judicial 
cuando una comunidad defiende una planta medicinal ante la Organización 
Mundial de la Propiedad Intelectual, ya que los conceptos de novedad y de 
exclusividad de mercado entran en conflicto con las ontologías nativas basa-
das en el parentesco espiritual con la naturaleza (Güereca, 2017). 

En este contexto, el abogado indígena debe evitar la denominada 'testimo-
nial smothering', o injusticia testimonial teorizada por Dotson (2011), fenó-
meno en el que los sujetos subalternos modifican su testimonio al anticipar 
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que la audiencia carece del conocimiento necesario para comprenderlo. Por 
ejemplo, si un sabedor tradicional expone ante un tribunal europeo que la 
ayahuasca representa el espíritu de los ancestros, el tribunal occidental suele 
desestimar la alegación por no ajustarse a sus cánones de argumentación téc-
nica, lo que impide un análisis integral del conflicto. 

El jurista indígena interviene a partir del conocimiento del derecho consue-
tudinario de su pueblo y del dominio técnico del derecho de patentes, del 
derecho ambiental y de los tratados internacionales de derechos humanos. 
Esta formación dual permite traducir la afectación a la cosmovisión en el len-
guaje de las nulidades procesales, de modo que la transgresión del consenti-
miento previo, libre e informado se argumente como una vulneración de la 
autodeterminación, respaldada por instrumentos vinculantes que los jueces 
internacionales deben aplicar rigurosamente. 

Por lo anterior, la labor de estos profesionales contribuye a descolonizar la 
praxis jurídica y a desmantelar la ficción de la neutralidad de la propiedad inte-
lectual occidental, al exigir que los tribunales internacionales establezcan un 
intercambio horizontal de conocimientos tradicionales. La presencia de abo-
gados indígenas en las cortes globales facilita que el pluralismo jurídico se 
traduzca en sentencias vinculantes y efectivas que protejan la diversidad bio-
cultural, consolidando un sistema de justicia que reconozca la validez de múl-
tiples órdenes normativos. 

9.4 Estrategias de resistencia legal a través del Sistema Inter-
americano de Derechos Humanos 

La actuación de los pueblos indígenas y sus equipos jurídicos ha propiciado 
un desplazamiento estratégico hacia los tribunales internacionales de derechos 
humanos, en respuesta a la rigidez doctrinal de los foros centrados exclusiva-
mente en la propiedad intelectual y el comercio. De este modo, las comunida-
des han trasladado la disputa legal de los escenarios de patentes al Sistema 
Interamericano de Derechos Humanos, que actualmente constituye la princi-
pal plataforma para litigar contra la biopiratería, al considerar el extractivismo 
genético una violación sistémica de los derechos fundamentales. 

El litigio estratégico en el Sistema Interamericano de Derechos Humanos 
responde a una transformación en la conceptualización legal del daño, que 
supera los debates técnicos sobre secuencias de ADN o sobre novedad co-
mercial, característicos de los foros de patentes. La estrategia ante la Comisión 
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Interamericana de Derechos Humanos y la Corte Interamericana de Derechos 
Humanos evidencia que la monopolización de los recursos genéticos consti-
tuye un mecanismo de despojo que amenaza la supervivencia física y cultural 
de los pueblos indígenas. 

En este sentido, las demandas presentadas ante el sistema vinculan la 
apropiación genética con la vulneración de diversas garantías reconocidas en 
la Convención Americana sobre Derechos Humanos, el Convenio 169 de la 
OIT y la Declaración de las Naciones Unidas sobre los Derechos de los Pue-
blos Indígenas. El desvío de los recursos genéticos afecta el derecho al territo-
rio y a la propiedad comunal, bajo el argumento de que el entorno indígena 
integra de manera inseparable los elementos biológicos e intangibles que 
constituyen la base de su cosmovisión y de su sustento. 

En este sentido, se litiga por la violación del derecho a una vida digna y a la 
participación equitativa en los beneficios, ya que la privatización de especies 
esenciales para la medicina tradicional impone barreras legales que dificultan 
el intercambio de semillas entre las comunidades. El Sistema Interamericano 
de Derechos Humanos cuenta con la capacidad interpretativa para reconocer 
que el registro de secuencias genéticas provenientes de la selva constituye una 
extensión del despojo colonial y afecta directamente el derecho a la soberanía 
alimentaria de los pueblos. 

La efectividad del litigio contra la biopiratería en este contexto radica en el 
uso de instrumentos procesales precautorios destinados a frenar el avance 
inminente de expediciones de bioprospección, o en la adopción de marcos 
normativos que permitan la privatización del patrimonio fitogenético. Los 
representantes legales de los pueblos indígenas solicitan medidas cautelares 
ante la Comisión y medidas provisionales ante la Corte para proteger los de-
rechos colectivos sobre el entorno natural frente a acciones corporativas no 
consultadas. 

Las órdenes emitidas por los tribunales internacionales pueden requerir 
que los Estados suspendan proyectos de bioprospección en territorios demar-
cados o que suspendan los permisos de recolección de muestras endémicas, 
con el fin de evitar daños irreparables. La protección del derecho consuetudi-
nario exige detener la promulgación de leyes de propiedad intelectual que 
omitan la obligación estricta de consulta previa y el consentimiento funda-
mentado de las comunidades afectadas por las actividades extractivas. 



 

 

166 

Por otra parte, el desarrollo doctrinal derivado del litigio ante la Corte In-
teramericana implica orientar la jurisprudencia hacia la exigencia de una repa-
ración biocultural que supere las limitaciones de los jueces encargados de di-
rimir conflictos de propiedad intelectual. El concepto de reparación integral, 
consolidado en el sistema, se adapta a la magnitud de los daños culturales, lo 
que permite adoptar medidas que trascienden la revocación del registro de 
una patente y abordan el alcance del agravio sufrido. 

La reparación biocultural se fundamenta en la premisa de que el ser hu-
mano originario y su ecosistema constituyen una unidad indivisible, lo que 
exige sentencias capaces de ofrecer soluciones en ambas dimensiones simul-
táneamente. El cumplimiento de esta figura exige la prohibición internacional 
del uso comercial de secuencias digitales obtenidas de manera fraudulenta, la 
repatriación de muestras biológicas y el reconocimiento explícito de la voz de 
las comunidades para desarticular la violencia ejercida. 

9.5 La dificultad procesal de demostrar la "novedad" o el 
"estado de la técnica" basándose en saberes transmitidos 
por tradición oral frente a oficinas de patentes 

El marco dogmático del derecho de patentes exige que toda invención cumpla 
con los requisitos de novedad, de nivel inventivo y de aplicación industrial 
para obtener protección jurídica. Las controversias sobre biopiratería suelen 
centrarse en demostrar que el título concedido carece de novedad debido a la 
existencia previa del conocimiento o del uso de la planta. Sin embargo, la eva-
luación del estado de la técnica frente a los conocimientos tradicionales plan-
tea complejas barreras probatorias. 

La dificultad radica en la epistemología de los sistemas de patentes occi-
dentales, predominantes en las jurisdicciones de países desarrollados, donde 
las divulgaciones orales o el uso histórico fuera de sus fronteras no reciben 
reconocimiento legal. El conocimiento tradicional representa un acervo di-
námico transmitido de generación en generación mediante la oralidad y las 
interacciones sociales. Al carecer de registros en revistas científicas indexadas, 
estos saberes permanecen invisibles para el sistema hegemónico de propiedad 
intelectual. 

De hecho, los examinadores de patentes en Estados Unidos y Europa 
omiten estos antecedentes al consultar bases de datos convencionales, lo que 
conduce a la suposición errónea de que el compuesto analizado es novedoso. 
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Esta dinámica procesal constituye una forma de violencia epistémica, ya que 
obliga a las comunidades originarias a someterse a regímenes probatorios di-
señados según parámetros positivistas ajenos a sus propias metodologías de 
memoria histórica. 

El análisis de esta exclusión permite identificar la injusticia testimonial co-
mo parte de las prácticas de silenciamiento. El testimonio de médicos tradi-
cionales o de líderes indígenas suele ser devaluado en sede judicial por consi-
derarse anecdótico. Esta situación, junto con la falta de competencia intercul-
tural de los tribunales, restringe la capacidad de gestión de los afectados en 
litigios internacionales al anular su estatus de informantes válidos. 

Por lo tanto, el derecho internacional ha promovido estrategias institucio-
nales para traducir y codificar los conocimientos tradicionales orales en bases 
de datos digitales interoperables con los sistemas de patentes globales. Un 
ejemplo es la Biblioteca Digital de Conocimientos Tradicionales de la India, 
desarrollada junto con la Organización Mundial de la Propiedad Intelectual, 
que codifica información sobre medicina ancestral en varios idiomas para 
integrarla formalmente al estado de la técnica y facilitar la denegación de re-
clamaciones ilegítimas. 

La República Popular China ha desarrollado bases de datos similares sobre 
medicina tradicional, que indexan más de 12.000 registros con fines defensi-
vos para evitar la apropiación de sus recursos. Estas iniciativas buscan pro-
porcionar evidencia técnica a los examinadores, quienes ahora cuentan con 
herramientas para verificar la existencia de conocimientos previos que ante-
riormente no estaban documentados conforme a los estándares de la oficina 
de patentes correspondiente. 

En el contexto latinoamericano, la normativa de la Comunidad Andina y la 
Ley 27811 de 2002 en Perú han establecido la obligación de divulgar el origen 
geográfico y de demostrar el acceso legal al material biológico. Estos regíme-
nes buscan mitigar las barreras probatorias mediante la exigencia de requisitos 
de procedencia, estableciendo que la validez del título de propiedad industrial 
depende directamente del cumplimiento de las normas de acceso a los recur-
sos genéticos y de protección de los conocimientos tradicionales. 

Un estudio comparativo muestra que, a pesar de estos avances regionales, 
la eficacia de las medidas defensivas depende de su reconocimiento vinculante 
en las jurisdicciones del norte global. La asimetría probatoria persiste como 
instrumento del extractivismo jurídico mientras la divulgación del origen no 
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sea una condición de cumplimiento obligatorio universal, lo que permite que 
las oficinas de patentes extranjeras ignoren las restricciones impuestas por los 
países proveedores de biodiversidad. 

Investigaciones recientes destacan que la integración de bases de datos de 
conocimiento tradicional en los procesos de examen de patentes reduce signi-
ficativamente la concesión de derechos indebidos. La consolidación de estos 
registros digitales permite que el estado de la técnica incluya saberes previa-
mente excluidos por su formato oral, proporcionando a las comunidades una 
herramienta técnica que refuerza su posición jurídica frente a solicitudes de 
patentes que buscan privatizar recursos de uso ancestral. 

9.6 Mecanismos de restitución y repatriación del material 
genético 

La revocación de una patente obtenida mediante prácticas de biopiratería 
representa un avance legal relevante, pero no satisface plenamente las deman-
das de justicia, ya que solo inicia el proceso de restitución integral de los dere-
chos vulnerados. La terminación del monopolio comercial ilegítimo no asegu-
ra la repatriación del material genético extraído ni compensa el daño ocasio-
nado a la estabilidad social y ecosistémica de las comunidades afectadas, que 
carecen de mecanismos internacionales efectivos para la devolución física y 
digital de sus datos genómicos (Nehring, 2022). 

Los marcos de gobernanza global desarrollados en las últimas décadas han 
intentado frenar la explotación genética mediante instrumentos como el Con-
venio sobre la Diversidad Biológica, el TIRFAA y el Protocolo de Nagoya. 
Sin embargo, estas normativas se basan en una lógica material que regula el 
intercambio y el acceso a recursos físicos, lo que resulta insuficiente para 
abordar la transformación tecnológica actual, en la que el interés comercial se 
desplaza de las muestras biológicas hacia los datos abstractos (Nehring, 2022). 

La revolución tecnológica contemporánea ha permitido que la recolección 
directa de especímenes sea reemplazada por el procesamiento de información 
digital sobre secuencias, lo que modifica los supuestos de los tratados vigen-
tes. La reducción de los costos de secuenciación genómica ha facilitado la 
conversión del código de la biodiversidad del sur global en datos digitales de 
circulación inmediata, lo que permite que esta información circule fuera del 
control soberano de los Estados de origen, sin barreras legales claras para su 
aprovechamiento comercial (WiLDSI, 2026). 
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La desmaterialización de la naturaleza genera un área de incertidumbre 
normativa, ya que el artículo 2 del Convenio sobre la Diversidad Biológica 
limita la definición de los recursos genéticos al material biológico tangible. Las 
obligaciones establecidas por el Protocolo de Nagoya se centran en el acceso 
físico y excluyen la información genómica, lo que permite a diversas organiza-
ciones descargar secuencias y utilizar biología sintética para reclamar derechos 
de propiedad intelectual, eludiendo el consentimiento previo y la distribución 
equitativa de beneficios con las comunidades proveedoras (Nehring, 2022). 

En consecuencia, la centralización de los datos en la Colaboración Interna-
cional de Bases de Datos de Secuencias de Nucleótidos dificulta los intentos 
de restitución debido a su política de acceso irrestricto. Esta infraestructura, 
controlada principalmente por entidades de Estados Unidos, Reino Unido y 
Japón, desatiende los derechos soberanos sobre las secuencias almacenadas, 
lo que genera una pérdida de trazabilidad: solo el 16% de las entradas declara 
el país de origen y apenas el 6% mantiene vínculo con el espécimen físico 
original (WiLDSI, 2026). 

La incapacidad de vincular una secuencia digital con el territorio y la co-
munidad que preservaron el recurso durante siglos reduce la eficacia operativa 
de los mecanismos de repatriación. El conocimiento digitalizado se convierte 
en un bien común desprotegido que el sector privado utiliza para registrar 
invenciones que posteriormente restringen la investigación pública en los 
países de origen, consolidando una asimetría que priva a los pueblos de su 
patrimonio biocultural, sin que las instituciones actuales proporcionen una 
respuesta jurídica adecuada (Nehring, 2022). 

El desarrollo de nuevas propuestas regulatorias busca evitar que la biopira-
tería digital suprima los derechos de los pueblos indígenas mediante la imple-
mentación de gravámenes específicos y de sistemas de suscripción. Estas ini-
ciativas contemplan el uso de tecnología blockchain en los metadatos para 
garantizar el seguimiento de la información desde su captura hasta su explota-
ción comercial, lo que permite que la restitución económica y el reparto de 
beneficios dejen de ser conceptos teóricos y se conviertan en obligaciones 
exigibles en el sistema internacional (WiLDSI, 2026). 
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Conclusiones  
 

El análisis de la biopiratería revela que su persistencia se origina en desigual-
dades históricas intensificadas por los regímenes de propiedad intelectual, lo 
que incide tanto en las dimensiones socioambientales como en las respuestas 
legales. Aunque acuerdos internacionales como el Protocolo de Nagoya esta-
blecen directrices para la distribución de beneficios, su implementación pre-
senta inconsistencias que perpetúan los desequilibrios de poder y afectan ne-
gativamente a los pueblos indígenas. Esto exige modelos de gobernanza que 
garanticen sus derechos y su capacidad de decisión. 

El análisis de la gobernanza de la biodiversidad pone en cuestión los mo-
delos tradicionales de propiedad intelectual por su incapacidad para proteger 
los sistemas de conocimiento indígena. Esta limitación exige reformas legales 
que integren las perspectivas indígenas y aseguren el cumplimiento normativo. 
Además, la biopiratería digital y la explotación de recursos genéticos marinos 
representan amenazas emergentes que requieren respuestas políticas adaptati-
vas para abordar estas nuevas formas tecnológicas de extracción que operan 
fuera de las regulaciones convencionales. 

Por consiguiente, las evaluaciones longitudinales de los acuerdos de distri-
bución de beneficios deben analizar las consecuencias ecológicas de la extrac-
ción y establecer metodologías que permitan rastrear los flujos de datos gené-
ticos. Superar estas deficiencias empíricas facilitará la adopción de prácticas 
justas en la investigación científica y requerirá intervenciones normativas que 
orienten la gestión global de la biodiversidad hacia la equidad y la sostenibili-
dad integral, sin depender únicamente de las políticas estatales convenciona-
les. 

La comercialización internacional de la flora y la fauna configura un siste-
ma de sustracción jurídica que priva a las naciones del sur global de sus recur-
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sos naturales y perpetúa dinámicas de imposición sobre el control territorial. 
Las operaciones corporativas establecen reglas que subordinan los bienes 
biológicos originarios a los requerimientos de productividad comercial, des-
vinculando a las poblaciones locales de sus medios de subsistencia tradiciona-
les en beneficio de la rentabilidad de las industrias extranjeras. 

En consecuencia, el régimen de propiedad intelectual respaldado por trata-
dos como el Acuerdo sobre los ADPIC fomenta la privatización de la vida 
vegetal al otorgar derechos de exclusividad mercantil sobre los conocimientos 
tradicionales. Este marco normativo internacional elimina el reconocimiento 
legal de los conocimientos tradicionales y obliga a su ingreso indiscriminado al 
dominio público, lo que impide que los pueblos nativos accedan a mecanis-
mos de compensación económica por el uso industrial de su patrimonio bio-
lógico ancestral. 

La separación normativa entre los especímenes físicos y su información 
genética genera alteraciones institucionales significativas ante la expansión 
global de las tecnologías de secuenciación genómica. Esta digitalización de la 
naturaleza permite a los consorcios biotecnológicos eludir los controles adua-
neros fronterizos, acceder al material hereditario sin contacto directo con las 
muestras físicas y evadir las obligaciones financieras establecidas por las reglas 
internacionales de distribución de beneficios. 

La expansión transnacional del modelo agroindustrial y la aplicación estric-
ta de los certificados de obtención vegetal restringen directamente la sobera-
nía alimentaria de las comunidades rurales dedicadas a la agricultura de subsis-
tencia. La prohibición legal del acopio y del intercambio de semillas nativas 
limita la capacidad de adaptación climática a nivel regional y obliga a los agri-
cultores a adquirir insumos artificiales comercializados por empresas multina-
cionales de los sectores farmacéutico y biotecnológico. 

Por otra parte, las disposiciones jurídicas del Convenio sobre la Diversidad 
Biológica y del Protocolo de Nagoya perpetúan las asimetrías de negociación 
que determinan las condiciones de la investigación científica internacional. 
Las corporaciones farmacéuticas celebran contratos de extracción desequili-
brados, en los que las compensaciones financieras para las comunidades pro-
veedoras son marginales frente a los altos rendimientos obtenidos por la in-
dustria médica a partir del procesamiento masivo de estos recursos genéticos 
endémicos. 
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La clasificación jurídica de la apropiación genética como bioprospección 
sirve como estrategia comercial para encubrir la sustracción sistemática de 
recursos biológicos de uso comunitario. A través de tácticas de greenwashing, 
las industrias justifican la extracción comercial de la flora local apelando a 
supuestos estándares de sostenibilidad corporativa, lo que perpetúa las de-
sigualdades materiales de las poblaciones originarias y facilita el despojo terri-
torial bajo la apariencia de una legalidad procedimental estricta. 

Los convenios de acceso a componentes biológicos deben superar la vi-
sión puramente privatista del intercambio comercial y convertirse en instru-
mentos obligatorios del derecho público y ambiental internacional. Las insti-
tuciones estatales tienen la responsabilidad de actuar como administradoras 
del interés general en estas transacciones transnacionales, imponiendo cláusu-
las de protección ecológica y restricciones antimonopólicas que impidan la 
apropiación exclusiva de los elementos naturales colectivos por parte de acto-
res corporativos. 

Las normativas sobre transferencia tecnológica incluidas en los instrumen-
tos de cooperación internacional suelen funcionar como obligaciones contrac-
tuales simbólicas que omiten el financiamiento de la infraestructura de inves-
tigación en los países proveedores. Superar esta subordinación académica 
requiere la instalación inmediata de laboratorios de alta complejidad técnica y 
la capacitación especializada de los investigadores nacionales, estableciendo 
las bases materiales necesarias para lograr un desarrollo científico autónomo 
frente a los oligopolios biotecnológicos de los países industrializados. 

De este modo, el consentimiento libre, previo e informado se ha converti-
do en un trámite administrativo ordinario que los desarrolladores industriales 
emplean para conferir legitimidad jurídica a la intervención extractiva en terri-
torios indígenas. La efectividad de este mecanismo de participación ciudadana 
depende de garantizar el respeto a los tiempos internos de deliberación y a las 
autoridades consuetudinarias de las organizaciones nativas, evitando su reduc-
ción a una formalidad procedimental carente de contenido real. 

Las regulaciones bioculturales funcionan como mecanismos de defensa 
procesal comunitaria que traducen los mandatos del derecho originario en 
exigencias normativas del sistema legal estatal contemporáneo. Estas legisla-
ciones autónomas otorgan a las asambleas indígenas locales la facultad de 
establecer reglas de comportamiento estrictas, bloqueando jurídicamente la 
enajenación de su patrimonio inmaterial ante las solicitudes mercantiles de 
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agentes corporativos internacionales que buscan monopolizar estos conoci-
mientos y restringir su libre uso. 

Desde esta perspectiva, la función ecológica de la propiedad intelectual 
constituye un límite constitucional estricto frente a la concentración de dere-
chos exclusivos promovida por grandes corporaciones de investigación bio-
tecnológica. La reinterpretación de las prerrogativas de exclusión comercial 
condiciona la vigencia de los registros de invención al cumplimiento de nece-
sidades públicas, garantizando la conservación de los ecosistemas y el respeto 
innegociable a los derechos sociales comunitarios. 

La apropiación de las ventajas económicas derivadas de la biodiversidad 
trasciende el ámbito de las patentes e incluye los registros administrativos de 
protección de marcas y de denominaciones de origen. La industria transna-
cional de la indumentaria y los cosméticos explota patrones estéticos tradicio-
nales y elementos de identidad lingüística autóctona, apropiándose de caracte-
rísticas culturales distintivas sin proporcionar retribución financiera a los pue-
blos indígenas creadores de estos diseños. 

Las agencias estatales responsables de supervisar la propiedad industrial 
tienen la obligación legal de aplicar excepciones de orden público, como ba-
rreras administrativas formales, contra la privatización del conocimiento local. 
El rechazo sistemático de solicitudes de registro marcario que instrumentali-
zan la herencia inmaterial comunitaria constituye una medida jurídica directa 
para frenar la mercantilización cultural en las transacciones comerciales y pro-
teger los signos distintivos nativos de la explotación corporativa indiscrimina-
da por parte de conglomerados internacionales. 

Paralelamente, los litigios ante instancias jurisdiccionales internacionales 
evidencian la desventaja procesal de los Estados proveedores al impugnar el 
requisito de novedad inventiva ante tribunales de países industrializados. Las 
oficinas receptoras suelen desestimar la validez probatoria de registros basa-
dos en la transmisión oral comunitaria, considerándolos inadmisibles según 
criterios científicos occidentales, lo que genera una exclusión procedimental 
que facilita la expedición de certificaciones mercantiles irregulares a favor de 
inversionistas particulares. 

Las sentencias dictadas por los tribunales de comercio sobre las patentes 
de la maca andina y del frijol amarillo demuestran que la revocación de la titu-
laridad no es suficiente para reparar los daños económicos sufridos por los 
proveedores. La declaración judicial de nulidad del monopolio privado sobre 
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las redes de distribución no ordena la devolución material de los especímenes 
extraídos indebidamente, lo que perpetúa las alteraciones sociológicas en la 
organización comunitaria de las etnias afectadas. 

La formación académica en disciplinas jurídicas capacita a las autoridades 
nativas para desarrollar estrategias procesales defensivas que respondan efi-
cazmente a las demandas materiales de las poblaciones afectadas por la ex-
tracción ambiental. Los profesionales comunitarios actúan como representan-
tes institucionales con la facultad de integrar los principios del pluralismo legal 
en el sistema normativo aplicado por organismos internacionales encargados 
de resolver disputas comerciales relativas a derechos de propiedad intelectual. 

La consolidación de mecanismos de litigación estratégica traslada las re-
clamaciones de reconocimiento biocultural ante la jurisdicción contenciosa 
del Sistema Interamericano de Derechos Humanos, con el objetivo de obte-
ner reparaciones económicas vinculantes. Las cortes internacionales adquieren 
competencia para juzgar la extracción genética inconsulta como una vulnera-
ción objetiva de los tratados que protegen los dominios territoriales colectivos 
y la integridad cultural de los asentamientos tradicionales frente a la explota-
ción extranjera. 

Por ello, las demandas judiciales para proteger el acervo originario buscan 
la emisión de órdenes de compensación integral que restauren las condiciones 
biológicas previas a la interferencia comercial extranjera. El fallo definitivo en 
estos litigios debe certificar la interdependencia material entre los grupos au-
tóctonos y su entorno silvestre, obligando a las empresas infractoras a mitigar 
de inmediato los daños ecológicos e institucionales causados por sus opera-
ciones extractivas transnacionales. 

La promulgación estatal de regímenes legales de protección especial garan-
tiza la defensa de las creaciones milenarias mediante instrumentos institucio-
nales contrapuestos a los esquemas de transferencia basados en la propiedad 
civil excluyente. Las normativas nacionales que clasifican las prácticas ances-
trales como bienes materiales comunes e inembargables fortalecen la autoges-
tión territorial comunitaria y rechazan las pretensiones de monopolio comer-
cial de laboratorios de investigación corporativos internacionales orientados a 
la máxima rentabilidad. 

En definitiva, las modificaciones estructurales al ordenamiento mercantil 
global requieren la implementación de directrices de salvaguardia coordinadas 
por delegados diplomáticos de las naciones con mayor diversidad biológica. 
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Las disposiciones de los tratados comerciales deben establecer disposiciones 
que prohíban la retención privada de invenciones derivadas de compuestos 
genéticos endémicos, garantizando que el procesamiento científico de estos 
recursos naturales permanezca bajo la estricta supervisión de instituciones 
públicas de control. 
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